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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg, y Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 32ª, especial, y 33ª y 34ª, ambas ordinarias, en 12 y 13 de julio del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificada de “simple”, en relación con el proyecto que establece la iniciativa ciudadana de ley (boletín Nº 7.206-07).



--Queda presentada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (boletín N° 6.415-08).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Tribunal Constitucional.
Oficios



De la Cámara de Diputados:



Informa que aprobó el proyecto que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín Nº 7.503-19) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.


Del Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que sanciona el acoso sexual a menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (boletín N° 5.837-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Envía copia autorizada de resoluciones dictadas en el requerimiento formulado por Su Excelencia el Presidente de la República para que se declare inconstitucional la actuación del Senado y la modificación introducida al artículo 197 bis del Código del Trabajo, respecto del proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13).



--Se toma conocimiento.


Remite copia autorizada de tres sentencias definitivas dictadas en acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



Envía, asimismo, copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de la parte final del inciso tercero del artículo 474 del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Del señor Contralor General de la República:



Remite copia del Informe Final N° 76, de 2011, sobre auditoría a las operaciones correspondientes a los contratos de consignación del año 2010 de la Editorial Jurídica de Chile.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre resultados financieros de la Corporación Nacional del Cobre de Chile contenidos en su Memoria de 2010.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Da respuesta a acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señores Navarro, Bianchi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Quintana, Tuma y Walker (don Patricio), que insta a la generación de mecanismos para ratificar a la brevedad el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología (boletín Nº S 1.366-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Responde petición, enviada en nombre del Senador señor García, en orden a transmitir felicitaciones al señor Comandante del Regimiento de Infantería Tucapel N° 8, por su eficaz contribución en la emergencia ocasionada por el tornado que afectó a Villarrica el 7 de junio del año en curso.



Del señor Ministro de Agricultura:



Contesta solicitud, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre condonación de deuda a dos agricultores del sector La Quinta, comuna de Longaví.



Dos del señor Subsecretario General de la Presidencia:



Con el primero da respuesta a petición, enviada en nombre de los Senadores señores Navarro y Quintana, para que se estudie el envío a tramitación de un proyecto de ley relativo a las bases de cálculo de las indemnizaciones por término del contrato de trabajo.



Con el segundo acusa recibo de solicitud, cursada en nombre del Senador señor Escalona, a fin de examinar la factibilidad del envío a tramitación de un proyecto de ley sobre creación de un bono extraordinario de invierno.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras:




Responde petición de información, enviada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre “sistemas refundidos” que aplica la tarjeta CMR Visa Falabella.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:



Da contestación a consulta, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre número de reclamaciones presentadas en el marco de la Operación Renta 2011 con relación al “Formulario 3225”, de Declaración Jurada.



Del señor Jefe de Gabinete del ex Ministro de Obras Públicas: 



Responde pregunta, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a proyectos de mejoramiento del muro La Planchada, en la comuna de Penco.



Del señor Intendente de la Región de Los Ríos:



Da respuesta a petición, dirigida en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), en materia de apoyo a la Asociación Indígena Rayen Mahuisa para la construcción de sede social.



--Quedan a disposición de los señores Senadores. 

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo al uso del pabellón patrio (boletín Nº 7.273-06) (refundido con boletines N°s. 7.095-06 y 7.195-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Queda para tabla.


Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, y renueva su vigencia (boletín Nº 6.830-14) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Queda para tabla.


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre aumento de plazas en el grado de Contraalmirante (boletín Nº 7.687-02) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Queda para tabla.


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Parte del MERCOSUR y la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito el 10 de diciembre de 1998 (boletín Nº 3.904-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Queda para tabla.
Mociones



Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señor Muñoz Aburto, señoras Allende y Rincón y señores Escalona y Quintana, sobre propiedad estatal en empresas de servicios sanitarios (boletín Nº 7.796-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Proyecto de ley, originado en moción de los Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina y Longueira, que establece la responsabilidad por daños ocasionados en manifestaciones públicas (boletín Nº 7.797-06) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Navarro, Quintana y Tuma, relativo a la protección del patrimonio histórico indígena y los bienes culturales del país (boletín Nº 7.798-04) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Proyecto de ley, originado en moción del Senador señor Chahuán, sobre monumento en memoria del poeta Vicente Huidobro (boletín Nº 7.799-04) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Escalona, Pizarro y Letelier, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre reprogramación global para deudores de crédito universitario.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.


Moción de los Senadores señores Prokurica, Frei (don Eduardo), Horvath, Larraín (don Carlos) y Orpis, con la que dan inicio a un proyecto de ley que crea el Registro de Perros de Asistencia para Personas con Discapacidad.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Quintana y Tuma, referido a las propuestas de las “Mejoras al Marco de Capital de Basilea II” (boletín Nº S 1.379-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Ofrezco la palabra sobre la Cuenta.



La tiene el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, como la Mesa ha declarado inadmisible la moción que presenté junto con los Honorables señores Pizarro y Letelier, con la que damos inicio a un proyecto de ley sobre reprogramación global para deudores de crédito universitario, solicito que se oficie al Ejecutivo para pedirle su patrocinio.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente.



--Así se acuerda.
)-------------------(
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la Mesa también declaró inadmisible la moción que presenté junto con los Senadores señores Horvath, Larraín (don Carlos), Frei (don Eduardo) y Orpis, cuyo objeto es crear un Registro de Perros de Asistencia para Personas con Discapacidad.



Por lo tanto, pido que se oficie al Ejecutivo para solicitarle su patrocinio.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio pertinente.



--Así se acuerda.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 25 del mes en curso, a las 13, en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, al proyecto que modifica la ley N° 20.248, de Subvención Escolar Preferencial (boletín N° 7.187-04).


2.- Postergar la sesión especial citada para mañana miércoles 22 de julio hasta el miércoles 3 de agosto, de 12 a 14. Acuerdo adoptado por mayoría.



3.- Incorporar en el Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Asistencia Judicial en Materia Penal entre la República de Chile y la Confederación Suiza, suscrito en Santiago el 24 de noviembre de 2006 (boletín N° 5.796-10).

)-----------------------(
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, los Comités acordaron también colocar en la tabla del Orden del Día de mañana el proyecto que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, informado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Esa iniciativa está en la Cuenta, señor Senador. Se incluirá en la tabla de la sesión ordinaria de mañana.

V. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea juzgados de policía local en las comunas que indica, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “simple”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (5906-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 34ª, en 13 de julio de 2011.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es crear juzgados de policía local en 75 comunas de las Regiones del país, y dos adicionales: uno en la Municipalidad de Talca y otro en la de Recoleta.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Sabag y Zaldívar, don Andrés), en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados. 



El texto figura en la parte pertinente del primer informe del órgano técnico.



Corresponde señalar que los artículos 1°, 3°, 4° y 6° y el artículo primero transitorio tienen carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general.



Se ha solicitado abrir la votación.



¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- Pero manteniendo los tiempos de las intervenciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Por cierto.



Acordado.



Queda cerrado el debate.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó unánimemente esta iniciativa,  cuyo objetivo fundamental es crear un juzgado de policía local en cada una de las 75 comunas donde hoy no existen.



Es importante que los señores Senadores sepan que, en virtud de la ley vigente, en aquellas municipalidades que no cuentan con juez de policía local letrado quienes cumplen las funciones respectivas son los alcaldes. Pero el mismo cuerpo legal establece diversas materias que necesariamente han de ser resueltas por jueces abogados. Por eso, en las comunas donde no los hay las causas correspondientes deben ser conocidas por el juzgado de policía local más cercano. 



Lo anterior ya configura una primera situación compleja y difícil, porque obliga a los interesados a trasladarse hasta una comuna vecina para comparecer ante un tribunal letrado.



Asimismo, cuando este juzgado resuelve aplicar una multa, un porcentaje de ella queda a beneficio del municipio del lugar donde tiene su asiento. Y, por lo tanto, las municipalidades ven mermados sus ingresos por una circunstancia de esta naturaleza.



Por consiguiente, se ha estimado esencial dotar de jueces letrados a todas las comunas del país que no los tengan, que son muy pocas. Por eso la iniciativa establece la creación de tales juzgados de policía local. 



Además, estoy seguro de que no escapa al entendimiento de la Sala el hecho de que cada día se les entregan mayores atribuciones a dichos tribunales, a fin de que resuelvan acerca de una serie de materias que van mucho más allá de las ordenanzas municipales. Por ejemplo, en todo cuanto dice relación con las normas de defensa de los derechos de los consumidores. 



En la Comisión de Economía, que integran también los Senadores señores Tuma y Andrés Zaldívar, días atrás contamos con la presencia de jueces de policía local -si la memoria no me engaña- de la Novena Región, quienes manifestaron que a la gran cantidad de facultades que hoy día poseen respecto de distintas materias se suman las relativas a la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, que los obliga a desarrollar un intenso trabajo, para el cual se precisan vastos conocimientos técnicos. 



En consecuencia, la defensa de los consumidores se debilita fuertemente en las localidades donde no existe un juzgado de policía local. Y es el típico caso en que los vecinos tienen que recurrir al tribunal de una comuna cercana. 



Por ende, la creación de los 75 juzgados de policía local de que se trata nos parece extraordinariamente relevante, y fue uno de los motivos centrales por los que la Comisión de Gobierno aprobó por unanimidad este proyecto.



En el informe que Sus Señorías tienen a su disposición es posible observar que en el artículo 1° se establecen con claridad las municipalidades en cuyos territorios se crean los juzgados de policía local pertinentes. Ahí figura el listado de esas 75 comunas, la mayoría rurales, alejadas de los centros urbanos.



Por consiguiente, a través de esta iniciativa legal se acerca la administración de justicia a las personas, a los vecinos, a los ciudadanos.



Adicionalmente, se crean dos nuevos juzgados de policía local en municipalidades que ya cuentan con uno o más: en la de Talca (un tercer tribunal) y en la de Recoleta (un segundo). Ello, por cuanto los existentes se encuentran absolutamente colapsados a raíz del gran número de actividades que deben realizar.



Y, por supuesto, en las plantas de personal de cada uno de los municipios referidos se crean los cargos de “Juez de Policía Local” y “Secretario Abogado de Juzgado de Policía Local”. Por ende, se establece, por el solo ministerio de la ley en análisis, la estructura legal que deben tener esos tribunales: un juez y un secretario, ambos abogados.



Entonces, señor Presidente, mediante este proyecto se da un paso muy significativo para lograr algo primordial: acercar la justicia a las personas.



Tal como señaló el señor Secretario General, el texto contiene algunas normas de quórum especial, por lo que ha de cuidarse su cumplimiento en cada una: el artículo 1°, que crea un juzgado de policía local en las comunas que indica; los artículos 3° y 4°, que crean uno adicional en los municipios de Talca y Recoleta, y los artículos 6° permanente y primero transitorio, que dicen relación con las plantas de personal.



La Comisión de Gobierno invita a Sus Señorías a aprobar la iniciativa, que viene a reforzar el trabajo de las municipalidades en un asunto tan trascendente como la administración de justicia.



Durante el estudio del proyecto muchos señores Senadores nos formularon consultas con respecto al financiamiento. Este será de cargo municipal. Y ello obedece a una lógica: los juzgados de policía local generan ingresos en su accionar y, por tanto, contribuyen de manera fundamental a financiar las plantas de personal y otros gastos de los municipios.



De otro lado, la propia Asociación de Municipalidades ha establecido que los aportes que los juzgados de policía local efectúan a esas corporaciones son, dependiendo del tamaño de ellas, verdaderamente significativos.



Por lo expuesto, se consideró innecesario consignar recursos complementarios en la iniciativa, pues estos se generarán por la propia actividad de los tribunales que se crean.



De hecho, la falta de juzgados de policía local en las 75 comunas en las cuales se crean ahora les ha significado a los respectivos municipios perder ingresos importantes; no tener la posibilidad de acceder a ellos a través de multas y otros cobros por casos generados en sus propias comunidades y territorios.



Por lo tanto, esa constituye una razón más para sostener que no son necesarios recursos adicionales o financiamiento del Estado para la creación de estos tribunales. En tal sentido, se sigue una doctrina que ha sido permanente durante los últimos veinte años: la implementación de juzgados de esa naturaleza y el financiamiento de ellos recaen en las municipalidades.



En consecuencia, teniendo presentes las normas de quórum especial que se hallan reseñadas en el informe rendido por el señor Secretario, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización invita a la Sala a aprobar el proyecto de ley en debate -ojalá en forma unánime-, por cuanto es extraordinariamente indispensable para un conjunto de comunas pequeñas y medianas del país que hoy día carecen de tales juzgados.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Honorable Senado, el proyecto en análisis crea juzgados de policía local en comunas ubicadas en zonas alejadas de los centros urbanos y, además, fortalece la institucionalidad de las alcaldías mediante la instalación de funcionarios públicos con calidad de abogados que conozcan de los asuntos y hechos que se susciten entre los vecinos y que sucedan dentro de la jurisdicción municipal, sin necesidad de delegar esta función en tribunales vecinos.



Le ley N° 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local, dispone que en aquellas comunas en que no existe el cargo de juez de policía local las funciones correspondientes deberán ser desempeñadas por los respectivos alcaldes.



Asimismo, el citado cuerpo legal señala diversas materias de competencia de estos tribunales que solo pueden ser conocidas por jueces letrados. En el caso de las comunas que no cuentan con esta clase de magistrados, las causas serán conocidas y resueltas por el juzgado de policía local más inmediato al territorio de la comuna en que ellas se originaron y que esté servido por un juez abogado.



El proyecto responde a demandas históricas que han formulado municipalidades y autoridades regionales en aras de aumentar el número de juzgados de policía local en las comunas que así lo requieren, con especial énfasis en el mejoramiento de las condiciones de aquellas zonas apartadas de centros urbanos y aisladas, para lo cual resulta fundamental facilitar el acceso a la justicia local, ya que hoy día los vecinos están obligados a trasladarse a esos puntos soportando el costo económico y el tiempo que ello significa.



Entre las materias que los juzgados de policía local deben conocer figuran las relativas a las infracciones al tránsito -todos estamos al tanto de ellas muy bien- y transporte público; rentas municipales; urbanismo y construcciones; pago de dividendos de deudas habitacionales; ejercicio de acciones sobre protección de los consumidores; comercialización de combustibles; terrenos forestales; servicios de agua potable y alcantarillado; protección de recursos naturales renovables; áreas silvestres protegidas por el Estado; conservación de tierras con riesgo de erosión; copropiedad inmobiliaria; votaciones populares y escrutinios, entre otras.



Además, con el aumento de tales tribunales, la iniciativa beneficia a aquellas comunas en que estos se encontraban sobrepasados por el número de causas de que conocen, por lo cual la creación de dichos juzgados en esas jurisdicciones irá en beneficio de los vecinos, quienes deberán ver, de forma directa, una mejora en el tiempo en que se atienden sus juicios y en la dictación de resoluciones.



Uno de los efectos del proyecto en debate apunta a evitar que la municipalidad en cuyo territorio se cometió una infracción sancionada con multa perciba un ingreso menor, por cuanto -tal como indicó el Senador señor Pérez Varela- en la actualidad el 20 por ciento del monto recaudado va en beneficio del municipio al que pertenece el juez de policía local que la aplica. Por tal motivo, aquellas comunas que hoy día no cuentan con estos tribunales pierden ese porcentaje de los recursos.



Otro propósito del proyecto es adecuar las plantas de personal de las municipalidades, con el objeto de incorporar el cargo de Juez de Policía Local en el grado más alto de la planta de directivos y establecer que el de Secretario del Juzgado de Policía Local será de secretario abogado, por lo que la persona que lo desempeñe deberá contar con ese título profesional, a fin de uniformar la denominación y los requisitos para acceder al cargo y subrogar al juez en caso de impedimento o inhabilidad.



Finalmente, como Sus Señorías saben, una justicia lejana en la ruralidad o lenta no es justicia.



Por lo tanto, la creación de estos 75 nuevos juzgados de policía local en zonas alejadas y rurales del país redundará en un mejor y mayor acceso a la justicia que  el que sus habitantes tienen hoy día.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.



Luego, el Senador señor Orpis.

El señor TUMA.- Inscríbame, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ya está anotado, Su Señoría.



Puede intervenir el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, accediendo a las peticiones de muchos Senadores aquí presentes y también de numerosas autoridades regionales y municipales, el Ejecutivo ha presentado este proyecto de ley con la finalidad de acercar la justicia hacia la ciudadanía y crear 75 nuevos juzgados de policía local en varias comunas del país, con lo cual casi todas ellas quedarán facultadas para instaurarlos.



Resulta evidente que los costos derivados de la creación de un juzgado de policía local, cuyo titular gana casi lo mismo que el alcalde, serán de cargo de los municipios, los cuales, además, deberán mantener en 35 por ciento el límite del gasto en personal municipal, incluido el del nuevo tribunal que se instala.



En todo caso, me parece que el proyecto es altamente conveniente, pues en muchas zonas apartadas la justicia debe trasladarse a comunas aledañas donde el cargo de juez de policía local lo ejerce el alcalde y, tratándose de causas de mayor envergadura, ha de concurrirse ante un juez letrado.



Naturalmente, con la aprobación de la ley en proyecto se va a solucionar este problema y la justicia quedará al alcance de todas las personas, sobre todo cuando se trate de eventos menores que muchas veces ocurren en los sectores rurales y en las comunas más pequeñas.



Asimismo, se crean juzgados de policía local adicionales en las comunas de Recoleta y Talca -segundo y tercero, respectivamente- y se faculta a las municipalidades para que, debido al recargo de trabajo que afecta a los ya existentes, puedan instaurar nuevos tribunales de esta índole, a través de una indicación que presentará el Ejecutivo.



En la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización hizo la presentación el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo don Miguel Flores, acompañado de su Jefe de Gabinete, don Pablo Terrazas, y del asesor jurídico de esa repartición, señor Arturo Villanueva.



Cabe recordar que el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros del órgano técnico y, naturalmente, estamos pidiendo que la Sala lo acoja en general para abrir un plazo de formulación de indicaciones.



Existen muchas dudas con respecto al financiamiento de la creación de los juzgados de policía local, pues se dispone que sus secretarios deben ser también abogados, lo cual significa un gasto importante para los municipios. Sin embargo, tras la experiencia que hemos recogido en esta materia, cada vez que se crea un tribunal de estas características los ingresos que perciben las municipalidades son el doble o el triple de los gastos que genera su funcionamiento.



Por lo tanto, el alcalde y el concejo municipal -con la iniciativa estamos autorizándolos para ello- deben acordar la creación del juzgado de policía local y la contratación del personal necesario para ello. Y, por su parte, el jefe edilicio deberá nombrar posteriormente a los jueces, a través de una terna que propone la Corte de Apelaciones.



Por último, debo recalcar que la iniciativa es muy conveniente y dejará la puerta abierta para que todas las municipalidades, si así lo acuerdan y cuentan con los recursos suficientes, puedan crear sus juzgados de policía local.



No obstante, nosotros estamos haciendo las gestiones respectivas con el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo para adicionarles, por lo menos en la primera instalación, los recursos correspondientes a aquellas municipalidades que carecen de ellos.



Es cuanto quería manifestar, señor Presidente, y naturalmente solicito a mis colegas que presten su aprobación al proyecto en la misma forma en que lo despachó la Comisión de Gobierno.



Muchas gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, para las dos Regiones que represento es muy trascendente este proyecto de ley, que sin lugar a dudas se va a aprobar aquí.



Tal como se ha señalado en el informe, a partir de ahora la totalidad de las comunas van a contar con juzgado de policía local, lo cual reviste enorme importancia para, en el caso particular de la Región de Arica y Parinacota, comunas como Putre, Camarones y General Lagos, ya que las dos últimas quedan distantes 4 o 5 horas del juzgado de policía local más cercano: el de Arica.



Y lo mismo ocurre, señor Presidente, con las comunas de Camiña, Colchane y Pica.



Quisiera destacar el caso de Alto Hospicio, comuna que hoy día tiene prácticamente 80 o 90 mil habitantes. El juzgado debió haberse creado junto con ella, porque ya sumaba una cantidad muy elevada de vecinos. No haberlo hecho ha significado traslado de personas y ha provocado un efecto económico en el patrimonio de la propia municipalidad en términos de ingresos.



Por eso, señor Presidente, valoro enormemente esta iniciativa legal, que va a cubrir la totalidad de las comunas del país, y en particular las rurales de la Regiones de Arica y Parinacota y de Tarapacá, con especial mención de Alto Hospicio, que requiere una cercanía de la justicia con los vecinos.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto de ley, que nace en un mensaje de la Presidenta Bachelet, tuvimos la ocasión de aprobarlo por unanimidad en la Cámara de Diputados quienes la integrábamos en ese entonces, y ahora estamos en condiciones de refrendar esa votación en el Senado. 



Lamento, sí, que nos hayamos tardado tanto en el despacho de una iniciativa que es tan útil y necesaria, si bien celebro la aprobación unánime de que fue objeto en la Comisión de Gobierno. 



Creo que uno de los pilares básicos del Estado de Derecho es el acceso igualitario de todos los habitantes de la República a la tutela jurisdiccional cuando sus derechos son conculcados, sea por la acción de otros sujetos o del Estado.



Sin embargo, este principio, que está consagrado en nuestra Carta Fundamental, en los hechos se encuentra fuertemente limitado en cuanto a su eficacia, al no contar nuestro país con un sistema que permita asegurar a todos los ciudadanos, sin importar el lugar donde residan, el acceso oportuno a los órganos jurisdiccionales y, lo que es tanto o más importante, una acción expedita de estos para satisfacer las pretensiones procesales de las partes en litigio.



En el caso de la judicatura de policía local, la situación es aún más grave, toda vez que existen muchos lugares del país -el proyecto considera 75 comunas- que no disponen de tribunales de esa especie, por lo que, como aquí se ha dicho, en numerosas ocasiones es el alcalde el que ejerce estas funciones.



Con la iniciativa en votación se busca reparar la situación descrita y crear juzgados de policía local en decenas de comunas de Chile, en todas aquellas donde no existen. En el caso de mi Circunscripción, de La Araucanía sur, ello favorecerá a Cholchol, que tiene 10 mil 600 habitantes y que, al igual que Alto Hospicio, debió haber contado con un tribunal de policía local desde el momento en que se creó, hace algunos años; y a Curarrehue, donde hay más de 6 mil 700 residentes en su jurisdicción y que carece también de un tribunal de menor cuantía.



 Esos tribunales, por su cercanía con la gente, son los llamados naturalmente a atender aquellos temas concernientes a las infracciones a ordenanzas municipales como las referidas a actividades en bienes nacionales de uso público; las relaciones vecinales; las infracciones a las leyes de tránsito, y casi todas las violaciones a la Ley del Consumidor.



Los derechos de los consumidores no han podido ser defendidos plenamente en las comunas donde hasta ahora no existen esos tribunales.



Estimados colegas, si bien el proyecto representa un adelanto en relación con lo actual, no es menos cierto que el hecho de que estos juzgados dependan administrativamente de los municipios genera un problema no menor, como es la falta de un estándar común de calidad de servicios. Mientras los juzgados de policía local de Las Condes, Santiago, Concepción o Viña del Mar disponen de personal idóneo, con actuarios preparados y recursos informáticos de apoyo de la más alta tecnología, en Regiones, y especialmente en comunas pobres con alta tasa de ruralidad y de aislamiento, vemos la cara opuesta: funcionarios sin mayor preparación, dependencias inhóspitas e inadecuadas, carencia de medios tecnológicos, etcétera. 



En definitiva, se advierte una justicia diferente en las comunas que cuentan con recursos y en las que carecen de ellos, por lo que no les es posible financiar un mejor estándar en esta materia. Es decir, hay dos clases de ciudadanos: los que pueden acceder a una buena justicia y aquellos que, debido a la falta de fondos de sus municipios, no alcanzan a tener una justicia acorde con los tiempos, con las necesidades de la informática y la modernidad.



Una medida que deberíamos adoptar dice relación, precisamente, con crear programas que permitan generar un estándar mínimo de atención en los servicios judiciales de todas las judicaturas, a fin de ofrecer la misma calidad de profesionales y los mismos medios de funcionamiento de esos servicios. Solo de esta manera estaremos dando cumplimiento a lo previsto por nuestra Carta Fundamental en el sentido de asegurar el derecho a la igualdad de acceso a la justicia y a la tutela jurisdiccional de los derechos de todos los habitantes de la República por igual.



Este proyecto, que con certeza todos votaremos a favor, va a empezar a aplicarse una vez que, publicada la ley, los concejos de los respectivos municipios tomen acuerdo para aprobar la instalación de los tribunales. Pero, como es obvio, se requiere que se asignen los recursos necesarios, que, como alguien dijo, van a obtenerlos también por la vía de las multas.



Sin embargo, vuelvo sobre el tema de la falta de equidad, porque hay localidades bastante lejanas, apartadas, que no van a tener mucho rendimiento desde el punto de vista de los ingresos (a veces, ni siquiera para financiar al propio tribunal). De tal modo que en mi opinión los Ministerios de Hacienda y de Justicia deberían proveer de una forma distinta el financiamiento de los juzgados, a fin de homologar la justicia en todo el país, para todos los ciudadanos de la República, sean urbanos o rurales.



Con esas observaciones, señor Presidente, voy a aprobar el proyecto, porque sin duda significa un paso adelante en el tratamiento de los derechos de los ciudadanos.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención a todos los señores Senadores que me han antecedido y le encuentro toda la razón a cada uno de ellos. 



De las 75 comunas que van a contar con juzgado de policía local 8 pertenecen a la Región que represento: Cochamó, Curaco de Vélez, Dalcahue, Puqueldón, Queilén, Chaitén, Futaleufú, Palena. Y Lago Verde y Guaitecas, que son cercanas, enfrentan la misma realidad que quiero señalar: su conexión con el resto del país es escasa, porque aún no se termina -nos encontramos en el año 2011- el “camino a Chile”. Están aisladas, tienen poca población, y, como la infraestructura es insuficiente, su actividad económica carece de relevancia.



Ojalá los juzgados de policía local que se creen puedan sustentarse en los recursos propios de las municipalidades y, tal vez, en los que generen esos mismos tribunales, cuyo cometido -dicho sea de paso- es bastante antipático para la ciudadanía.



Entonces, le solicito al Gobierno que considere en forma transitoria la destinación de fondos para la instalación de los juzgados en comento. De lo contrario, es factible que, por la reducida población, los pocos recursos, la alta dependencia del Fondo Común Municipal, al final los concejos decidan no tener tribunales de aquella índole y la ley en proyecto no lleve a ninguna parte.



En segundo término, le pido al Ejecutivo que estudie la posibilidad de crear juzgados de policía local en comunidades, o en localidades, o en ciudades. Por ejemplo, en Alerce, que no es comuna; que tiene una población que supera a la de Calbuco, a la de Puerto Varas y a la de diversas ciudades y comunas de mi Región, y cuyos asuntos de policía local deben tramitarse en la comuna de Puerto Montt (de la que es aledaña) o en la de Puerto Varas.



Voto a favor, con la preocupación señalada.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no voy a abundar en las argumentaciones dadas por diversos colegas en apoyo al proyecto que nos ocupa, que, como se indicó, aprobamos por unanimidad en la Comisión de Gobierno.



Sí, me parece del caso tener conciencia clara sobre ciertos aspectos.



En primer término, la justicia de policía local se halla establecida en algunos municipios, en la mayoría de los de comunas grandes o medianas, y esta iniciativa procura extenderla a los de 75 comunas de menor tamaño.



Sin embargo, debe quedar claro un punto. Porque aquí se dijo “Van a tener juzgados de policía local”. No es así: se posibilitará que las municipalidades, de acuerdo a sus propios recursos, instalen tribunales de tal naturaleza; y la ley en proyecto fija el procedimiento.



Entonces, no se establecen obligatoriamente juzgados de policía local en cada una de las comunas individualizadas en la iniciativa, sino que se abre la posibilidad para su existencia.



Debemos ser realistas, señor Presidente: la mayoría de las comunas incluidas en el proyecto muchas veces ni siquiera tienen recursos para llevar a cabo sus tareas más esenciales. Por lo tanto, si no hay aporte de fondos adicionales para los municipios pertinentes, la ley en proyecto puede ser solo la enunciación de un deseo en cuanto a que exista justicia de policía local en las 75 comunas mencionadas en ella.



No es el caso, a mi entender, de las comunas de Recoleta, de Talca y, excepcionalmente, de otras, donde sí es factible la existencia de los dineros requeridos.



En segundo lugar, hemos de tener presente que, si el país quiere avanzar de verdad en la idea de consagrar como principio universal el de acceso a la justicia básica, debiera estudiarse en el Ministerio de Justicia (espero que se haga; se dice que se está trabajando en la materia) la instalación de la justicia vecinal. Hoy se intenta interpretarla mediante la justicia de policía local. En su tiempo, cuando nació, era para conflictos muy menores, muchas veces relacionados con asuntos del tránsito (partes), con incumplimientos en el pago de patentes o en otras obligaciones.



Empero, el ámbito de aplicación de la justicia de policía local se ha ido extendiendo a numerosas otras áreas. Hoy estamos trabajando, por ejemplo, en el SERNAC y en el SERNAC financiero. Y de nuevo vamos a otorgarles facultades a los juzgados de aquel ámbito, que se añadirán a las que les hemos dado en otro tipo de materias.



Creo que en este caso se debe proceder a una implementación más orgánica. Y espero que el nuevo Ministro de Justicia tome este tema -sé que se encuentra en estudio- a los efectos de instalar una justicia de policía local universal, que llegue a todas las comunas y no solo a las que dispongan de recursos para hacer funcionar los tribunales que podrán establecerse conforme al proyecto que nos ocupa.



Pienso también -y se lo planteé así al Ministro de entonces cuando discutimos la iniciativa en la Comisión- que, si no existen recursos para instalar juzgados de policía local y hacerlos funcionar, es factible facultar a una o más municipalidades de comunas pequeñas y adyacentes para asociarse y establecer un juez de policía local común que vaya a cada una de ellas uno o dos días a la semana (esto ya ha sucedido en muchos tribunales de tal índole: ante una gran carga de trabajo, el magistrado tenía audiencias una, dos o tres veces por semana).



De otra parte, para el establecimiento de un juzgado de policía local -y así sucedía en varios tribunales-, no necesariamente (sobre todo en los juzgados pequeños) tiene que haber un secretario abogado. El secretario del juzgado muchas veces puede ser un funcionario de la propia municipalidad apto para cumplir funciones de orden administrativo.



Ese es otro aspecto que deberemos analizar durante la discusión particular.



En consecuencia, siendo absolutamente partidario de este proyecto y de la idea de universalizar la justicia de policía local, estimo que en el próximo tiempo debería haber un esfuerzo mayor a los fines de darles a las municipalidades en cuestión los recursos necesarios para que los juzgados cuya instalación se plantea sean una realidad.



Por último, quiero hacer un planteamiento -y se lo dije al Ministro en su momento- con relación a los partes cursados por no uso del tag en las autopistas concesionadas.



En algunos casos se han acumulado miles de partes, lo que ha significado para numerosos juzgados una carga de trabajo muy grande; algunos todavía no resuelven los que datan de hace dos años. Creo, entonces, que de una vez por todas debe determinarse que el producto de ellos vaya en beneficio de los municipios respectivos a fin de darles financiamiento adicional para el mejoramiento de la justicia de policía local en las comunas correspondientes.



Esas son, señor Presidente, las razones por las que voy a votar a favor de la idea de legislar, sin perjuicio de reservarme la facultad de formular sobre las materias expuestas indicaciones que a mi parecer podrían enriquecer este proyecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, entre los juzgados de policía local que se propone establecer figuran algunos para comunas de la Región del Biobío (las de Hualpén y Tirúa, por ejemplo). Ello resulta muy positivo, por cuanto la ausencia de jueces en aquel ámbito hace recaer su función en los alcaldes, lo cual provoca tensiones innecesarias, pues estos son autoridades políticas más que judiciales.



Es una buena noticia.



La mala noticia para los municipios es que deberán financiar con sus recursos el establecimiento de los tribunales en comento.



Recuerdo, señor Presidente, la discusión que tuvimos cuando se trató de sacarles carga de trabajo a los juzgados de policía local porque, al final, todo concluía en ellos. Y lo demuestra el mensaje del Gobierno, que da cuenta de la competencia de esos tribunales en las materias más increíbles: votaciones, erosión y conservación de tierras, agua potable y alcantarillado, protección a los consumidores, calificación cinematográfica, cuestiones mineras, transporte público, urbanismo y construcciones. O sea, estamos hablando de jueces de policía local que deben estar preparados de verdad.



En esa oportunidad subimos los sueldos de los magistrados de aquel ámbito para que hubiera interés en ocupar los cargos pertinentes. Porque interés para hacer de juez de policía local en Tirúa o en San Fabián de Alico, en las comunas cordilleranas, habrá muy poco si las remuneraciones no son las más adecuadas. Y, si no recuerdo mal, buscamos una equivalencia muy cercana al sueldo de los alcaldes, por tratarse de funciones de igual responsabilidad.



Señor Presidente, una vez más reclamo que no podemos seguir asignándoles más facultades a los municipios si no les otorgamos mayor cantidad de recursos. De seguir esa línea, en este caso la tendencia será a que, llegado el juez de policía local, se incremente el número de partes, de todo tipo, pues de alguna manera el municipio deberá financiar los nuevos gastos (remuneración del secretario del nuevo tribunal, del magistrado, en fin), dado que el proyecto dispone cero peso para solventarlos. Es decir, damos la posibilidad de tener juzgados de policía local pero no proporcionamos recursos para su funcionamiento; entonces, habrá de generarlos la municipalidad.



Así las cosas, desde ya anticipo para los habitantes de las comunas respectivas una mala noticia: al final van a terminar pagando ellos el sueldo del juez a través de las multas, mecanismo de financiamiento que los municipios a veces usan indebidamente.



Señor Presidente, se plantea la creación de 75 juzgados de policía local; el informe señala que todas las comunas de Chile quedarían con magistrados en dicho ámbito. Y se establecen dos adicionales: uno en Talca y otro en Recoleta. 



Yo quisiera saber -he leído el informe- cuál fue el criterio que se aplicó. Porque uno podría preguntarse: ¿Se requiere un juez de policía local adicional en Talcahuano, en Concepción o en San Carlos? ¿Por qué en Talca y Recoleta?



No sé si esto coincide con las circunscripciones de los señores Senadores miembros de la Comisión de Gobierno. Tiene que haber un fundamento. Pero en el informe no aparece ninguno. 



¿Cuál fue -insisto- el criterio utilizado para crear, adicionalmente, el Segundo Juzgado de Policía Local en Recoleta y el Tercer Juzgado de Policía Local en Talca? 



En tal sentido, voy a pedir un informe para que el ente que agrupa a los jueces de policía local o la Asociación Chilena de Municipalidades nos diga, con parámetros exactos de demanda, cuáles son las comunas que requieren la creación de juzgados de policía local.



Señor Presidente, el establecimiento de los nuevos tribunales va a llevar aparejada más responsabilidad para los municipios, pero -reitero- sin que estos cuenten con mayores ingresos.



Debemos evaluar el funcionamiento de los juzgados de policía local. Actualmente, por ejemplo, 20 por ciento de la multa queda en el tribunal que la cobra, no en aquel donde se cursa la infracción. Esa es una discriminación bastante odiosa, relacionada con el financiamiento.



Tal vez algún miembro de la Comisión nos puede señalar si la iniciativa cubre la necesidad de este tipo de juzgados en todas las comunas; el informe no lo aclara. Porque si algunas quedaran sin juez de policía local, el Senado debería suscribir un proyecto de acuerdo para solicitarle al Gobierno que nos explicara el porqué de su no inclusión, ya que los habitantes de los sectores no considerados nos van a preguntar: “¿Por qué no estamos nosotros?”. Y, en definitiva, podría tratarse de un acto de discriminación.



Nosotros no podemos discriminar, señor Presidente. Y si no vamos a dotar de tribunales de aquella naturaleza a todas las comunas, por lo menos tengamos una línea argumental que nos permita determinar cuándo crearlos o fijar los requisitos habilitantes para disponer de ellos.



Señor Presidente, vamos a presentar indicaciones en diversos aspectos a fin de facilitar el trabajo de los nuevos juzgados.



Por ejemplo, formularemos una proposición para permitir que las personas, provistas de certificado social emitido por la municipalidad o por la corporación de asistencia judicial correspondiente, comparezcan con goce del privilegio de pobreza.



En los sectores rurales debe existir de manera nítida ese beneficio, porque facilita el acceso de la gente a la justicia. 



Si a una persona le aplican una multa por transitar por un camino rural en su vehículo con un foco malo, por ejemplo, para solucionar el problema judicial debe ir a la ciudad, con el consiguiente gasto en bencina o en pasaje. En tal sentido, los jueces tienen que coordinarse. Debiera dar lo mismo pagar la multa en la comuna donde vive el infractor y luego remitir lo recaudado al juzgado que la aplicó. Ello facilitaría la recepción de los ingresos por el municipio; no complicaría la vida del infractor; posibilitaría mayor disposición al pago, y generaría menos morosidad.



En el caso de las comunas carentes de juzgado de policía local, los alcaldes deben oficiar de magistrados. Pero la verdad es que para este efecto se requiere una idoneidad profesional mínima que dé garantías a los habitantes.



Habría sido deseable que a ese respecto hubiéramos escuchado el parecer de quien preside el Instituto Nacional de Jueces de Policía Local.



En todo caso, como habrá segundo informe, la Comisión podrá realizar audiencias públicas. Del mismo modo, será factible mejorar este proyecto, que no es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Y si lo fuera, no importaría, pues no hay involucrados recursos, pues -ya lo dije- no se les otorga ni un centavo a los municipios.



Señor Presidente, existen múltiples mecanismos para mejorar los ingresos municipales; las multas y los partes no son los únicos. Dicho elemento debe hallarse en la base de una propuesta como esta, que incorpora más funciones y más contrataciones sin aportar un peso.



Por último, creo que debiéramos apurar la tramitación de la iniciativa, escuchar a los actores involucrados (alcaldes, jueces de policía local), a fin de prever en ella no solo la creación de los juzgados en comento, sino también el mejoramiento de su funcionamiento. Creo que podríamos avanzar de manera sustantiva en pos de la agilidad, la transparencia y la oportunidad de los procesos en los tribunales de aquella naturaleza si en este proyecto, además de la creación de juzgados de policía local, diéramos cobertura a la optimización de las condiciones en materia de tramitación y gestión.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, no hay duda de que finalmente estamos avanzando. Y, además, nos encontramos frente a una buena idea, a un buen proyecto.



Hay que connotar que después de tres años esta iniciativa, que ingresó al Parlamento en junio de 2008, llega a la Sala del Senado.



Lo primero que no podemos dejar de decir es lo que ya se ha reiterado: este proyecto acerca la justicia a las personas. Y ese solo hecho ya es digno de ser destacado. 



Acerca la justicia a las personas, especialmente en materias tan sensibles como la legislación de tránsito, donde hay un mundo de conflictos vecinales. También está presente la justicia local. Asimismo, cuanto se vincula a la propiedad horizontal, a la administración de bienes y espacios comunes, a condominios de viviendas sociales; todo lo relacionado con la Ley del Consumidor y, en general, con distintos asuntos vinculados a problemas de deslindes, de propiedad, rural o urbana.



Todo ese vasto cajón de sastre, que es manejado por el juez de policía local, ahora se podrá ver en cada una de las 75 comunas beneficiadas por el proyecto de ley que nos ocupa.



Lo segundo que hay que decir es que esta también es una manifestación de la descentralización. 



Cuanto signifique quitarles poder a las grandes urbes y entregárselo o delegárselo a las pequeñas ciudades o a las localidades apartadas es asimismo una gran noticia porque va en la línea de lo que varios de quienes estamos acá buscamos: descentralizar la Administración del Estado. Y, sin duda, esta es una materia muy importante, en la que todavía queda mucho pendiente.



Tercero: esta iniciativa, obviamente, va a mejorar la recaudación de las municipalidades que ahora van a poder tener un juzgado de policía local.



¡Buena noticia!



Lo otro que no puedo dejar de decir es que este proyecto beneficia a tres de las quince comunas de la Cuarta Región que no tienen juzgado de policía local: La Higuera, Paihuano y Río Hurtado.



¡Gran noticia para todas las personas que hoy día deben trasladarse a otras ciudades (a La Serena, a Coquimbo, a Ovalle) para encontrar una respuesta de la justicia de policía local!



Sin embargo -ya lo dijo el Senador Zaldívar-, este proyecto está cojo.



Su artículo 7° expresa: “El mayor gasto que implique la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto de la respectiva municipalidad.”.



Eso hay que corregirlo por la vía de entregar enteramente la obligación a la Ley de Presupuestos de la Nación, para que mediante ella se traspasen los recursos a las respectivas municipalidades. De lo contrario, la ley en proyecto va a ser letra muerta. Y, como imagino que ninguno de los que estamos acá quiere concurrir con un voto que sirva de bien poco, creo que esta es la mejor oportunidad también para solicitarle al Poder Ejecutivo -por su intermedio, señor Presidente- que efectúe la corrección pertinente, en su momento, cuando ingrese a tramitación el proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Como el Senador señor Coloma no se encuentra presente, puede intervenir el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- En primer lugar, señor Presidente, cabe destacar la creación de los 75 juzgados de policía local.



Desde luego, ello resulta tremendamente significativo para las zonas retiradas. En el caso de la Región de Aysén, la medida dice relación con siete comunas de un total de diez: Lago Verde, Guaitecas, Cochrane, O`Higgins, Tortel, Chile Chico y Río Ibáñez. Y estamos haciendo referencia a un territorio cuyo recorrido, de punta a punta, equivale a un viaje de más de mil kilómetros, por la cordillera, entre Portillo y el volcán Osorno.



Implica un claro beneficio, en efecto, acercar la justicia y sus procedimientos a localidades y personas aisladas. Se ha destacado aquí la gran diversidad de asuntos de los cuales conocen estos tribunales y que les hemos ido agregando.



Me hago partícipe, por supuesto, de la petición de incluir en el Presupuesto del año en curso y en el del próximo la instalación de los juzgados en las 75 comunas, porque, si no, se podría dar hasta el sentido perverso de generarse una cantidad de situaciones y multas para lograr financiamiento. Obviamente, eso nadie lo desea.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ya se han expuesto algunas de las características centrales del proyecto.



Por mi parte, deseo destacar dos de carácter particular.



Primero, varios señores Senadores han precisado que la iniciativa permite -no obliga- que distintas comunas sin juzgado de policía local cuenten con uno de ellos. En la situación de aquellas de la circunscripción que represento contempladas dentro de las 75: Empedrado, Hualañé, Rauco y Vichuquén, esa es una aspiración muy sentida de la comunidad.



No es cuestión de considerar las cosas desde una perspectiva centralista y concluir: “Por último, si el tribunal no existe en una comuna, la persona va a la de al lado”. Ello supone una dificultad para la gente que tiene que comparecer -a veces, obligatoriamente, producto de una sanción, pero, en otras, ante la necesidad de actuar en la vida civil o comercial-, de modo que es muy importante aproximarle los servicios.



A mi juicio, lo anterior es el mérito fundamental de la existencia de este tipo de juzgados. Cada vez que se acerca más la decisión a la persona, a la familia, se está creando una sociedad de mayores oportunidades. Es algo que tiene que ver con esto último, porque dice relación con la capacidad de ser más dueño de su futuro, y no con destinar dinero, tiempo, preocupación, para ir a lugares muy alejados, muchas veces, con el objeto de poder requerir un servicio que en cualquier otra condición se obtiene de forma muy fácil. Así que me parece que la inspiración del proyecto apunta en el sentido adecuado, evidentemente.



En algunas de las comunas consideradas ha sido materia de campaña permanente en las municipalidades, en particular, la necesidad de instalar los tribunales de que se trata. Lo que pasa es que la falta de un texto legal impedía que ello se concretara incluso con recursos propios, de los cuales no es fácil disponer.



Conozco, además, el caso de algunas que, con motivo de la ley anterior, decidieron invertir en establecerlos. Y créanme, Honorables colegas, que ello no solo fue bueno desde el punto de vista de las personas, sino que se autofinanció plenamente.



Me parece, entonces, que aquí también se abre un espacio para la creatividad comunal, sin perjuicio de que sería mejor contar con recursos públicos para tal efecto, naturalmente. Pero -ojo- esto también da una oportunidad de diferenciación entre aquellos alcaldes que quieren acercar la solución de problemas a sus comunas y los que prefieren otro tipo de decisiones.



En segundo término, como observé que un parlamentario hacía una referencia transversal al punto, cabe tener presente que el Tercer Juzgado de Policía Local de Talca corresponde efectivamente a una necesidad, porque los dos existentes atienden a una población de cerca de 400 mil personas -no sé exactamente cuál es la realidad de Talcahuano, que entiendo que era la preocupación del señor Senador que efectuó la mención- y se hallan colapsados. Además, por esas cosas del destino, atienden a algunas de las comunas que carecen hoy día de juez de policía local, lo que determina que sea un verdadero martirio tener que concurrir a sus instalaciones, a veces por obligación y a veces por la necesidad de iniciar una actividad.



En consecuencia, si hay un lugar que requiere un aumento del número de dichos juzgados -por lo menos, desde el punto de vista de la zona que represento-, ese es Talca, como es obvio, de manera que la medida se justifica en forma plena por la cantidad de habitantes y la tarea involucrados.



Si otras comunas se encuentran en una situación equivalente, dispongamos lo mismo, mas deseo ser claro en que, al leer el proyecto, uno inmediatamente dice: “Este es el tipo de cosas que necesitan comunas como Talca”.



La facultad, entonces -porque lo es-, apunta en el sentido correcto, favorece a las personas, ayuda a la comunidad y nos hace a todos la vida más fácil, lo cual conforma la sociedad de oportunidades.



Por eso, vamos a votar a favor.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, este es un proyecto que, como lo expresó hace un momento el Senador señor Tuma, conocimos hace algunos años en la Cámara de Diputados, cuando fue presentado por el Gobierno de la Presidenta Bachelet. Y voy a plantear lo mismo que en esa oportunidad: creo que nos hallamos ante una buena intención, pero no estamos poniendo en funcionamiento nuevos juzgados de policía local. Lo que nos ocupa es una facultad que estamos otorgando a los municipios, pero no la entrada en actividad de esos tribunales.



Estimo muy importante dejar ello claro, porque puede generarse la expectativa de que estamos resolviendo un problema de fondo, de acceso a la justicia, y a veces probablemente son otros los auxiliares de la administración de esta última cuya mayor proximidad a la gente resulta más necesaria que los tribunales de que se trata.



En efecto, aquí se están creando juzgados en comunas donde el nivel de las causas de su competencia será probablemente de escasa ocurrencia, en la medida en que durante el último tiempo se puede constatar que ella, si bien reviste amplitud, es al mismo tiempo residual. Son muchas las materias que están recayendo de alguna forma en dichos organismos, los cuales, como se ha expresado también, no forman parte del Poder Judicial. Existe una relación más bien disciplinaria, si se quiere. En la práctica, sus titulares son funcionarios municipales que imparten justicia en áreas como la vecinal, la de accidentes de tránsito, la de protección de los derechos de los consumidores -ello, desde que se dictó la ley respectiva, no así cuando se trata de demandas colectivas, que corresponden a otra competencia- y, en general, en relación con muchas materias civiles de menor cuantía.



Entonces, pienso que no estamos resolviendo una cuestión bastante de fondo, cual es revisar la competencia de estos tribunales y, por sobre todas las cosas, mejorar el acceso a ellos. Me parece que no estamos logrando acercar la justicia necesariamente con la facultad -insisto: facultad- de poder crearlos, porque este es un proyecto como muchos otros que se transforman en leyes respecto de las cuales los alcaldes a veces se quejan de que se les dictan no financiadas.



Claro, no mediará un imperativo para establecer los juzgados de policía local, pero muchas de las 75 comunas se van a ver ante la tentación de dar el paso, de poder hacerlo.



Y uno se pregunta también qué sucede con el principio territorial, el cual puede ser muy útil respecto de algunas áreas, como salud, educación, pero que no sé si corresponde al modelo que se precisa aplicar en justicia, porque vamos a dejar seguramente sin la posibilidad que nos ocupa a muchas localidades tal vez más extensas, con mayor población que las comunas a las que hoy día se les permitirá crear juzgados de policía local. Entonces, no estamos resolviendo la cuestión del acceso. Deseo hacer hincapié en eso.



Insisto, además, en que el hecho de no tener financiados los juzgados y de que se dé la posibilidad, por la vía de no sé qué gestión -ignoro si intervendrá la SUBDERE u otra entidad-, de dotar los cargos de juez titular y de secretario abogado, cuando se necesite, se traducirá, en definitiva, en que habrá municipalidades que dejarán de atender asuntos primordiales para crear los tribunales de que se trata, en circunstancias de que la ley les permite depender hoy día de los que funcionan en comunas vecinas. Y ello resulta bien.



En todo caso, me parece que se da un paso adelante.



Espero que, en el futuro, una medida de este tipo venga acompañada del presupuesto que se requiere, porque si bien el artículo 2º del proyecto expresa que los decretos con fuerza de ley que establecen las plantas se modifican para que los alcaldes puedan destinar los recursos pertinentes, repito que estos no se hallan hoy día disponibles.



El debate que estamos verificando en relación con muchos otros ámbitos es más bien distinto: cómo se “desmunicipaliza” -cabe recordar el ámbito de la educación-, y aquí observamos cómo se siguen radicando funciones en las municipalidades. Y no sé si impartir justicia sea una de las que les son propias.



Con todo, señor Presidente, considero un avance que por lo menos comunas de la circunscripción que represento, como Melipeuco -se encuentra con cerca de dos metros de nieve en estos días, al igual que Lonquimay-, Perquenco, Ercilla, Los Sauces y Renaico, dispongan de la facultad de crear juzgados de policía local.



Sin embargo, pienso que será importante que iniciativas de esta índole vengan acompañadas en lo sucesivo, no solo de un informe financiero, sino también de recursos para implementarlas.



Me parece extraño, además, que un proyecto como el que nos ocupa no haya pasado por la Comisión de Constitución. Me lo expusieron recién los Senadores señores Patricio Walker y Espina. Creo que ese órgano técnico asimismo debió darle una mirada.



Con todo, voto a favor de la idea de legislar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque lo fundamental de lo que quería manifestar ya ha sido dicho.



A mi juicio, se debe valorar el potenciamiento de la justicia de policía local a nivel de las comunas. Ello se ve favorecido, obviamente, tratándose de municipalidades que carecen de juzgados de esa índole, en la medida en que se van llenando vacíos. De lo contrario, las personas que sufren los efectos de la carencia tienen que desplazarse a otras comunas y no recibir en la propia las soluciones que proporcionan dichos organismos.



En tal sentido, no cabe la menor duda de que la descentralización no parte en la Región, sino en la comuna. El desarrollo comunal es la clave de cualquier proyecto que queramos en la materia. Y, por eso, la iniciativa viene a complementar ese propósito.



Ahora, me sumo a las inquietudes planteadas respecto del financiamiento.



Es cierto que se contempla una facultad, pero aquí se está dando lugar, sin presupuesto y con cargo al actual, a obligaciones que asumirán finalmente los municipios.



Algunos opinan que, con los ingresos que generan los juzgados de policía local por la vía de las infracciones y los partes que se cursan, ello probablemente termina siendo un buen negocio, y, a lo mejor, es un incentivo perverso para contar con uno de ellos y lograr financiarse en esa forma. Eso sería todavía más complejo. Pero juzgo que tal planteamiento debería estar fundado en antecedentes y no en supuestos o intuiciones acerca del resultado financiero de la iniciativa.



Creo que es positivo avanzar, por lo cual votaré favorablemente, pero siempre me surge una duda en la materia. Estamos acostumbrados a tomar decisiones que afectan a las municipalidades en sus gastos sin proveerlas de recursos. Si nos hallamos ante una fuente de estos que a lo mejor se autofinancia, debería acompañarse un estudio que lo justifique, para no generarles cargas a sabiendas de que están desfinanciadas. Por lo tanto, si no cuentan con medios suficientes para asumir nuevas tareas, difícilmente vamos a revertir la situación.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto de ley que se somete hoy a nuestra consideración es de suma importancia, en cuanto crea juzgados de policía local en diversas comunas en que las funciones jurisdiccionales respectivas son ejercidas actualmente por los alcaldes.



Sin embargo, la ley Nº 15.231, sobre organización y atribuciones de dichos tribunales, establece que diversas materias de su competencia solo pueden ser conocidas por jueces letrados, y, en el caso de que existan comunas que no cuenten con esta clase de magistrados, las causas deben corresponder al juzgado de policía local más inmediato al territorio de aquella en que se originaron.



Como bien se podrá comprender, tal situación encarece los costos de la justicia para quienes se encuentren involucrados en ese tipo de juicios. Es el caso de la comuna de Juan Fernández, perteneciente a la circunscripción que represento en el Hemiciclo, y que, gracias al proyecto en trámite, tendrá un juez letrado y un secretario abogado.



Por otra parte, al funcionar un juzgado de policía local, la municipalidad respectiva percibirá mayores ingresos si se considera que el 20 por ciento de las multas aplicadas debe quedar en aquella a la cual pertenece el tribunal que dispone la sanción, conforme lo determina la ley Nº 18.287, sobre procedimiento ante esos organismos jurisdiccionales.



Por todas estas razones, doy mi entusiasta aprobación a la iniciativa, que beneficiará a muchas comunas, incluidas aquellas donde se aumentará la cantidad de estos juzgados. Todo eso beneficia a los ciudadanos que, por diversos motivos, deben intervenir en las más diversas calidades ante ellos.



Del mismo modo, sumándome a los comentarios de quienes me precedieron en el uso de la palabra, destaco la importancia de proporcionar recursos para que los tribunales que nos ocupan cumplan cabalmente sus funciones.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, comparto, obviamente, todos los argumentos dados en la Sala respecto de lo útil y necesaria que resulta la creación de juzgados de policía local, porque la justicia vecinal concentra el mayor número de conflictos que se suscitan en una comunidad. 



Ese juez es la autoridad de nuestra judicatura que se encuentra más cercana a la ciudadanía. Por tanto, puede resolver muchas disputas pequeñas, que son las que, a veces, por no solucionarse a tiempo, se transforman en grandes conflictos, e incluso, en delitos graves.



Me parece, entonces, que la creación de esta clase de tribunales es una muy buena noticia; pero es preciso advertir, con toda franqueza, que el proyecto vale cero si no se le otorga financiamiento.



En la circunscripción que represento -y agradezco la información que me proporcionó el Senador señor Quintana-, comunas como las de Melipeuco, Ercilla, Los Sauces y Renaico no tienen ninguna posibilidad de crear un juzgado de policía local con recursos propios. ¡Ninguna!



Considero, en consecuencia, que estamos aprobando una iniciativa que le carga la mano a los municipios, los cuales carecen de medios para implementarla.



Las comunas mencionadas se incluyen entre las más pobres del país y registran una alta población indígena. Sus alcaldes son de todos los colores políticos.



Al difundirse la ley, los jefes comunales sabrán que son los que tendrán que poner la plata para conseguir el local del juzgado y pagar la planta respectiva. En mi opinión, estamos legislando mal en esta materia. Y deseo decirlo directamente: no corresponde legislar así.



Además, encuentro que el argumento de que los juzgados de policía local tienen que financiarse, en parte, con las infracciones y multas que cursan a la gente -creo que lo mencionó el Senador señor Navarro- es un escándalo. ¡Un escándalo! Porque significa que si en una comunidad se registra un bajo porcentaje de infractores -aunque es difícil que así sea-, se encontrarán en la necesidad de empezar a inventar faltas.



Por lo tanto, señor Presidente, quiero ser muy franco. Les expongo, por su intermedio, a los miembros de la Comisión de Gobierno que aprobaré en general el proyecto, pero que si no se contempla el financiamiento inicial lo rechazaré derechamente. No estoy dispuesto a que los vecinos de estas comunas vean publicados en los medios de comunicación que tendrán un juzgado de policía local, lo que para ellos es muy importante, pero sin ninguna posibilidad de echarlo a andar.



Aclaro que no estoy pidiendo que los recursos sean permanentes, con carácter anual, pero sí que sirvan para el primer impulso, para conseguir un local, para cubrir la planta.



Asignamos y asignamos funciones a los municipios, y después somos nosotros mismos los que recorremos los distintos Ministerios para pedir que les renegocien las deudas.



Y hago referencia a alcaldes de todos los colores. Su gestión puede ser buena o mala, pero me toca ir habitualmente al Ministerio de Educación, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, al Ministerio de Salud, porque nos encontramos con que el sistema se halla en muchos aspectos desfinanciado. Es cierto que a veces lo está -vuelvo a insistir- por mala gestión, por populismo, por irresponsabilidad, por poner en funcionamiento servicios para la ciudadanía que no pueden financiarse. Pero también es verdad que las comunas pequeñas no tienen cómo ejecutarlo.



Entonces, está bien que Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea u otros municipios importantes, que cuentan con recursos, puedan establecer juzgados de policía local con sus propios fondos. Pero las comunas de mi circunscripción -quiero que quede constancia de ello en la Versión Oficial- no tienen ninguna posibilidad de instalarlos: ni Los Sauces, ni Renaico, ni Melipeuco, ni Ercilla. ¡Ninguna!



Por eso, señor Presidente, para aprobar en general este proyecto, quiero pedirles a usted y a los miembros de la Comisión de Gobierno, en forma transversal, que se paralice su tramitación hasta que se plantee un mecanismo de financiamiento que permita echarlo a andar. Porque el desprestigio le cae al Parlamento. Es al Congreso al que se le dirá después que despacha iniciativas legales desfinanciadas. Y nosotros mismos tendremos que estar yendo luego a los Ministerios (de Justicia, del Interior, etcétera) a ver si nos dan recursos para financiar leyes que aprobamos absolutamente desfinanciadas.



Por tal razón, votaré a favor en general, pero anuncio mi voto en contra de cada uno de los artículos si este proyecto no viene con un financiamiento mínimo, básico, para poner en marcha estos tribunales. En tal caso, prefiero que no los haya; prefiero decirle a la gente la verdad: “Lamentablemente, no habrá juzgados de policía local porque no existe plata”. Pero expresarles que sí existirán y no poner los recursos constituye, a mi juicio, un profundo error.



Con esas consideraciones, y bajo la condición que señalo, apruebo la idea de legislar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quisiera incorporarme también a la valoración que una cantidad importante de Senadores ha hecho acerca de la trascendencia de este proyecto, que extiende los juzgados de policía local a un número relevante de comunas.



En tal sentido, destaco que un número significativo de ellas pertenece a la Región de Los Lagos, que enfrenta dificultades bastante serias, reflejadas, por ejemplo, en que hoy día un grupo de cesantes ha debido recurrir, por algunos minutos, a la toma de la Intendencia, dada la falta de un plan de la autoridad regional que aborde efectivamente el problema de la desocupación. De manera que todo lo que posibilite mejorar el ejercicio de la administración pública y, en este caso, todo lo que signifique facilitar las tareas correspondientes a las funciones de los juzgados de policía local, bienvenido sea.



Por ese motivo, valoro que a través de esta iniciativa de ley queden autorizadas para instalar tribunales de aquella índole las municipalidades de Cochamó, Curaco de Vélez, Dalcahue, Puqueldón, Queilén, Chaitén, Futaleufú y Palena.



Sin embargo, como se manifestó acá, si no existe una provisión de recursos, no podrá implementarse, especialmente en las comunas que acabo de citar, lo que la ley en proyecto establece.



En la Región de Los Lagos hemos experimentado una brusca disminución de la inversión pública, en particular en el área de las obras públicas. Se paralizó el Plan Chiloé, y esto, como acabo de indicar, tuvo un impacto en el empleo, que se agregó a la crisis generada por la industria del salmón y a las dificultades ya existentes en la industria de la mitilicultura. En consecuencia, hay ahí un gravísimo problema de desocupación. Y se trata de comunas cuyos ingresos son lo suficientemente escasos como para tener la completa seguridad de que, dependiendo de sus recursos propios, resulta virtualmente imposible aumentar los gastos que ya enfrentan.



En definitiva, señor Presidente, yo solicitaría de manera encarecida que la autoridad económica considerara que no es posible la implementación de nuevos juzgados de policía local si no es sobre la base del incremento de los recursos de los municipios señalados en el artículo 1° del proyecto de ley. De modo que, así como en abril el señor Ministro de Hacienda tomó la decisión de efectuar una reasignación de recursos que significó un recorte de la inversión pública en la Décima Región, pido que ahora, al revés, contemple -así lo esperamos- una reasignación que incremente los recursos de Los Lagos con el propósito de implementar las disposiciones que señala la iniciativa de ley que estamos despachando.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, me sumo a las preocupaciones manifestadas acá en torno al tema del financiamiento.



Ciertamente, la creación de juzgados de policía local es una facultad que se entrega a los municipios. De lo contrario, el financiamiento debería estar asegurado. Pero tengo la sensación de que se generarán ciertas expectativas al respecto. Esto se informará por la prensa y la gente se va a hacer la ilusión de que en su comuna habrá uno de esos tribunales, que es posible que al final no llegue a instalarse si no existen los recursos necesarios. Y si se establecen, por acuerdo del concejo municipal, ocurrirá que, para financiarse, se empezará a sacar partes, lo cual terminará por ahuyentar al turismo, a la gente que va, y, en definitiva, se producirá un incentivo perverso.



Estoy mirando las comunas de la Región de Aysén -que represento en esta Corporación junto con el Senador Horvath- donde se podría crear un juzgado de policía local. Y efectivamente, en Lago Verde, Guaitecas, Cochrane, O’Higgins, Tortel, Chile Chico, Río Ibáñez, se va a originar una expectativa importante. Pero, si no hay financiamiento, la verdad es que ello, en la práctica, no será posible.



Un ejemplo: O’Higgins, con una densidad de 0,057 habitantes por kilómetro cuadrado, es una comuna que tiene una población de 463 personas. ¡463 personas! Allí, lo que más estamos tratando de fomentar es el turismo, que lleguen visitantes. Al otro lado, en Argentina, hay varios lugares con distintos incentivos estatales: El Chaltén y, si uno va más al sur, El Calafate, en fin. ¡Todos llenos de turistas argentinos! Y a nosotros nos cuesta mucho llevar turistas chilenos, más todavía extranjeros. 



Entonces, si vamos a tener carabineros sacando partes para poder financiar la planta y todos los gastos asociados al funcionamiento de un juzgado de policía local, será bastante complicado.



Por eso, junto con votar a favor, me sumo a la exigencia planteada por otros Senadores en cuanto a que, antes de la discusión particular, la SUBDERE efectúe un compromiso formal para el financiamiento de los nuevos tribunales. Si no -insisto-, solo estaremos creando expectativas, sin encontrar una solución adecuada a la necesidad de que determinadas municipalidades cuenten con un juzgado de policía local en su territorio.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, las expresiones del Senador señor Patricio Walker, así como las de otros Honorables colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, grafican exactamente lo que creo que todos sentimos.



Qué duda cabe de que sería una muy buena noticia anunciar la instauración de un juzgado de policía local en Freirina o en Alto del Carmen. Esta última es una comuna bastante dispersa y debe ser la única completamente rural de la Región de Atacama. No sería fácil encontrar otra que lo sea ciento por ciento. Pero también coincido en que debemos ser bien claros en que no resulta posible imponer a los municipios una nueva obligación si en forma paralela no se especifica el financiamiento que garantice que serán capaces de responder a ella. Si no, vamos a generar expectativas y a crear la ilusión de que en todos los lugares se instalará un juzgado de policía local, sin que existan, en realidad, condiciones para que pueda operar como tal, con un juez y cuanto significa su normal funcionamiento.


Por lo tanto, me sumo a lo dicho en el sentido de que, en la discusión particular, nosotros deberíamos contar con un compromiso claro de la SUBDERE, del Ministerio de Hacienda, del Gobierno, al respecto. El Ministro Secretario General de la Presidencia, que se encuentra presente -aunque muy ocupado, imagino que todavía comentando el cambio o recambio de gabinete-, debería escuchar -lo veo difícil-, antes de abandonar la Sala, la opinión unánime del Senado. 



Aquí ningún parlamentario ha dejado de compartir la idea de crear nuevos juzgados de policía local, que hacen mucha falta; pero, si ella no va acompañada del debido financiamiento, será solo música. Y nosotros no podemos prestarnos para ello, señor Presidente, por la dignidad y respeto que se merecen los habitantes de las comunas mencionadas. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, este proyecto, igual que los antecedentes de hecho que lo acompañan, da cuenta de una realidad: que las Regiones requieren, para resolver sus necesidades de justicia local, contar con mayor cantidad de juzgados de policía local. 



Sin embargo, me gustaría saber cuál fue el criterio utilizado para determinar los numerosos municipios donde se ubicarán los respectivos tribunales.



Me parece que tendría que haberse actuado de forma totalmente distinta. Primero se debió analizar si su nivel de población, de movimiento o de conflicto local ameritaba tal decisión. 



Señalo lo anterior porque en Magallanes y en muchas otras Regiones existen comunas que son producto de la fantasía imperante en los años ochenta, que no tienen un desarrollo poblacional ni un desarrollo económico social. 



Por eso, me llama profundamente la atención que a municipalidades que ya están carentes de funcionarios y de profesionales no se les entreguen los recursos necesarios para contratar el personal que precisa el buen funcionamiento de un juzgado de policía local.



Yo espero que todas las inquietudes planteadas en esta sesión sean respondidas durante la discusión particular, ya sea por el Ejecutivo o por quienes han impulsado la iniciativa en debate, que resulta indispensable en grandes ciudades, donde, por el cúmulo de causas existentes, se requieren 2 o 3 juzgados de policía local, pero no -de ahí la explicación que he solicitado- en comunas en las cuales habría que reestudiar, a mi juicio,  la conveniencia de su instalación. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, quise intervenir solamente para señalar que, como ya lo han manifestado todos los Senadores que me han precedido en el uso de la palabra, estamos ante un proyecto bastante valorable, pues muchos municipios del país requieren contar con un juzgado de policía local. 



Sin embargo, el tema del financiamiento aquí resaltado resulta esencial, porque, si la creación de dichos tribunales va a depender de la musculatura financiera, del tamaño económico, de la capacidad de recaudación de cada comuna, entonces claramente lo propuesto en la iniciativa tendrá un éxito limitado en algunas de ellas. 



Se habla de la crisis de la política, de su alejamiento de los ciudadanos; se afirma que los legisladores no se hallan en sintonía con lo que piensan sus electores. Y, claro, yo me pregunto qué irán a decir los habitantes de Juan Fernández -comuna a la que represento- cuando se les comunique que en su municipio se podrá establecer un juzgado de policía local, pero que no se asignará un solo peso para su implementación. 



¡Eso, al final del día, es letra muerta!



Es valorable, ciertamente, pero serán contados los lugares donde se podrá instalar uno de esos tribunales como corresponde. 



Si lo que se busca es satisfacción política, para que no se siga efectuando esa demanda, pero al mismo tiempo no se otorgan los recursos necesarios, nuevamente se viene a envilecer la acción política y las decisiones que tomamos en esta Casa, señor Presidente. 



Todos vamos a concurrir con nuestro voto a la aprobación de la idea de legislar, pero no hay ningún Senador que no haya amenazado con rechazar la iniciativa en particular si no viene acompañada de financiamiento. Y me atrevo a dar una visión de futuro: transcurrirá mucho tiempo antes de que se presente el segundo informe, pues no habrá recursos para la creación de los nuevos juzgados. 



He dicho. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde fijar plazo para la presentación de indicaciones.

El señor NAVARRO.- Propongo la segunda semana de agosto, señor Presidente. Hay mucho que conversar todavía.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Le parece a la Sala el 8 de agosto?



Es muy corto el plazo, dice el Senador Navarro. 



Entonces, la Mesa sugiere el 19 de agosto. 

El señor LARRAÍN.- ¡Para qué tanto tiempo, señor Presidente! Se trata de un proyecto bastante simple. 

El señor GIRARDI (Presidente).- El Senador Navarro está pidiendo esa fecha, Su Señoría. 

El señor LARRAÍN.- Es demasiado. 

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo para fijar el 8 de agosto como plazo para formular indicaciones, según se propuso inicialmente?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente. 



--Así se acuerda. 

PROTECCIÓN DE CUENCAS HIDROGRÁFICAS CONTRA CONTAMINACIÓN POR ALGAS
El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Bianchi, Kuschel y Sabag, en primer trámite constitucional, destinado a evitar la contaminación por algas de las cuencas hidrográficas, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7192-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Horvath, Bianchi, Kuschel y Sabag):


En primer trámite, sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2010.



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 70ª, en 30 de noviembre de 2010.


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 34ª, en 13 de julio de 2011.



Discusión:



Sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010 (se aprueba en general).
El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión particular la iniciativa. 



Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, antes de referirme al segundo informe elaborado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, solicito que se abra la votación. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado. 



En votación.



--(Durante la votación).
El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa con la palabra el Senador señor Horvath.
El señor HORVATH.- Señor Presidente, en esta materia trabajamos no solo desde el punto de vista legislativo, sino también, y principalmente, pensando en evitar el hecho de que algas como el Didymo se propaguen en nuestro país y en las cuencas compartidas con nuestros países vecinos. 



Se sabe ya que en febrero del año pasado un científico norteamericano detectó una sustancia extraña, que, luego de revisar su código genético con todos los adelantos existentes, se comprobó que correspondía a un alga introducida por primera vez en los ríos de nuestro país y del Hemisferio Sur, particularmente Sudamérica, aun cuando ya había sido descubierta antes en Nueva Zelandia.



La verdad es que el hallazgo del Didymo es catastrófico desde el punto de vista no solo de los ecosistemas, sino también de las características excepcionales de los ríos, de las Regiones de Los Ríos, de Magallanes y de Valparaíso. Detrás de esto hay un daño irreversible, no solo a sus cauces, sino también a su potencial recreativo y al turismo que involucra.



Al respecto, junto con la Subsecretaría de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca, se intentó, desde el día uno, llegar a un convenio con el Servicio Agrícola y Ganadero, ya que, si bien la ley establece una tuición mayor por SERNAPESCA en esta materia, ello no es así. Y también quedan exentas las facultades del SAG. Todo ello, en circunstancias de que se afectan las aguas para consumo de las personas, de los animales, para uso en la agricultura y para tomas de pequeñas y medianas centrales hidroeléctricas, además de diversos intereses de carácter económico y ambiental.



Ante un vacío de la legislación, propusimos la iniciativa en análisis. La idea de legislar fue aprobada por unanimidad en el Senado. Y finalmente se llegó a una fórmula con el Gobierno, para ser introducida en la Ley General de Pesca y Acuicultura y en los cuerpos legales vinculados con ella. Así, será el propio Ejecutivo el que adopte las medidas sanitarias y de bioseguridad, con el fin “de evitar la introducción y propagación, aislar la presencia o propender a la erradicación de enfermedades de alto riesgo y de especies hidrobiológicas que constituyan o puedan constituir plagas de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86 de la Ley General de Pesca y Acuicultura”.



La Subsecretaría de Pesca establecerá en el reglamento aludido, cuando corresponda, diversas restricciones. La norma pertinente del proyecto las señala, así como los tipos de vigilancia para evitar el traspaso del problema de una cuenca a otra. 


En elementos tan simples, como un aparejo o una bota de pesca u otro componente náutico, estas algas se pueden introducir al país desde otra nación. También es factible que se muevan de una cuenca a otra. Y la simplicidad que tiene atacar el problema mediante la bioseguridad permite que se erradiquen de forma fundamental. Sin embargo, eso no ha ocurrido. Y la contaminación del río Futaleufú fue detectada a los pocos meses en la principal cuenca habitada de la Undécima Región: en la del río Aysén.



Por las razones expuestas, pedimos a la Sala no solo aprobar el proyecto en análisis y darle la celeridad del caso, sino que también, de acuerdo con el Protocolo de la Ley de Presupuestos, en el cual se incluye un acápite especial referido al alga contaminante Didymo, se otorguen los recursos correspondientes.



El SERNAPESCA y la Subsecretaría de Pesca precisan de fondos para vigilancia, control y la debida difusión, de manera que las mismas comunidades se muevan en esta materia, como lo han hecho los particulares que viven, trabajan y aprecian nuestro ecosistema y en especial nuestros ríos. Se da la paradoja de un alga que al verla en el microscopio parece atractiva, pero que mientras más blanco y puro es el río se difunde con mayor rapidez. 


Y en ese ámbito el sector privado ha hecho su propia campaña, lo cual desde luego se suma a las necesidades del Estado.



El SERNAPESCA requiere 158 millones de pesos para estas actividades en lo que resta de 2011; y la Subsecretaría de Pesca, 106 millones de pesos.



Por lo tanto, junto con informar a la Sala, solicito que esta apruebe la petición al Ministerio de Hacienda, de modo de poder hacer lo mínimo que corresponde en esta materia. Señalo lo anterior, porque en el taller que realizamos con participación del Senado, de universidades, de los sectores público y privado, se establece un mínimo de mil millones de pesos para llevar adelante la prevención y detención de este flagelo.



Con los antecedentes mencionados, pido a la Sala acoger en particular la iniciativa, según la fórmula propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito al Senador señor Horvath por la presentación del proyecto, cuyo objeto es resguardar y cuidar nuestros ríos y protegerlos de esta plaga, que aflige también a otros países, donde, al igual que en el nuestro, hay zonas de pesca y de esparcimiento afectadas por esta alga.



En febrero de 2010 fue detectada en un afluente del río Futaleufú -el río Espolón- el alga unicelular denominada Didymosphenia geminata, evento confirmado el 29 de abril del mismo año por el Servicio Geológico de los Estados Unidos. El alga mencionada corresponde a una especie capaz de producir grandes floraciones que cubren, con un espesor a veces superior a 20 centímetros, hasta el 100 por ciento de los sustratos de los ambientes acuáticos, provocando serias alteraciones fisicoquímicas y biológicas en ellos.



El proyecto en análisis tiene por objeto prevenir el problema mencionado y otorgar a las autoridades las facultades y, ojalá -como manifestó el Senador señor Horvath-, los recursos para que puedan efectuar la fiscalización de los equipos de los pescadores que ingresen al país, y aplicar multas a quienes no cumplan la legislación vigente.



Aprovecho este debate para plantear un asunto que también debiéramos discutir en algún minuto en el Senado. Me refiero a la protección de las algas naturales nativas de nuestro país, afectadas por una depredación brutal, especialmente en el norte de Chile, donde se las extrae con barretas, sin ningún plan de manejo. A mi juicio, ello está generando un daño enorme, porque es en los bosques marinos donde se crea la vida del sustrato, la cual ha sido muy dañada por tal situación.



Junto con los Senadores señores Horvath y Girardi promovimos ante la Administración anterior la idea de emular lo que existió en las décadas de 1970 y 1980: el decreto ley No 701. Buscamos establecer una legislación similar a dicha normativa, pero para el fondo marino, de manera que, habiendo la misma razón, haya la misma disposición. 


Cuando en Chile avanzó la desertificación en la época del Gobierno militar, se implementó el decreto ley No 701 para forestar, reforestar y plantar. Y creo que fue una de las mejores ideas llevadas adelante en esta área. Es lo que pretendemos: un “701” para el fondo de mar, en especial en las áreas de manejo para los pescadores -fue realmente una buena idea planteada en la Administración anterior-, pues ellos pueden cuidar las especies existentes allí. Cuando todo es de todos y nadie es dueño, se incurre en abuso, despilfarro y descuido total de las especies.



Por lo tanto, junto con invitar a votar a favor del proyecto presentado por el Senador señor Horvath -el cual se encuentra bien inspirado y tiene por objeto proteger el patrimonio que representan nuestros ríos-, hago un llamado para generar masa crítica y proteger el fondo del mar, que está siendo deteriorado enormemente por la extracción descontrolada de las algas.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, expreso mi respaldo y mi voto favorable al proyecto, cuyo fin es luchar para disminuir y resolver los problemas de contaminación producidos en las aguas y en las cuencas hidrográficas por la acción de algas.



El Senador Horvath, al impulsar la presente iniciativa y suscribirla junto con otros parlamentarios, entre los que se cuenta mi colega de la Región de Los Lagos el Senador Kuschel, da cuenta de un fenómeno serio y grave que afectó a la Décima Región y a sus aguas, especialmente en la provincia de Palena.



El proyecto, al entregar atribuciones a los organismos estatales -en particular a la Subsecretaría de Pesca, con el objeto de poder adoptar las medidas sanitarias-, está dando una respuesta que llega con prontitud, aun cuando la tramitación legislativa ha sido, tal vez, más lenta de lo esperado. Pero ello no resta mérito a la rapidez con que nuestros Honorables colegas presentaron este proyecto de ley e impulsaron su aprobación en el Senado de la República.



En consecuencia, teniendo presente que esta iniciativa contribuirá a preservar la calidad de nuestras aguas; a evitar el impacto de la contaminación y, en consecuencia, a colaborar al desarrollo de la industria turística y de otros aspectos de la economía, en particular de la Región de Los Lagos, voto a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala, para que el Honorable señor Lagos me reemplace en la testera,  para yo intervenir sobre la materia.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta es una materia interesante, y valoro que la moción del Senador señor Horvath posibilite iniciar una conversación en un mundo donde tenemos ceguera absoluta para darnos cuenta de los daños que le estamos causando.



La contaminación causa cambios ecosistémicos muy relevantes, siendo evidente no solo la generación de plagas de algas indeseadas. Estas últimas surgen, además, por el debilitamiento de las especies endémicas que normalmente existen en las aguas, lo cual me lleva a valorar también lo que sostuvo el Senador señor Prokurica.



Asimismo, es interesante destacar -el Senador señor Carlos Larraín lo puso en el debate en algún momento- que las algas son antecesoras nuestras. Hace más o menos 640 millones de años todos fuimos unicelulares, así como después todos éramos africanos. Hace más o menos 2 millones de años ocurrió la primera migración fuera de África.



Y la historia evolutiva puede ir más atrás todavía: cuando el oxígeno alcanzaba una tensión de 16 por ciento, los organismos existentes eran monocelulares. Las células eucariotas ya tenían núcleo y mitocondrias. Entonces, comenzaron a asociarse y a formar los primeros elementos pluricelulares. Y aparecen algunos organismos como las algas.



El Senador señor Prokurica planteó que las algas son muy importantes porque representan las principales praderas y las más relevantes en términos de captación de CO2 y la producción de oxígeno. El problema es que los cambios que el hombre realiza en el ecosistema hacen desaparecer las algas o modifican su biodiversidad, permitiendo la aparición de algas dañinas a los ecosistemas, lo que afecta a otros seres vivos.



Eso es exactamente igual a lo que sucede cuando introducimos cambios en nuestra flora bacteriana. El ser humano posee en su organismo más de cien veces bacterias que células propias, sin que tengamos conciencia de que somos megaorganismos, un simbionte, una asociación de células humanas vivas, con bacterias que cumplen roles fundamentales.



Los desequilibrios generan la aparición de bacterias patógenas e, incluso, de cánceres y otras enfermedades, al igual que la obesidad y otros problemas vinculados a los desequilibrios entre nuestra flora bacteriana y las células.



Es lo mismo que ocurre en otros ecosistemas.



Ahora bien, ¿por qué son importantes las microalgas? Esto es algo que deseo explicar aquí.



Las microalgas -que desconocemos y no valoramos- se están extinguiendo a una tasa de 1 por ciento al año a consecuencia del calentamiento global y de la sedificación de los mares.



Entonces, uno se pregunta: ¿Qué importa que desaparezcan las microalgas si yo no las veo? Pero ellas son al ecosistema lo que los linfocitos T son al organismo. Uno no los conoce, ni siquiera sabe que existen; pero, cuando desaparecen, también puede significar el término de la vida humana.



Gran parte de los ecosistemas se sustentan en las microalgas, porque estas son las principales productoras de materias orgánicas primarias, captadoras de CO2, y el sulfuro de dimetilo, un compuesto fundamental.



Por consiguiente, para que se formen las nubes, no basta con que el sol caliente el agua y esta se evapore, sino que se requiere un catalizador que permita la formación de nubes a partir de vapor de agua. Ese catalizador son las microalgas, las únicas capaces de crear compuestos azufrados. De manera que si ellas desaparecen por la acción humana -como está ocurriendo ahora-, no habrá más nubes y los hombres nos vamos a achicharrar como huevos en una sartén. Y, entonces, la Tierra va a perder el agua, como ocurrió en Marte y en otros planetas. Pero esta vez no será por razones físicas, sino debido a la intervención del hombre.



Por eso algunos científicos hablan de que nosotros estamos provocando una “sexta extinción” por nuestra ceguera y por nuestra visión antropocéntrica de sentirnos el centro del Universo y que somos -para ciertas personas- el fin último de la evolución.



¡Con 7 millones de años sobre la tierra, algunos piensan que somos el fin último de la evolución, negando una historia maravillosa de la vida que empezó hace más de 4 mil millones de años con las primeras bacterias! Y, hoy día, la ciencia empieza a señalar -paradójicamente, para sorpresa de muchos- que la vida habría surgido por medio de nanobacterias llegadas a la tierra a través de siembras cósmicas desde lo más profundo del Universo.



En consecuencia, a veces sería interesante compatibilizar el desarrollo o avance científico con una reflexión profunda sobre tal materia -en esta oportunidad, las microalgas nos sirven de excusa para hacerlo-, porque si seguimos degradando y destruyendo las microalgas, nos vamos a degradar a nosotros mismos y autodestruirnos.



Por lo tanto, agradezco al Senador señor Horvath, porque con su iniciativa podemos tener este debate y hacer una terapia para mostrar que el mundo no es lineal, como algunos piensan, sino un complejo ecosistémico donde no existen los compartimentos estanco ni la reflexión ni las ideas compartimentadas. Aquello está en nuestras cabezas, en el pensamiento jerárquico. Pero el mundo real es complejo, interdisciplinario, interligado, indivisible.



Y justamente reflexiones como estas apuntan a unir lo que se separa, pero que, en realidad, siempre ha estado amalgamado.



De modo que yo, con mucho entusiasmo, apoyo esta miniterapia que nos ofrece el Senador señor Horvath, pues nos permite cuestionar esa visión antropocéntrica y poner al mismo nivel, en el centro de la vida, el respeto a ella y al hombre. Es decir, la ética de la vida al lado de la ética del hombre, como siempre debieron estar. Y que no quede una sobre otra, porque eso no se da en el mundo real: es propio de nuestra ceguera y de la pérdida de sensibilidades y hermandades con la historia evolutiva del hombre.

El señor LAGOS (Presidente accidental).- ¡En otras palabras, aquí estamos de paso!



No hay más inscritos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LAGOS (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (24 votos favorables) y queda despachado en este trámite.


Votaron los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

CUMPLIMIENTO DE COMPROMISOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE ELIMINACIÓN DE MINAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Gómez, señoras Allende y Rincón, señores Bianchi, Cantero, Escalona, Girardi, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.369-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 25ª, en 14 de junio de 2011.
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de esta materia es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que en el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2012 se consideren los recursos que permitan cumplir los compromisos internacionales en materia de eliminación de minas antipersonales. 



Asimismo, se pide al Ejecutivo que envíe a tramitación legislativa un proyecto que establezca un mecanismo de apoyo y asistencia a las víctimas de minas antipersonales.

El señor GIRARDI (Presidente).- En estos momentos no hay quórum para adoptar acuerdos.



Se tocarán los timbres para llamar a los señores Senadores.



Este proyecto es muy importante y podría rechazarse por falta de quórum. Por lo tanto, quedará pendiente para la sesión pertinente.



--Queda pendiente la votación del proyecto de acuerdo.


El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde levantar la sesión.



Antes se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente son los siguientes:



Del señor FREI (don Eduardo):



A los señores Ministros de Planificación y Secretario General de la Presidencia, requiriéndoles informar acerca de DEMANDAS DE COMUNIDAD SANTIAGO CURINAO, DE PANGUIPULLI (Región de Los Ríos).



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole antecedentes sobre PROYECTO DE REPOSICIÓN DE HOSPITAL DE COCHRANE; y al señor Director General de Aguas, recabándole información relativa a FUNDAMENTO PARA EMISIÓN DE RESOLUCIÓN EXENTA Nº 1.800, DE 14 DE JULIO DE 2010, y a DIVERSOS EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS (ambos de la Región de Aysén).



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, para que informe sobre PROVISIÓN DE CARGOS EN ASMAR; PLAN DE TRABAJO DE CONSEJO SUPERIOR, Y PERSONAL EN RETIRO CONTRATADO DESDE 2010; al de Economía, Fomento y Turismo, pidiéndole antecedentes sobre SUBSIDIOS NACIONALES PARA PAGO DE CONSUMO DE ENERGÍA ELÉCTRICA; al de Obras Públicas, requiriéndole información en cuanto a FECHA DE CIERRE Y/O TRASLADO DE PEAJE DE CHAIMÁVIDA (comuna de Concepción); a los señores Ministro de Obras Públicas y Alcalde de Tomé, recabándoles antecedentes relativos a INVERSIONES PARA MANTENIMIENTO Y CONSERVACIÓN DE CAMINOS ENTRE PELLÍN, CHUPALLAR Y MENQUE (Región del Biobío); al señor Ministro de Salud y a la señora Ministra del Medio Ambiente, para que informen sobre PLAZO PARA DICTACIÓN DE REGLAMENTOS DE LEY DE MALTRATO ANIMAL; a los de Salud, Transportes y Telecomunicaciones y a la señora Ministra del Medio Ambiente, solicitándoles antecedentes acerca de REALIZACIÓN DE ESTUDIOS SOBRE EFECTOS DE ANTIMONIO EN SALUD HUMANA, y al señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas, pidiéndole indicar NÚMERO DE ESTUDIANTES DE ESCUELAS MATRICES BENEFICIADOS CON CRÉDITO FISCAL ENTRE 2008 Y 2011;al señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, a fin de que informe sobre EVASIÓN Y ELUSIÓN TRIBUTARIA DESDE 2008 A LA FECHA Y MEDIDAS PARA ENFRENTARLAS; a la señora Directora Nacional del Trabajo, para que proporcione antecedentes respecto a NÚMERO DE TÉRMINOS DE CONTRATOS, CANTIDAD DE TRABAJADORES SINDICALIZADOS Y DE LOS QUE NEGOCIAN COLECTIVAMENTE, Y CIFRA DE HUELGAS EN ÚLTIMOS 12 MESES, y al señor Director del FONASA, pidiéndole información sobre PERSONAS DIALIZADAS QUE MANTIENEN DEUDAS CON FONASA, y TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES DE SALUD.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole antecedentes con referencia a DENEGACIÓN DE BECA DE POSGRADO A PROFESORES DE INGLÉS DANIELA AVELLO GARCÍA Y RODRIGO HUERTA ZÚÑIGA (Sexta Región).



Del señor URIARTE:



Al señor Director General de Aguas, requiriéndole información relativa a DERECHO DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS EN RÍO CHALINGA OTORGADO TRAS RECURSO DE REPOSICIÓN, Y TRAMITACIÓN DE RECURSO DE RECONSIDERACIÓN (Región de Coquimbo).

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:27.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.241, QUE ESTABLECE UN INCENTIVO TRIBUTARIO A LA INVERSIÓN PRIVADA EN INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO 

(7503-19)


Oficio Nº 9574   


VALPARAÍSO, 14 de julio de 2011


Con motivo del Mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente                                                                                                                                            

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Modifícase la ley Nº 20.241, que Establece un Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo, de la siguiente forma:

1.- Sustitúyese la denominación de la ley N° 20.241, por el siguiente: "Establece un Incentivo Tributario a la Inversión en Investigación y Desarrollo.".

2.- Incorpórase, antes del artículo 1º, el siguiente epígrafe: 

"TÍTULO PRIMERO: Definiciones".

3.- Modifícase el artículo 1º, del siguiente modo:

i) Sustitúyense los literales a) y b) por los siguientes: 

"a) Investigación: la búsqueda metódica que tenga por objeto generar nuevos conocimientos en el ámbito científico o tecnológico, la que podrá ser básica o aplicada. Se entiende por Investigación Básica aquella que consiste en trabajos experimentales o teóricos que se emprenden principalmente para obtener nuevos conocimientos acerca de los fundamentos de los fenómenos y hechos observables, con prescindencia de si tienen una aplicación o utilización determinada. La Investigación Aplicada consiste también en trabajos originales realizados para adquirir nuevos conocimientos; sin embargo, está dirigida fundamentalmente hacia un objetivo práctico específico. Para efectos de esta ley la expresión "Investigación" se entenderá referida tanto a la investigación básica como a la investigación aplicada. 

b) Desarrollo Experimental: en adelante indistintamente "desarrollo", consiste en trabajos sistemáticos que aprovechan los conocimientos existentes obtenidos de la investigación y,o la experiencia, y está dirigido a la producción de nuevos materiales, productos o dispositivos; a la puesta en marcha de nuevos procesos, sistemas y servicios, o a la mejora sustancial de los ya existentes. Asimismo, se comprende el desarrollo de programas informáticos, siempre que dicho desarrollo dé lugar a mayor conocimiento con el objetivo de resolver en forma sistemática una incertidumbre científica o tecnológica o permita generar un mejoramiento sustancial e innovador en algún proceso, producto y,o servicio.".  

ii) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal c): 

a) Reemplázase la expresión "cuya actividad principal consista en la realización de", por la expresión "que realicen"; 

b) Sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", todas las veces que aparece, y 

c) Reemplázase, a continuación del primer punto seguido, la frase que comienza con la expresión "El Reglamento" y termina con el vocablo "Investigación.", por la siguiente: "El Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación y Desarrollo que se dictará al efecto, establecerá los criterios o parámetros objetivos para determinar cuándo las actividades desarrolladas por tales Centros constituyen labores de investigación y desarrollo.".

iii) Reemplázase en el literal d) la expresión "un contribuyente", por la frase "uno o más contribuyentes"; sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo"; y reemplázase a continuación del punto seguido, la frase que comienza con la expresión "Una vez" y que termina con el vocablo "ley.", por la siguiente: "Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°, este contrato dará derecho a los beneficios tributarios establecidos en esta ley.".

iv) Agrégase el siguiente literal f): 

"f) Proyecto de Investigación y Desarrollo: es el conjunto de actividades realizadas por los contribuyentes utilizando sus propias capacidades o de terceros, que tenga por objeto la realización o ejecución de actividades de investigación, desarrollo, o ambas, conforme ellas se definen en el presente artículo, siempre que se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional, según lo establezca el Reglamento señalado en el artículo 16. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9°, una vez certificado un proyecto de investigación y desarrollo de conformidad a lo establecido en el Título Tercero, los gastos en que incurran los contribuyentes para la realización de dicho proyecto, cumpliéndose los demás requisitos de esta ley,  darán derecho a los beneficios tributarios establecidos en dicho título.".

v) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "Para los efectos de esta ley, no", por el adverbio de negación "No"; y sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo"; en el punto vi) del mismo inciso, reemplázase la frase "se incluya en" por la voz "consista"; sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción disyuntiva "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", y reemplázase el punto vii) por el siguiente: 

"vii) La realización o contratación de estudios de mercado y de comercialización.".

vi) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:

"Tratándose de actividades asociadas a la constitución de derechos de propiedad industrial, consistentes en patentes de invención, modelos de utilidad, y diseños y dibujos industriales, todo ello al amparo de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial; de derechos de autor sobre programas computacionales, al amparo de la ley N° 17.336, de Propiedad Intelectual; y de derechos de protección sobre nuevas variedades vegetales, al amparo de la ley N° 19.342, que Regula Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales, las actividades necesarias para la constitución de los derechos respectivos, incluyendo los servicios profesionales involucrados en el proceso de obtención de los derechos y registros, informes periciales, defensas ante eventuales oposiciones y costos de publicaciones asociadas, podrán ser objeto del beneficio tributario establecido en esta ley, en la medida que éstas se deriven de los resultados obtenidos de proyectos y contratos de Investigación y Desarrollo debidamente certificados por la "CORFO", al amparo de la presente ley.

Las actividades descritas en el inciso precedente podrán ser incorporadas ya sea en la solicitud original de certificación del correspondiente contrato o proyecto, o bien con posterioridad, rigiéndose en este último caso por el mismo procedimiento para la certificación de contratos y proyectos de investigación y desarrollo, en cuanto sea aplicable.

Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la expresión "investigación y desarrollo" comprende a las actividades de investigación, desarrollo o ambas.".

4.- Introdúcese, a continuación del artículo 1º, el siguiente epígrafe: "TÍTULO SEGUNDO: De los Centros de Investigación y de la Certificación de los Contratos".

5.- Modifícase el artículo 2° del siguiente modo:

i) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra "sexto" por la expresión "octavo".

ii) Reemplázanse los literales ii) y iii) del inciso tercero por los siguientes: 

"ii)Haberse encontrado en funcionamiento, ejerciendo actividades de investigación y desarrollo, durante al menos los seis meses anteriores a la solicitud de inscripción en el Registro.

iii) Contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.".

iii) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra "Reconstrucción" por la palabra "Turismo".

6.- Modifícase el artículo 3º del siguiente modo:

i) En el inciso primero, agrégase la siguiente frase final, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido:

"Tratándose de contratos de investigación y desarrollo celebrados entre un centro de investigación y más de un contribuyente simultáneamente, cada contribuyente deberá comprometerse a pagar a lo menos 100 unidades tributarias mensuales, señalándose en el contrato la parte del precio a pagar por cada uno de ellos.".

ii) En el inciso segundo, introdúcense las siguientes modificaciones: 

a)Intercálase, entre el primer punto seguido y la frase "Para tales fines", la siguiente oración: 
"Esta certificación podrá otorgarse en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios por parte del contribuyente, o bien en forma posterior, según se regula en el artículo siguiente.".

b)Reemplázanse las palabras "evaluación técnica" por "revisión", las dos veces que aparece;  

c) Sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", las dos veces que aparece; 

d) Sustitúyese en su literal ii), la frase "y que dicho precio corresponda a valores de mercado", por la frase "y que el precio se ajuste a las condiciones observadas en el mercado";

e) Elimínase su literal iii), que se extiende hasta el primer punto seguido, y la expresión ",y" que le antecede.

iii) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

"Para los fines previstos en el inciso anterior, CORFO podrá solicitar una declaración jurada, otorgada por el Representante, en la que éste deberá declarar que desde la fecha de la resolución que ordenó la inscripción del Centro de Investigación en el Registro o desde la última vez que informó a CORFO de las modificaciones ocurridas, según corresponda, el Centro de Investigación no ha experimentado modificaciones de aquellas a que se refiere el artículo 2°. De existir tales  modificaciones,  el Representante
deberá informarlas a la CORFO en forma previa a la certificación del contrato de investigación y desarrollo respectivo, de acuerdo al procedimiento previsto en el inciso séptimo del artículo 2°, debiendo indicar, asimismo, en la declaración jurada que debe acompañar, que no existen otras modificaciones distintas de las informadas.".

iv) En el inciso final, reemplázase la palabra "evaluación" por la palabra "revisión", las dos veces que aparece; y sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo".

7) Reemplázase el artículo 4° por el siguiente: 


"Artículo 4°.- Los contribuyentes deberán certificar sus contratos de forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, en la forma como a continuación se señala, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar su intención de acogerse a esta modalidad de certificación a la CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo de un contrato de investigación y desarrollo. 


En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes al envío de la información a la CORFO a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del contrato, de ser procedente, deberá ser otorgada por la CORFO dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación. 


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso segundo, sólo podrán deducir de su renta líquida  el 70% de los gastos en que incurran con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 5º, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su contrato por parte de la CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a la CORFO de lo señalado en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el mismo período, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 5°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del impuesto de primera categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad al artículo 57 del mismo Código. 


En caso que la CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un contrato solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción  de los gastos, incurridos en la ejecución de contratos en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.". 

8.- Modifícase el artículo 5º de la siguiente forma:

i) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

"Artículo 5°.- Los contribuyentes del impuesto de   primera categoría de  la Ley  sobre  Impuesto a la Renta, que  declaren  su   renta efectiva  determinada  según contabilidad  completa, tendrán  derecho a un  crédito  contra  el impuesto  de primera categoría del ejercicio, equivalente   al   30% del  total  de  los pagos  en  dinero

efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, celebrados con centros de investigación y desarrollo registrados. El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, bajo las normas de este Título, no podrá exceder el equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.".

ii) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

"El contribuyente tendrá derecho, además, a rebajar como gasto necesario para producir la renta, el monto de los pagos efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, en aquella parte que no constituya crédito, aún cuando los gastos por las actividades realizadas en virtud de dichos contratos no sean necesarios para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados a partir del mismo ejercicio en que se haya otorgado la certificación correspondiente, reajustados conforme a lo dispuesto en el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.".

iii) Intercálase a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:


"Los desembolsos, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado el respectivo contrato, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, por los pagos efectuados a partir de la fecha de suscripción del contrato. 


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de contratos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.".

iv) En el numeral v) del nuevo inciso octavo, elimínase después de la palabra "desarrollo" la frase que empieza con "así como las personas relacionadas con tales contribuyentes" hasta el punto aparte, pasando a ser punto aparte la coma que sigue a la palabra "desarrollo". 

9.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 6°:

i) Reemplázase en el inciso segundo, la oración que se inicia con la expresión "La resolución antes referida" y que termina con el acrónimo "CORFO.", por la siguiente: "La resolución antes referida deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del contrato de investigación y desarrollo respectivo y deberá ser notificada al Representante y a las demás partes contratantes. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880. El contribuyente afectado por la referida resolución deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del contrato de investigación y desarrollo.".

ii) Agrégase el siguiente inciso tercero:

"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el contribuyente afectado por la referida resolución tendrá derecho a repetir en contra del centro de investigación que es parte del contrato de investigación y desarrollo, de acuerdo a las condiciones que hubieren estipulado contractualmente y a las normas legales de aplicación general, en su caso.".

10.- En el artículo 7°:

i) Agrégase en el inciso segundo, entre el vocablo "Representante" y la expresión "y respecto", la frase "al contribuyente".

ii) Agrégase en el inciso quinto, entre el vocablo "CORFO" y el punto aparte que le sigue, la siguiente oración: ",en su caso, o el plazo para su obtención no haya expirado según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 4º".

11.- Agrégase el siguiente epígrafe a continuación del artículo 8°:

"TÍTULO TERCERO: De los Proyectos de Investigación y Desarrollo".

12.- Sustitúyense los artículos 9°, 10 y 11 por los siguientes:

"Artículo 9º.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, CORFO será la institución encargada de certificar los proyectos de investigación y desarrollo que los contribuyentes realicen con sus capacidades internas o de terceros, pudiendo asociarse los contribuyentes para la presentación de tales proyectos. 


Los contribuyentes deberán certificar sus proyectos de investigación y desarrollo en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley. 


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, según se establece  a continuación, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar a CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo del mismo, de su intención de acogerse a esta modalidad de certificación. 

En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes del envío a CORFO de la información a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del proyecto deberá ser otorgada por CORFO, de ser procedente, dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso tercero solamente podrán deducir de su renta líquida el 70% de los gastos pagados con motivo de un proyecto de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 19, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su proyecto por parte de CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a CORFO de lo señalado en el inciso tercero, y hasta el momento de obtenida la certificación, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el período antes referido, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 18°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos que le dan derecho, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del Impuesto de Primera Categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de conformidad a lo dispuesto por el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 del mismo Código.


En caso que CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un proyecto solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción de los gastos incurridos en la ejecución de proyectos, en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales. 

Artículo 10.- Cualquiera sea el procedimiento que en virtud del artículo anterior se utilice para certificar un proyecto de investigación y desarrollo, la respectiva solicitud deberá ser presentada por el o los contribuyentes a CORFO. Esta solicitud podrá ser acogida o rechazada por esta última, total o parcialmente, mediante resolución fundada, la que será notificada al o a los contribuyentes, quienes podrán ejercer los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior y en el inciso final del artículo 18, una vez certificado el proyecto, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, a partir de la fecha de la respectiva solicitud de certificación.

Artículo 11.- El procedimiento de certificación se iniciará mediante la solicitud que el o los  contribuyentes presentarán a CORFO, quien deberá verificar que los contribuyentes den cumplimiento a los siguientes requisitos:

a) Presentar un proyecto de investigación y desarrollo, según éste se define en el artículo 1°, con un costo superior a las cien unidades tributarias mensuales al momento de su presentación. Tratándose de proyectos asociativos, esto es, aquellos presentados por dos o más contribuyentes, el costo del proyecto para cada uno de los contribuyentes individualmente considerados, deberá ser superior a las cien unidades tributarias mensuales al momento de la presentación.

b) Encontrarse en condiciones de disponer de las capacidades materiales y de personal suficientes para llevar a cabo adecuadamente el proyecto de investigación y desarrollo. 

c) Contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.

d) Presentar a CORFO una declaración jurada en la que se manifieste que los antecedentes que se entregan, para los efectos de optar a los beneficios de esta ley, son auténticos, fidedignos y veraces.

Tratándose de proyectos asociativos, cada uno de los contribuyentes deberá cumplir con los requisitos establecidos en los literales anteriores, respecto de aquellas actividades a realizar.

Artículo 12.- Una vez entregados a CORFO los antecedentes señalados en el artículo anterior, ésta verificará: 

a) Que los proyectos de investigación y desarrollo presentados por el contribuyente tienen efectivamente por objeto la realización o ejecución de labores de investigación y desarrollo, tal y como las mismas se definen en esta ley, sin consideración a la pertinencia, oportunidad o relevancia de la iniciativa, y 

b) Que los desembolsos que se originen con motivo de dichos proyectos, reflejen adecuadamente los costos en que se incurra o incurrirá para realizar las actividades de investigación y desarrollo a que ellos se refieren y que tales costos se ajusten a condiciones observadas en el mercado.

Verificándose lo anterior, CORFO emitirá una resolución certificando el proyecto de investigación y desarrollo. 

Artículo 13.- La resolución que certifique un proyecto de investigación y desarrollo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:

a) Nombre o razón social del  contribuyente.
b) Rol Único Tributario del contribuyente.
c) Nombre del proyecto de investigación y desarrollo que se certifica.
d) Objetivo general del proyecto. 

e) Costo total del proyecto sobre cuyos egresos se tendrá derecho a los beneficios tributarios. Con todo, y según lo determine el Reglamento, el contribuyente podrá, con antecedentes fundados, solicitar a CORFO su autorización para modificar este ítem, debiendo dictarse al efecto una nueva resolución. Mientras no se autorice un nuevo monto de costos y gastos, el contribuyente deberá utilizar los beneficios tributarios de esta ley con el monto autorizado por CORFO. 

f) Tratándose de proyectos asociativos, el costo total en que cada uno de los contribuyentes incurrirá.

En caso que se trate de un proyecto asociativo, la resolución de CORFO deberá contener las menciones señaladas en las letras a) y b) para cada uno de los contribuyentes respecto de los cuales se acredita el proyecto.

Artículo 14.- Para los efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, CORFO deberá organizar e implementar un proceso de revisión de los proyectos de investigación y desarrollo, pudiendo utilizar al efecto capacidades internas o valerse de la asesoría de expertos nacionales o internacionales, según lo demande la naturaleza de las actividades de investigación y desarrollo a que se refieren los proyectos que sean objeto de su revisión.

Artículo 15.- CORFO, así como el personal que actúe bajo su dependencia, y aquellos asesores o expertos que participen en la revisión técnica de proyectos de investigación y desarrollo, deberán guardar confidencialidad acerca del contenido de los mismos y de los antecedentes que reciban de parte de los contribuyentes.

Artículo 16.- Un reglamento expedido mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y firmado además por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos para la presentación, revisión, certificación y revocación de los proyectos de investigación y desarrollo, así como el mecanismo de reajustabilidad, forma de pago y demás aspectos del arancel establecido en el artículo 25.


En el mismo reglamento se establecerá el procedimiento mediante el cual los contribuyentes podrán acogerse a lo señalado en los artículos 4º y 9º, y requerir a CORFO para los efectos del inciso final del artículo siguiente.

Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del presente artículo, los siguientes tipos de desembolsos podrán ser considerados por CORFO como parte de un proyecto de investigación y desarrollo, siempre que se relacionen directamente con éste:

1. Gastos Corrientes de Investigación y Desarrollo.

a) Remuneraciones y honorarios por servicios personales prestados por personas naturales, ambos valorizados según el porcentaje de dedicación al proyecto, correspondientes al personal técnico y profesional directamente vinculado a las actividades del mismo. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.

b) Gastos directos en las actividades de ejecución del proyecto, tales como materiales e insumos, reactivos, servicios informáticos, análisis de laboratorio, material bibliográfico y otros componentes necesarios para llevar a cabo el proyecto.

c) Contratos con personas jurídicas para la prestación de servicios relacionados directamente con las actividades del proyecto. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.

d) El arrendamiento, subarrendamiento, usufructo o cualquiera otra forma remunerada de cesión del uso o goce temporal de bienes muebles o inmuebles, siempre que sean necesarios para desarrollar el objeto del proyecto.

e) Gastos incurridos en la constitución de derechos de propiedad industrial, intelectual, o de registro de nuevas variedades vegetales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley.

f) Gastos de servicios básicos asociados al proyecto, tales como agua, luz, teléfono e internet, entre otros. Estos desembolsos no podrán constituir más del 5% de los gastos corrientes del proyecto, sin perjuicio de la deducción como gasto de aquellos que no formen parte del mismo. No obstante lo anterior, mediante resolución fundada CORFO podrá autorizar un porcentaje superior al indicado en esta letra cuando los gastos de esta naturaleza sean un componente relevante del costo total, dadas las características del proyecto.

2. Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo.

Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo, dentro de los cuales se cuentan aquellos incurridos en la adquisición o fabricación de equipos e instrumental requerido para la ejecución del proyecto. Estos desembolsos podrán incluir gastos de seguros, traslado e internación, y todos los accesorios necesarios para el funcionamiento y puesta en marcha de los activos señalados.

Asimismo, se considerarán las inversiones en edificación e infraestructura, y aquellas inversiones para la adquisición o compra de inmuebles, requeridos para la ejecución del proyecto. 

Dentro del marco del presente artículo, CORFO establecerá, mediante resolución, la especificación y detalle de los gastos que podrán ser considerados como parte de un proyecto de investigación y desarrollo. Asimismo, corresponderá a dicho organismo determinar, de oficio o a solicitud de los contribuyentes, si un determinado desembolso no expresamente mencionado en este artículo ni en la resolución respectiva, puede ser tenido como parte de un proyecto. 

Artículo 18.- Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el Impuesto de Primera Categoría, que se calculará de la forma indicada en el inciso siguiente, siempre que los respectivos proyectos sean debidamente certificados por CORFO.

El crédito por cada ejercicio será equivalente al 30% de una base conformada por el total de los pagos por concepto de gastos corrientes y la cuota anual de depreciación de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere el  artículo 17, siempre que estos bienes físicos sean adquiridos en el marco de un proyecto de investigación y desarrollo. Esta cuota anual de depreciación se determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 31, número 5°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, no podrá exceder del equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.

El crédito establecido en este artículo se imputará contra el impuesto de primera categoría que grava las rentas del ejercicio en que se produjeron los desembolsos efectivos de los gastos señalados en el artículo anterior, o se dedujo la cuota anual de depreciación, en su caso, según corresponda. En caso de producirse un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución, pero podrá imputarse contra el Impuesto de Primera Categoría que corresponda pagar en los ejercicios posteriores, debidamente reajustado en la forma que establece el artículo 95 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

El crédito a que se refiere este artículo se calculará considerando el monto de los egresos efectuados en el ejercicio por concepto de proyectos de investigación y desarrollo, así como la cuota de depreciación que corresponda, actualizados conforme al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el último día del mes anterior al del pago efectivo y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio, según sea aplicable.

Cuando los pagos o la adquisición de los bienes físicos vinculados al proyecto hayan tenido lugar entre las fechas de presentación de la solicitud de certificación y de la resolución que certifica el proyecto, pero en un ejercicio distinto a aquél en que se dicta la referida resolución, deberán ser considerados para la determinación de los beneficios que establece esta ley en el ejercicio en que dicha resolución sea dictada. 

Artículo 19.- Sin perjuicio del crédito señalado en el artículo anterior, el contribuyente tendrá derecho a rebajar como gasto necesario para producir la renta, en aquella parte que no sea crédito, los egresos y la cuota anual de depreciación a que se refiere el artículo 17, siempre que los respectivos proyectos de investigación y desarrollo estén debidamente certificados, y aún cuando los egresos incurridos con ocasión de las actividades de investigación y desarrollo realizadas en virtud de los mismos proyectos no sean necesarias para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados desde que se generaron dichos gastos. Cuando se deduzcan en ejercicios posteriores, se reajustarán conforme a lo dispuesto por el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 

Los egresos efectuados, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.

Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31, de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de proyectos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.

Igualmente, tratándose de gastos en bienes físicos del activo inmovilizado, respecto de las adquisiciones efectuadas en virtud de proyectos de investigación y desarrollo que estén certificados para los efectos de esta ley, los contribuyentes no podrán hacer uso, además, del crédito establecido en el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.  

Artículo 20.- Al menos, una vez al año, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos y a CORFO, en la forma y plazo que dichas entidades determinen, una declaración jurada informando: 

a) Los proyectos de investigación y desarrollo certificados por CORFO y que se hayan ejecutado, o se encuentren en etapa de ejecución, durante el ejercicio respectivo;

b) La individualización de las personas a quienes se han efectuado pagos en virtud de la ejecución de dichos proyectos, y el monto de dichos pagos, y

c) El costo total de cada proyecto certificado por CORFO.

Los contribuyentes que se acojan a lo que establecen los incisos tercero y siguientes del artículo 9º, deberán enviar al Servicio de Impuestos Internos, en el plazo que éste determine, lo señalado en la letra b) del inciso precedente.

Artículo 21.- Cuando parte de un proyecto de investigación y desarrollo sea financiado con recursos públicos, el beneficio establecido en esta ley será aplicable solamente respecto de aquella parte de los desembolsos que no haya recibido dicho financiamiento. Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y dentro del plazo que éste señale, una declaración jurada en la que indique qué parte de los desembolsos incurridos en el respectivo año no fue financiada con recursos públicos.

Artículo 22.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13, corresponderá exclusivamente a CORFO fiscalizar la correcta ejecución y cumplimiento de los proyectos de investigación y desarrollo ya certificados a que se refiere esta ley, para lo cual podrá solicitar, incluso de los contribuyentes, en forma periódica, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en esta ley y en el proyecto de investigación y desarrollo respectivo.

CORFO podrá declarar, mediante resolución fundada, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior y, especialmente, en el artículo 20, no fueren presentados a su satisfacción en los plazos y forma establecidos en la respectiva solicitud o en la ley. Asimismo, dicha resolución deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo respectivo.

También procederá esta declaración en el evento que el proyecto de investigación y desarrollo no estuviese ejecutándose adecuadamente de acuerdo a los antecedentes presentados a CORFO para efectos de su certificación.

No obstante lo anterior, cuando el contribuyente hubiese invocado los beneficios de esta ley en virtud de pagos o bienes que no correspondan total o parcialmente a los proyectos certificados por CORFO, el Servicio de Impuestos Internos podrá, previo pronunciamiento de CORFO mediante resolución fundada que determine que dichos gastos no corresponden total o parcialmente a los proyectos certificados por dicha Corporación, impugnar el crédito o la deducción de los gastos de que se trate, conforme a sus facultades de fiscalización, determinando los impuestos, intereses y multas que correspondan. En estos casos, CORFO podrá revocar la certificación correspondiente, siempre y cuando los gastos impugnados sean iguales o superiores al 20% del monto total del proyecto certificado.    

Artículo 23.- La resolución que revoque la certificación del proyecto de investigación y desarrollo respectivo, impedirá al contribuyente  acogerse a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley respecto de dicho proyecto de investigación y desarrollo, por lo que el contribuyente deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del proyecto de investigación y desarrollo.

La resolución de que trata este artículo y el artículo anterior deberá ser notificada a él o los contribuyentes que corresponda, y contra ella procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.

CORFO deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, acerca de todas las resoluciones revocatorias emitidas durante el ejercicio.

Artículo 24.- En todo lo relativo al procedimiento de CORFO para la certificación de los proyectos de investigación y desarrollo, y a las facultades de fiscalización de que dicha entidad es titular de acuerdo a lo establecido en esta ley, se aplicarán las normas de la ley Nº 19.880. Asimismo, en las antedichas materias corresponderá a CORFO implementar y regular sus procedimientos internos para la correcta aplicación de la presente ley.".

13.- Agrégase, a continuación del nuevo artículo 24, el siguiente Título: 

"TÍTULO CUARTO: Disposiciones Generales y Sanciones

Artículo 25.- CORFO podrá cobrar un arancel a los contribuyentes por la certificación de los proyectos o contratos presentados, el que se incorporará al patrimonio de esta entidad y en ningún caso será restituido al solicitante, ni aun en el evento que el proyecto o contrato de investigación y desarrollo sea rechazado. El monto de este arancel, que tendrá por objeto financiar una parte de los costos del procedimiento establecido en la ley para la certificación de los contratos y proyectos de investigación y desarrollo, no podrá exceder del 4% del costo total del proyecto o contrato y, en todo caso, no podrá ser inferior a la suma de diez unidades tributarias mensuales.

El pago de este arancel será considerado como un gasto necesario para producir la renta para los efectos del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 26.- Las actividades propias de los contratos para la prestación de servicios de investigación y desarrollo objeto del beneficio tributario establecido en el Título Segundo de esta ley, no podrán ser al mismo tiempo objeto del beneficio señalado en el Título Tercero.

Tampoco podrá ser objeto de los beneficios de esta ley aquella investigación contratada por un contribuyente, cuando simultáneamente vincule los desembolsos efectuados con motivo del contrato, a un proyecto.

Cuando  se utilicen los beneficios que establece  esta  ley en los casos a que se refiere este artículo, respecto  del contribuyente  que  no  hubiere  podido sino estar  en  conocimiento, se  aplicará  lo dispuesto  por  el  artículo  23,  para los efectos  de
revocar  el proyecto, rectificar, girar o liquidar los impuestos, intereses y multas que corresponda. 

Artículo 27.- Durante la vigencia de la presente ley, CORFO preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, a lo menos, la siguiente información referida a los doce meses anteriores a la fecha del antedicho informe: 

a) Número de centros de investigación que solicitaron inscribirse en el Registro a que se refiere esta ley; número o porcentaje de los centros de investigación que habiendo solicitado dicha inscripción efectivamente fueron incorporados, incluyéndose información relativa a su distribución en las distintas Regiones del país y el porcentaje o número de centros de investigación registrados que dependen de universidades; número o porcentaje de los centros de investigación cuyas solicitudes de inscripción fueron rechazadas y las principales causales de dichos rechazos, y la identificación de los centros de investigación que hubieren sido eliminados del Registro y las causas de lo anterior;

b) Número total de contratos y proyectos de investigación y desarrollo respecto de los cuales se hubiere solicitado la certificación a la que se refiere esta ley, y número o porcentaje de los mismos que la hubieren obtenido, incluyéndose información que permita  identificar la cantidad de contratos de investigación  y desarrollo celebrados por cada centro de investigación. También, el número o porcentaje de contratos o proyectos de investigación y desarrollo a los que no se les concedieron la certificación y las principales causales de ello;

c) Número total de contribuyentes que hubieren suscrito contratos o presentado proyectos de investigación y desarrollo, que hayan sido certificados al amparo de lo dispuesto en la presente ley, incluyéndose información que permita, en lo posible, categorizar a los mismos según sector económico al que pertenezcan, su tamaño como organización y las Regiones del país en las que tienen su domicilio;
d) Número total de contribuyentes que hubieren optado por el procedimiento de certificación señalado en los incisos segundo y siguientes del artículo 4º, y tercero y siguientes del artículo 9º, y
e) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en actividades de investigación y desarrollo, mediante los contratos y,o proyectos de investigación y desarrollo a los que se refiere esta ley, debiendo indicarse el o los sectores económicos y las Regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos invertidos a través de tales contratos y,o proyectos.

El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo CORFO publicarlo en forma electrónica o digital el día 30 de enero de cada año.

Artículo 28.- El Ministerio de Hacienda informará anualmente a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley, incluyendo el número de proyectos y el monto de recursos involucrados.
Artículo 29.- Los que individualmente o concertados proporcionaren antecedentes, informes o declaraciones maliciosamente falsas o incompletas con el objeto de obtener la inscripción o mantenerse en el Registro, la certificación de un contrato de investigación y desarrollo o de impetrar el beneficio tributario a que se refiere esta ley, según corresponda, serán sancionados con las penas que se establecen en el N°23 del inciso primero del artículo 97, del decreto ley N° 830, de 1974, sobre Código Tributario.

14).- Reemplázase el artículo primero transitorio por el siguiente: 

"Artículo 1° transitorio.- Para los fines de acogerse al régimen de incentivos contemplado en la presente ley, los contribuyentes deberán presentar a CORFO las solicitudes de certificación de sus contratos y proyectos hasta el día 31 de diciembre de 2025. En consecuencia, los contratos y proyectos debidamente certificados por CORFO, darán derecho a los contribuyentes a hacer uso de los beneficios de esta ley, aun cuando estos beneficios se hagan efectivos con posterioridad al 31 de diciembre de 2025, con tal que la solicitud de certificación respectiva haya sido presentada hasta dicha fecha.".

15).- Reemplázase el artículo segundo transitorio por el siguiente:

"Artículo 2° transitorio.- Durante el segundo semestre del año 2018, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo encargará la realización de un estudio y evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización, por parte del sector privado, de actividades de investigación y desarrollo, y en cuanto instrumento de incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el referido sector privado. 

En el antedicho estudio deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevos centros de investigación, y la calidad de los mismos, así como en la mejora de los centros de investigación ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de infraestructura y de personal calificado para llevar a cabo las labores de investigación y desarrollo; su impacto en las empresas o contribuyentes involucrados, en términos de la incorporación de los resultados de la investigación y desarrollo a sus procesos, del gasto comprometido en investigación y desarrollo, del aumento en la competitividad de dichas empresas, de los incrementos de valor experimentados por ellas con ocasión de la investigación y desarrollo. El mencionado estudio deberá incluir además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 27 de la presente ley. El estudio y evaluación antes referidos será de público conocimiento, debiendo ser publicado en forma electrónica o digital, por el referido ministerio, en el mes de junio del año 2019. Lo anterior es sin perjuicio de la evaluación que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo realizará el segundo semestre del año 2015 acerca del uso de la presente ley por el sector privado. Dicha evaluación será de público conocimiento, debiendo ser publicada en forma electrónica, digital e impresa por el referido ministerio, en el mes de junio de 2016.".

Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial. Con todo, los contribuyentes que a dicha fecha tengan vigente uno o más contratos de investigación y desarrollo, debidamente certificados por CORFO, en virtud del cual estuvieren haciendo uso de los beneficios que contempla el artículo 5° de la ley N° 20.241, continuarán acogidos a dichos beneficios, en los mismos términos que señala el referido artículo, hasta el término del respectivo ejercicio. En lo sucesivo, estos contribuyentes podrán optar si se acogen a las modificaciones introducidas a la ley N° 20.241 por la presente ley, o continúan haciendo uso de los señalados beneficios tributarios en los términos consagrados en el régimen anterior. En cualquier caso, deberán informar de su decisión al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine. 

Dentro del mismo plazo deberá dictarse el reglamento establecido en el artículo 16 incorporado a la ley N° 20.241, por esta ley, pudiéndose al efecto adecuar la reglamentación vigente".".
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL USO DEL PABELLÓN PATRIO 

(7273-06, 7095-06 Y 7195-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar los proyectos de ley señalados en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciados respectivamente en una moción del Honorable Senador señor Longueira; otra de los Honorables Senadores señores Bianchi y Chahuán y en un mensaje de S.E el Presidente de la República.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, el Ministro de Defensa Nacional, señor Andrés Allamand y su asesor jurídico, señor Andrés Tavolari, y el ex Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet, y su asesor jurídico, señor Felipe de Pujadas.

- - -

I. OBJETIVO


Autorizar el uso o izamiento de la Bandera Nacional o Pabellón Patrio en cualquier tiempo sin previa autorización, salvo los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre, en que es obligatorio.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que el N° 3 del artículo 7° del texto que se propondrá al final de este informe, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional pues entrega una nueva atribución al Consejo Regional, materia que de conformidad con la Constitución Política ha de ser regulada por normas de esa jerarquía.

III. CUESTIÓN PREVIA


Hacemos presente que con fecha 11 de enero de 2011, la Sala del Senado, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, refundió en un solo texto el contenido de los proyectos de ley incluidos en los boletines N°s. 7.095-06; 7.195-06, y 7.273-06, y autorizó tratar estos asuntos en discusión general y particular a la vez.


Además, prevenimos que para el estudio de estas iniciativas la Comisión consideró otro proyecto aprobado en primer trámite constitucional  por la Honorable Cámara de Diputados sobre el uso ciudadano de la Bandera Nacional, que no pudo ser refundido con los mencionados por encontrarse en un trámite constitucional diferente.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1.- Constitución Política.


2.- Ley N° 2.597, sobre colores y proporciones de la Bandera Nacional, de la Banda Presidencial y de la Escarapela y Cucarda. 


3.- Ley N° 18.287, sobre juzgados de Policía Local.


4.- Decreto con fuerza de ley N° 22, de 1959, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto de la ley orgánica constitucional del Servicio de Gobierno Interior de la República y deroga la ley de Régimen Interior, de 22 de diciembre de 1885.

4.2. De Hecho


La primera de las mociones mencionadas, de autoría del Honorable Senador señor Longueira (Boletín N° 7.095-06), expresa que las banderas tienen un profundo significado simbólico, por lo que ameritan un grado especial de respeto y reconocimiento. Recuerda que en nuestra legislación, la Bandera tiene reconocimiento constitucional en los artículos 2° y 22 de nuestra Carta Fundamental que han sido objeto de interpretaciones restrictivas, privando a los ciudadanos (por vía legal) el uso del emblema. A mayor abundamiento, cita el artículo segundo del decreto supremo N° 1.534, del Ministerio del Interior, sobre el Uso de Emblemas Nacionales, que dispone que sólo se podrá izar la Bandera los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre, sin que pueda usarse en público y enarbolarse en otras épocas del año (salvo autorización en contrario).


Agrega que en el derecho comparado se observan numerosas disposiciones que permiten el uso de las banderas, lo que refleja el apego de los pueblos a estos símbolos, uso que siempre deberá hacerse con respeto y consideración.

- - -


En el mismo orden, la moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Chahuán (Boletín N° 7.195-06) declara que la Constitución reconoce en la Bandera un emblema nacional, transformándola en un símbolo que une al país y lo identifica ante la comunidad internacional. Por ello, continúa, las condiciones para su uso deben establecerse en una norma legal que asegure, a su vez, la libertad y el debido respeto a los emblemas patrios.  


Expresa la moción que sólo dos cuerpos normativos se refieren a este tema: el ya mencionado decreto supremo N° 1.534 y el decreto con fuerza de ley N° 22, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto de la ley orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República. El artículo 80 de este último replica la norma del artículo 22 del decreto N° 1.534, salvo en la facultad que se le entrega a intendentes y gobernadores para permitir el uso o izamiento del Pabellón Nacional en el territorio de su jurisdicción, previo conocimiento del Ministerio del Interior, cuando exista motivo justificado y no se trate de efemérides en que sea obligatorio hacerlo. 


Por las razones indicadas, la iniciativa persigue que la Bandera pueda usarse e izarse a tope en cualquier época del año, velando siempre porque se la trate con respeto.

- - -


A su turno, el texto aprobado por la Honorable Cámara tuvo su origen en una moción de los Honorables Diputados señores Bahuer, García-Huidobro, Hernández, Paya, Sepúlveda, Ulloa, Urrutia y Ward y de los ex Diputados señores Alvarado, Alvarez y Paya que, al igual que las descritas en los párrafos precedentes, alude a la Bandera Nacional como un emblema que distingue la identidad de un país y permite su singularización en el contexto internacional. Agrega que el artículo segundo de nuestra Constitución la considera, en conjunto con el Escudo y el Himno Nacional, como un símbolo patrio. Su regulación legal está contenida en el decreto supremo N° 1.534, que obliga a su uso o izamiento los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre, cuestión que, según estiman sus autores, restringe su uso. 


Destacan que es usual que en festejos que impliquen unión nacional se enarbole la Bandera como símbolo representativo del país, por lo que se hace necesario flexibilizar la regulación existente para usarla o izarla en otras fechas distintas a las enunciadas, sin perder por ello el respeto y veneración que se le debe. 

- - -


Finalmente, el mensaje de S.E. el Presidente de la República (Boletín N° 7.273-06) señala que la Bandera está presente en cada una de las celebraciones del país, representando la identificación de todo un pueblo. Sin perjuicio de ello, la ley prohíbe su uso o izamiento libre, estableciendo sólo algunas oportunidades en que dicho uso o izamiento son obligatorios, como ocurre con las fechas del 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre. Esta norma -declara el mensaje- ha caído en desuso, puesto que la Bandera Nacional se utiliza en diversas épocas y circunstancias que van más allá de las fechas enunciadas. 


El mensaje recuerda, al igual que las mociones, que el artículo 2° de la Constitución establece que son símbolos nacionales la Bandera, el Escudo y el Himno. Además, su artículo 22 prescribe que todo habitante de la República debe respeto a Chile y a sus emblemas nacionales. Señala, también, que la regulación legal de esta materia se encuentra en el decreto con fuerza de ley N° 22, de 1959, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto de la ley orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República, disponiendo en su artículo 80 que nadie podrá usar en público ni enarbolar en los edificios públicos o particulares la Bandera Nacional sin la correspondiente autorización de los intendentes o gobernadores, previa consulta al Ministerio del Interior. Por otra parte, continúa, el decreto supremo N° 1.534, de 1967, actualizó y refundió las disposiciones legales y reglamentarias vigentes al respecto, prescribiendo que la Bandera sólo podrá utilizarse los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre (uso obligatorio); en otros casos, serán los intendentes y gobernadores quienes autoricen el uso o izamiento a tope o a media asta en el territorio de su jurisdicción (previa autorización del Ministerio del Interior), siempre que exista motivo justificado.


Se refiere enseguida el mensaje a las iniciativas que actualmente se encuentran en trámite en el Congreso Nacional sobre esta materia, todas las cuales coinciden en su idea matriz: proyecto de ley que regula el uso de la Bandera Nacional (Boletín N° 7.177-06), que está en su primer trámite constitucional en la Honorable Cámara de Diputados (Comisión de Gobierno Interior); y los ya referidos proyectos de los Boletines N°s 7.095-06, 7.195-065 y 5.110-06, aprobado este último por la Honorable Cámara en su primer trámite. 


El objeto del proyecto del Ejecutivo, según reza el mensaje, consiste en modificar las condiciones vigentes que permiten el uso o izamiento de la Bandera Nacional, autorizando su uso ciudadano en cualquier época del año. Hace presente que con fecha 17 de agosto de 2010, por la vía del decreto exento N° 2.850, se dispuso el izamiento a tope de la Bandera Nacional en los edificios públicos de todo el territorio patrio durante el mes de septiembre de ese año, autorizándolo también para los edificios y residencias particulares, en razón de la celebración del Bicentenario de la República.

Respecto del contenido de la iniciativa, el mensaje expresa que se autoriza el uso o izamiento de la Bandera reconociéndola como uno de los emblemas nacionales, según lo dispone el artículo 2° de nuestra Carta Fundamental, junto con el Escudo de Armas de la República y el  Himno Nacional. Señala además que la forma o  características del Pabellón Nacional son las contenidas en la ley N° 2.597 sobre colores y proporciones de la Bandera Nacional, de la Banda Presidencial y de la Escarapela o Cucarda.


Señala también que la Bandera Nacional podrá usarse o izarse en los edificios y residencias particulares en cualquier época del año, manteniendo siempre el debido respeto que a todo emblema patrio se debe y observando las disposiciones sobre su uso. Lo anterior es sin perjuicio de aquellas oportunidades en que se trate de efemérides patrias o haya un motivo justificado, y que corresponda hacerlo en todo el país, caso en el cual el uso o izamiento de la Bandera Nacional será dispuesto por un decreto supremo. En todo caso, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública se ajustarán a las normas reglamentarias que rigen en estas instituciones.


La iniciativa entrega la fiscalización de estas disposiciones a Carabineros de Chile, quienes deberán realizar la denuncia correspondiente ante el juzgado de Policía Local respectivo.


Asimismo, el proyecto dispone que el infractor será sancionado con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales, las que se cobrarán en conformidad al procedimiento establecido en la Ley Nº 18.287, sobre Juzgados de Policía Local. Todo ello, sin perjuicio de las sanciones penales en caso de ultraje, tipificado en la Ley de Seguridad Interior del Estado o en el Código de Justicia Militar.


Finalmente, se deroga el artículo 80 del Decreto con Fuerza de Ley N° 22, de 1959, del Ministerio de Hacienda. 


Por las razones expuestas, y reconociendo en la Bandera un símbolo de identificación nacional, manifiesta el mensaje que se hace necesaria una nueva regulación para el uso o izamiento de la Bandera Nacional, facilitando una mayor flexibilidad que permita a los ciudadanos manifestarse.

- - -

VI. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR DE LAS INICIATIVAS

En sesión de 4 de enero de 2011, el ex Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet, señaló que el artículo 2° de la Constitución Política de la República establece que son emblemas nacionales la Bandera Nacional, el Escudo de Armas de la República y el Himno Nacional. Recordó que el artículo 22 de la Carta Fundamental señala que todo habitante de la República debe respeto a Chile y a sus emblemas nacionales, y respecto de la regulación de esta materia, expresó que ella está contenida en el decreto con fuerza de ley N° 22 de 1959, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto de la Ley Orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República y deroga la Ley de Régimen Interior, de 22 de diciembre de 1885. En su artículo 80 esta regulación dispone que nadie podrá usar en público ni enarbolar en los edificios públicos o particulares la Bandera Nacional, sin la correspondiente autorización, la cual deberá otorgarse por los intendentes y gobernadores previo consentimiento del Ministerio del Interior y siempre que haya motivo justificado. Por otra parte, el decreto supremo N° 1.534 de 18 de octubre de 1967, del Ministerio del Interior, sobre el uso de los Emblemas Nacionales, actualizó y refundió las disposiciones legales y reglamentarias vigentes sobre este asunto.


Conforme con las disposiciones señaladas precedentemente, agregó, si se pretende izar la bandera nacional en una oportunidad distinta a los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre, se habrá de contar con el permiso del respectivo intendentes o gobernador, quien y previa visación del Ministerio del Interior, la otorgará en los casos que concurra un motivo justificado.


Señaló que el proyecto del Ejecutivo recoge diversas iniciativas de origen transversal que permiten el uso e izamiento de la Bandera Nacional en cualquier época del año -todas coincidentes en sus fundamentos-, manteniendo la obligación del izamiento los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre. En este sentido, el texto del mensaje sistematiza los contenidos de las iniciativas en debate y agrega una norma relativa a la forma y características de la Bandera, que queda entregada a las disposiciones de la ley N° 2.597, sobre colores y proporciones de la Bandera Nacional, de la Banda Presidencial y de la Escarapela o Cucarda. Faculta también a Carabineros de Chile para la fiscalización del cumplimiento de las normas de esta ley, denunciando a los infractores a los juzgados de Policía Local los cuales podrán imponer una multa de una a cinco unidades tributarias mensuales. 


El Honorable Senador señor Sabag consultó por la situación de los sectores que actualmente tienen como giro comercial la reproducción de prendas de vestir u otras figuras con la Bandera Nacional.


El Honorable Senador Zaldívar valoró las iniciativas que actualmente se encuentran en trámite en el Congreso Nacional, como también la propuesta del Ejecutivo que sistematiza y agrega nuevos elementos. Sin perjuicio de lo anterior, fue de opinión que el texto propuesto en el mensaje requiere de precisiones en la redacción de algunas normas, como es la comprensión correcta del vocablo “izar”, puesto que en diversas ocasiones se cuelgan las banderas desde balcones. 


El ex Ministro de Defensa Nacional, señor Ravinet, respecto de la consulta del Honorable Senador señor Sabag, expresó que el proyecto en debate se refiere al uso del Emblema Nacional en cuanto símbolo patrio que puede exponerse públicamente en un mástil en edificios públicos y particulares. Además, sugirió estudiar la posibilidad de dictar un reglamento que considere otras situaciones diferentes de las contenidas en este proyecto. También concordó con el Honorable Senador señor Zaldívar en que puede mejorarse la redacción de algunas normas, particularmente en lo relativo a las situaciones en que las banderas son usadas en balcones u otros sitios, por lo que se comprometió a proponer indicaciones en ese sentido. 


Por su parte, el Ministro de Defensa Nacional señor Andrés Allamand, envió la siguiente minuta que da cuenta de su intervención en la Comisión:


“El proyecto de ley persigue reflejar una realidad innegable: la Bandera Nacional es un elemento con el que los chilenos se identifican y que utilizan en determinadas circunstancias, para manifestar su alegría. Es así que, por ejemplo,  acostumbramos a observar cómo el país se llena de banderas cuando nuestros deportistas logran un triunfo relevante. De esta forma, a través de la Bandera Nacional, los chilenos se identifican con su país. Esto es muy valioso, porque más allá de la norma legal que la reconoce como símbolo patrio, dicha identificación realmente ocurre en la práctica. 


Sin embargo, por una norma de fines de los años 50, el uso ciudadano de la Bandera Nacional se encuentra prohibido. Como es evidente, esta norma ha quedado completamente desfasada. Por lo demás, en el ámbito comparado ocurre algo similar: la mayor parte de los países reconoce el uso ciudadano de sus respectivas banderas y, francamente, no existe razón alguna para que no ocurra lo mismo en Chile.


Por otra parte, las distintas regiones se han ido dotando de sus propias banderas, porque en ellas también existe un sentimiento de identidad que es importante reflejar. Se trata de un sentimiento de identidad regional que es absolutamente compatible la identidad nacional, por lo que también estimamos necesario reconocer, en este proyecto de ley, a las banderas regionales. Para este efecto, presentaremos una indicación que modifique las facultades de los gobiernos regionales y de los gobernadores para que guarden coherencia con el resto del proyecto.  


Cabe destacar que el uso que se hace de la Bandera por parte de la ciudadanía es, en la enorme mayoría de los casos, correcto y adecuado, siendo muy difícil recordar episodios en que se haya hecho un mal uso de ella. Sin perjuicio, resulta necesario reconocer que el mal uso, cuando ocurre, debe ser sancionado. 


Así, mediante este proyecto, queremos derogar el artículo 80, del DFL 22, de 1959, que prohíbe el uso ciudadano de la Bandera Nacional, permitiendo que ella pueda ser usada en toda ocasión, sin perjuicio de ciertas efemérides en que su uso debe ser obligatorio.”.
- - -


Con el mérito de los fundamentos de las mociones y del mensaje y de las intervenciones precedentes, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Rossi, Sabag y Zaldívar, aprobó la idea de legislar respecto de estos proyectos de ley.

- - -

VII. CONTENIDO DE LAS MOCIONES


Consignamos, a continuación, el contenido de las mociones para, posteriormente, abocarnos a su discusión particular que comprende el contenido de aquéllas y el de las indicaciones que se plantearon durante el debate.


Ambas mociones, las signadas con los números 7.095-06 y 7.195-06 del Honorable Senador señor Longueira y de los Honorables Senadores señores Bianchi y Chahuán, respectivamente, se estructuran en dos artículos.


El artículo 1° de la primera de las mociones -de autoría del Honorable Senador señor Longueira- conformado con tres incisos, declara que la Bandera Nacional se puede usar, para fines públicos y privados y en cualquier fecha, con el debido respeto y evitando todo ultraje u ofensa.


Enseguida, inciso segundo, impone como obligación ciudadana izar al tope el Pabellón Patrio los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre.


El inciso tercero entrega a intendentes y gobernadores la función de velar por el buen uso de esta autorización.


El artículo 2° de este texto preceptúa que la violación de las disposiciones precedentes es título suficiente para que el intendente o gobernador ordene el retiro del Emblema sin perjuicio de las sanciones que procedan. Si la violación constituyera ultraje, la sanción se impondrá conforme a las normas de la Ley de Seguridad del Estado.


Por su parte, el artículo 1° de la moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Chahuán contiene tres preceptos: el primero obliga el izamiento al tope de la Bandera Nacional, en edificios públicos y privados, los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre. El segundo autoriza el izamiento del Pabellón Patrio por toda persona y en cualquier fecha y el tercero previene que esta autorización debe ejercerse con respeto, respondiendo las personas por los actos de ultraje en que incurrieren.


El artículo 2° de esta iniciativa propone la derogación de los incisos primero y segundo del artículo 80 del decreto con fuerza de ley N° 22, de Hacienda, de 1959, y el artículo 2° del decreto supremo N° 1.534, de Interior, de 1967.


(Los primeros de los preceptos mencionados prohíben el uso particular de la Bandera Nacional sin autorización y facultan a intendentes y gobernadores, para permitir su uso, previo visto bueno del Ministerio del Interior, cuando se estime justificado y no corresponda hacerlo por tratarse de efemérides patrias.


El tercer precepto también prohíbe el uso particular de la Bandera Nacional con excepción de los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre, en que es obligatorio su izamiento (inciso primero).


Su inciso segundo reproduce la facultad de intendentes y gobernadores para permitir el uso del Pabellón en la forma establecida en las normas anteriores.

VIII. TEXTO DEL MENSAJE


Consignamos a continuación el texto del mensaje que sirvió de referencia al proyecto que se propondrá al final, que incluye, en su caso, el contenido de las mociones ya descritas, una indicación del Ejecutivo que sugiere enmiendas a la Ley Orgánica de Gobierno y Administración Regional y los acuerdos adoptados por la Comisión.

Artículo 1°


Define la Bandera Nacional, invocando la Constitución Política, como un emblema nacional cuya forma y características están contenidas en la ley N° 2.597 sobre colores y proporciones de la Bandera Nacional, de la Banda Presidencial y de la Escarapela o Cucarda.


La Comisión aprobó este texto pero eliminó la mención que le hace a la Constitución Política.

(Unanimidad de los Honorables Senadores señores Bianchi, Sabag y Zaldívar).

Artículo 2°


Su inciso primero autoriza el uso o izamiento de la Bandera Nacional sin autorización previa, en cualquier fecha, cuidando siempre de resguardar el respeto de la misma y observar las normas que regulan su uso. (Artículo 1° de ambas mociones).


Agrega en un inciso segundo, que la autorización anterior en sin perjuicio del uso o izamiento obligatorio del Pabellón en el caso de las efemérides patrias u otro motivo justificado, de acuerdo con el reglamento. (Artículo 1° de ambas mociones).


El inciso tercero de este artículo dispone que el Pabellón se enarbolará en una asta izada al tope, salvo que un decreto supremo determine otra forma de uso o izamiento.


En su inciso cuarto, remite el uso del Pabellón Patrio por las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública a las normas reglamentarias de esas instituciones.


La Comisión redujo este artículo a tres incisos que regulan la autorización del uso o izamiento de la Bandera libremente; su uso o izamiento obligatorio y el que hagan de ella las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


De la forma dicha, el primer nuevo inciso reproduce el del texto del mensaje pero suprime la frase que restringe el uso o izamiento del Pabellón “en cualquier época del año”.


El segundo nuevo inciso recoge en términos resumidos la idea contenida en el inciso segundo del mensaje, esto es, se limita a declarar que el uso o izamiento será obligatorio en las oportunidades o efemérides que determine el reglamento.


El tercer nuevo inciso declara que el uso del Pabellón por las Fuerzas Armadas y Fuerzas de Orden y Seguridad Pública se ajustará a la normativa reglamentaria de esas instituciones.


Finalmente, en lo tocante a este artículo 2°, el precepto de reemplazo que propondrá la Comisión suprime la norma del mensaje que obligaba a enarbolar el Pabellón en una asta.

(Unanimidad de los Honorables Senadores señores Bianchi, Sabag y Zaldívar).

- - -


Enseguida, acogiendo una sugerencia del Honorable Senador señor Bianchi, que se declaró admisible, la Comisión introdujo un artículo 3°, nuevo, que regula el uso o izamiento de las banderas regionales. El referido precepto reconoce estos pabellones y dispone que ellos se usarán o izarán conjuntamente con la Bandera Nacional en los actos oficiales; y entendiendo que hay fechas o acontecimientos de marcada connotación regional o local, autoriza el libre uso o izamiento de las banderas regionales en otros actos, no oficiales, en la forma o con las modalidades que establezca el reglamento.

(Unanimidad de los Honorables Senadores señores Bianchi, Sabag y Zaldívar).

- - -

Artículo 3°


Pasa a ser artículo 4°.


Este precepto del mensaje, conformado con dos incisos, faculta a Carabineros para fiscalizar las normas de esta ley y sus reglamentos, denunciando las infracciones al juez de Policía Local, las que serán castigadas con multas de una a cinco unidades tributarias mensuales. El procedimiento será el sancionado por la ley N° 18.287 sobre procedimientos en los juzgados de Policía Local (inciso primero).


El inciso segundo dispone que la sanción pecuniaria del inciso anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal por el delito de ultraje previsto en la Ley de Seguridad del Estado y en el Código de Justicia Militar. (Artículo 2° moción del Honorable Senador señor Longueira).


La Comisión desagregó este artículo en dos artículos 4° y 5°, nuevos, que se refieren, respectivamente a las facultades de fiscalización que el proyecto del mensaje entrega a Carabineros y, el segundo, a la penalidad por los delitos o infracciones a las normas que regulan el uso del Pabellón Patrio.


Por lo que hace al primero, incorporó una norma que declara que Carabineros fiscalizará el cumplimiento de las normas que regulan el uso o izamiento de la Bandera Nacional, con lo cual este último texto difiere del mensaje que los facultaba, además para denunciar las infracciones al juzgado de Policía Local. (Se incorpora al proyecto como nuevo artículo 4°).

(Unanimidad de los Honorables Senadores señores Bianchi, Sabag y Zaldívar).


En lo que concierne a la mención que el texto del mensaje hace a la Ley de Seguridad del Estado y al Código de Justicia Militar, el texto de la Comisión -artículo 5°- innova en el sentido de que declara que además del delito de ultraje previsto en la letra b) del artículo 6° de la Ley de Seguridad del Estado, sancionado con presidio o relegación menores en los grados medio a máximo, el mal uso o uso indebido del Pabellón Patrio con el propósito de causar escarnio es castigado con multa de hasta diez unidades tributarias mensuales.

(Unanimidad de los Honorables Senadores señores Bianchi, Sabag y Zaldívar).


Reabierto el debate en sesión de 12 de julio conforme lo autoriza el artículo 185 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó reemplazar la multa de hasta diez unidades tributarias mensuales acordada en la primera discusión por la pena de presidio o reclusión menores en sus grados mínimo a medio. De este modo, el ilícito del escarnio -mofa o burla hecha con la intención de afrentar- queda incluido en el mismo fuero penal que el delito de ultraje a la Bandera (injuria) consignado en la Ley de Seguridad del Estado, pero con una penalidad menor: de 61 días a 541 días frente a los 541 días a 3 años con que se sanciona el delito de ultraje. Al acordar este reemplazo, es decir, al asignar al mal uso o uso indebido del Pabellón Patrio con el propósito de causar escarnio, el carácter de simple delito, la Comisión estimó que no procede consultar a la Excma. Corte Suprema al tenor del artículo 77 de la Constitución Política, pues en lugar de disponer nuevas atribuciones para los jueces, el proyecto se limita a configurar un delito cuyo juzgamiento por esencia corresponde a la justicia criminal.


(El texto de reemplazo fue aprobado con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y la abstención del Honorable Senador señor Sabag).

Artículo 4°


Pasa a ser artículo 6°.


Finalmente, este precepto del mensaje deroga el artículo 80 del D.F.L. N°22, de 1959, del Ministerio de Hacienda (prohíbe a los particulares enarbolar el Pabellón Nacional en fechas que no sean efemérides patrias, sin previa autorización del intendente o del gobernador).

Indicación del Ejecutivo


Enseguida, el Ejecutivo propone en su indicación reemplazar la atribución que el artículo 4°, letra f), de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional (D.F.L. N° 1, de Interior, de 2005) le entrega al gobernador provincial, cual es la de disponer o autorizar el izamiento del Pabellón en su jurisdicción y permitir el enarbolamiento de pabellón extranjero, en los casos que autorice la ley.


El texto de reemplazo -que se incorpora al proyecto como nuevo artículo 7°- le confiere al gobernador la función de velar por el buen uso de la Bandera establecido en la ley sobre uso o izamiento de la Bandera Nacional y en su reglamento, y permitir el uso de pabellones extranjeros en los casos que autorice la ley.


Por último, la indicación propone una enmienda formal al final de la letra h) del artículo 20 del texto orgánico constitucional sobre Gobierno Regional (establece las atribuciones del Gobierno Regional), con el fin de incorporar en el mencionado artículo una letra final -letra j)- que establece como atribución de los Gobiernos Regionales aprobar las banderas, escudos e himnos regionales, en conformidad al reglamento que establece el artículo 2° de la ley sobre uso o izamiento de la Bandera Nacional.


La Comisión prestó su aprobación a esta indicación modificatoria de la ley de Gobierno y Administración Regional con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables senadores señores Bianchi, Sabag y Zaldívar.

- - -


En consecuencia, y cual se anunció al iniciarse este informe, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación de los proyectos de ley iniciados en mociones del Honorable Senador señor Longueira, Boletín N° 7.095-06, y de los Honorables Senadores señores Bianchi y Chahuán, Boletín N° 7.195-06, y en el mensaje de S.E. el Presidente de la República, Boletín N° 7.273-06, refundidos, en la forma de que da cuenta el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- La Bandera Nacional o Pabellón Patrio es un emblema nacional cuya forma y características están contenidas en la ley N° 2.597 sobre colores y proporciones de la Bandera Nacional, de la Banda Presidencial y de la Escarapela o Cucarda.


Artículo 2°.- La Bandera Nacional podrá usarse e izarse sin autorización previa, cuidando siempre de resguardar el respeto de la misma y de observar las disposiciones que reglamenten su uso o izamiento.


Con todo, su uso e izamiento será obligatorio en las oportunidades o efemérides que determine el reglamento.


El uso del Pabellón Patrio por las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública se ajustará a las normas reglamentarias que rigen a dichas instituciones.


Artículo 3°.- En los actos oficiales las banderas o pabellones regionales deberán usarse e izarse conjuntamente con la Bandera Nacional o Pabellón Patrio. En los demás actos, las banderas o pabellones regionales se usarán e izarán en la forma que determine el reglamento.


Artículo 4°.- Carabineros de Chile fiscalizará el cumplimiento de las normas que regulan el uso e izamiento del Pabellón Patrio.


Artículo 5°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b) del artículo 6° del decreto supremo N° 890, de 1975, del Ministerio del Interior, que fijó el texto actualizado y refundido de la ley N° 12.927, sobre seguridad del Estado, el mal uso o uso indebido del Pabellón Patrio hecho con el propósito de causar escarnio, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo a medio.


Artículo 6°.- Derógase el artículo 80 del Decreto con Fuerza de Ley N° 22, de 1959, del Ministerio de Hacienda que fija el texto de la Ley Orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República y deroga la ley de Régimen Interior, de 22 de diciembre de 1885.


Artículo 7°.- Modíficase el D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio del Interior, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en el siguiente sentido:


1. Sustitúyese la letra f) del artículo 4°, por la siguiente:


“f) Velar por el buen uso de la Bandera Nacional establecido en la ley sobre uso e izamiento de la Bandera Nacional y en su reglamento, y permitir el uso de pabellones extranjeros en los casos que autorice la ley.”.


2. Elimínase la conjunción “e” después de la coma (,) al final de la letra h) del artículo 20, y agrégase la conjunción “y” después de la coma (,) al final de la letra i) del mismo artículo.


3. Agrégase al final del artículo 20 la siguiente letra j), nueva:


“j) Aprobar las banderas, escudos e himnos regionales, en conformidad al reglamento que establece el artículo 2° de la ley sobre el uso e izamiento de la Bandera Nacional.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Kuschel (Carlos Bianchi), Fulvio Rossi y Andrés Zaldívar; 22 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi y Hosain Sabag; 5 de abril de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 3 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente Accidental), Fulvio Rossi, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar; 5 de julio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente Accidental), Carlos Bianchi y Andrés Zaldívar, y 12 de julio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 15 de julio de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.234, QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO DE SANEAMIENTO Y REGULARIZACIÓN DE LOTEOS IRREGULARES, Y RENUEVA SU VIGENCIA

(6830-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A una de las sesiones en que se trató esta iniciativa concurrió el Honorable Senador señor Kuschel.

Asimismo, asistieron, además de los miembros de la Comisión, los abogados asesores del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señores Juan Pablo González y Juan Ignacio Correa, y la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN), señora Verónica de la Paz.

 
Concurrieron también, especialmente invitados: de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), las abogadas, señoras Hellen Voght y Marianela Bustos; de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región de La Araucanía: señoras Marcela Rivera y Solange Carmine; de la Ilustre Municipalidad de Temuco: el  Alcalde, señor Miguel Ángel Becker, el Director Jurídico, señor Juan de Dios Fuentes, y la abogada, señora Clara Mancilla; de la Agrupación de Loteos Irregulares de Temuco: la Presidenta, señora Soledad Gallardo, y los dirigentes, señoras María Consuelo Figueroa, Ana Curín, Maritza Martínez, y señor Jorge González.

Cabe tener presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de los Comités adoptado en su oportunidad, se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, período en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Con el objeto de no variar la numeración de aquéllas contenidas en el Boletín correspondiente, a las nuevas indicaciones se les ha asignado una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

NORMA DE RANGO ORGÁNICO CONSTITUCIONAL
 

El artículo 4º del proyecto de ley tiene carácter orgánico constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 118, inciso quinto, de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículo único: número 1: artículo 6°; número 2: artículos 9°, 10 y 11.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 2 y 9 bis.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 3, 7, 8 bis y 11.

4.- Indicaciones rechazadas: 8 y 10.
5.- Indicaciones retiradas: 4, 5, 6 y 9.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
- - -


Antes de iniciar el estudio de las indicaciones, el Honorable Senador señor García solicitó a la Comisión escuchar a la Agrupación de Loteos Irregulares de Temuco y a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI).


Fundamentó su solicitud en la trascendencia que tendrá la presente iniciativa legal al constituir un poderoso instrumento de regularización de loteos, y en el hecho de que en la IX Región existe una gran cantidad de viviendas cuyos títulos han sido regularizados, pero que no logran obtener mejores espacios públicos porque los terrenos no están incorporados en los planos reguladores respectivos. Esta situación ha dado lugar a poblaciones sin pavimentación, sin alumbrado público y sin agua potable. Advirtió que este grave problema debe ser solucionado por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE), mediante la asignación de recursos a los municipios.


Por otra parte, llamó a la Comisión a considerar la regulación especial que poseen las tierras indígenas, aludidas en el articulado del proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Tuma informó que la referida Agrupación no ha utilizado el procedimiento de regularización de la ley N° 20.234, y que sólo ha resuelto el tema de los títulos de dominio. Expresó que una vez obtenidos los títulos y la urbanización respectiva, todo proyecto de mejora de espacios comunes -que sean bienes nacionales de uso público-, podrá ser financiado por el Estado.


El Honorable Senador señor García manifestó que varias Direcciones de Obras Municipales de la IX Región se han negado a aplicar la ley N° 20.234, por tener imperfecciones o vacíos legales.

La Comisión acordó recibir en audiencia a las entidades sugeridas por Su Señoría.


El Alcalde de Temuco indicó que en su comuna existen 82 loteos irregulares, en los que viven alrededor de 15.000 personas. Añadió que la regularización debería ir acompañada de una asignación de recursos suficientes para efectuar obras de agua potable, alcantarillado, construcción de veredas, etc, cuyo financiamiento no puede ser absorbido por el municipio. Apoyó la iniciativa en estudio y agradeció la oportunidad de asistir a la Comisión.



La abogada de la CONADI indicó que el artículo 4°, inciso quinto, del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, se refiere expresamente a la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, al señalar que para aquellos loteos materializados en terrenos indígenas, los lotes resultantes que deban considerarse bienes nacionales de uso público mantendrán esta calidad. Asimismo, se dispone el gravamen de servidumbre de tránsito para estos loteos, previa autorización del Director de la CONADI, a requerimiento del Director Obras Municipales.
 

Aclaró que las indicaciones de S.E. el Presidente de la República también aluden a los terrenos indígenas, al disponer que con el solo otorgamiento de la recepción provisoria, los lotes materializados en terrenos que de conformidad a la ley N° 19.253 tengan la calidad de indígenas, quedarán desafectados de dicha calidad para el solo efecto de aplicar las disposiciones de la ley en trámite.

 
Acotó que el Director de Obras Municipales deberá oficiar a la CONADI para solicitar un pronunciamiento dentro del plazo de 15 días hábiles, y sólo con la respuesta favorable de la Corporación, podrá otorgar la recepción provisoria.


Hizo presente que la iniciativa vulnera las normas de la ley N° 19.253, en los siguientes aspectos:

a) El concepto de desafectación, utilizado en la indicación mencionada, contraría el espíritu de la ley N° 19.253, cuyo artículo 1°, inciso tercero, dispone la obligación del Estado de proteger las tierras indígenas y propender a su ampliación.

 
b) Se vulneran las normas que prohíben la división de las tierras indígenas en hijuelas de más de 3 hectáreas, que sólo podrá efectuarse con la autorización del juez competente y por motivos calificados.

 
c) Mediante el proceso de desafectación pierde vigencia el artículo 13 de la ley N° 19.253, donde se establece, por exigirlo el interés nacional, un sistema de protección de las tierras indígenas.

 
d) La situación anterior se ve agravada por la posibilidad de que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, ante la negativa  del Director de Obras Municipales de otorgar la recepción provisoria al pronunciarse sobre el reclamo que se formule, si fuere procedente, ordenará  otorgar tal recepción sin intervención de la CONADI, lo cual desafectará los lotes de tierras indígenas de su condición, perdiendo la protección que les otorga la ley.


Indicó que la iniciativa contiene normas que afectan directamente a estos terrenos, por lo que es preciso consultar a los pueblos originarios interesados.


Destacó que el problema de la IX Región radica en que las tierras indígenas han quedado incorporadas en las ampliaciones de los planos reguladores urbanos, provocando la restricción de su uso agrícola -actividad propia del pueblo mapuche-, además de imponerse limitaciones sanitarias para la crianza de animales.

 
Resaltó que los inmuebles allí ubicados aumentan su plusvalía, causando problemas en la permuta de estos terrenos, que se hace conforme a su valor comercial. La solución, aclaró, está en el procedimiento de desafectación de estas tierras en tribunales.



Señaló que de los 82 loteos irregulares de la Región, 22 corresponden a tierras indígenas.


La Presidenta de la Agrupación de Loteos Irregulares de Temuco hizo presente que la organización que representa fue estafada al comprar terrenos en situación irregular. Añadió que actualmente los loteos cumplen con el 80% de las exigencias impuestas por la Ley General de Urbanismo y Construcciones, además de contar con los títulos de dominio de sus socios otorgados por el Ministerio de Bienes Nacionales. Connotó que un 60% de los loteos cuenta con luz eléctrica y agua potable, y un 10% con alcantarillado.

 
Explicó que la Agrupación está conformada por 77 loteos en Temuco -con 4.856 familias- y 47 loteos en el resto de la IX Región, con 1.230 familias.





Efectuó algunas observaciones y sugerencias al proyecto de ley:
 



1.- Disponer en el articulo 4°, que una vez obtenida la recepción provisoria y que se haya inscrito la prohibición de enajenar, ceder o transferir en el Conservador de Bienes Raíces, quede enunciado que las calles, pasajes, áreas verdes y equipamiento pasan a ser bienes nacionales de uso público, con el objeto de permitir a las empresas privadas ejecutar los proyectos. 




2.-Destinar recursos para la urbanización.




 
3.- Aumentar los plazos contemplados en la iniciativa para obtener la recepción definitiva, de 5 años renovables, para dar cumplimiento a las normas urbanísticas y de urbanización.
 



4.- Cambio uso de suelo: respecto de las villas que se encuentren en la zona rural dentro de los planos reguladores, el hecho de obtener un informe favorable y luego una resolución parcial debe ser suficiente para decretar el cambio de uso de suelo.

        



5.- Asignar un número municipal a cada sitio del loteo, puesto que es un requisito para entregar el título individual con la respectiva asignación de un Rol.
       



 6.- Aplicación del Programa de Mejoramiento de Barrios donde existan 2 o más loteo juntos y cuando los programas de inversión sean de primera necesidad, como el agua.

        



7.- El proyecto de ley no permite postular a programas de mejoramiento o ampliación de viviendas, ya que sólo se pueden regularizar las viviendas de autoconstrucción en la Dirección de Obras Municipales cuando el loteo obtenga la recepción definitiva. Solicitó que con la recepción parcial se pueda hacer este trámite.

       



8.- Loteos en suelo indígena: indicó que este proyecto de ley no beneficiará a las tierras indígenas si no son desafectadas. 





Respecto de este último punto, sugirió algunas soluciones:
        



a.- Una ley interpretativa que establezca que cuando los loteos  estén dentro del Plano Regulador Urbano se desafecte la tierra con el fin de urbanizar y regularizar la villa.

       



b.- Que se desafecten estas tierras para un fin social.
       



c.- Que se destinen recursos para que los dirigentes puedan realizar el trámite de permuta ante la CONADI.



9.- Establecer responsabilidad y sanciones para los notarios y los loteadores. 


El Honorable Senador señor Letelier aclaró que el proyecto de ley no abarca el tema del financiamiento para las urbanizaciones de los loteos, puesto que no corresponde que el Estado destine recursos fiscales para invertir en una propiedad privada.



Consultó la razón por la cual la Agrupación no se acogió a la ley N° 20.234.



La Presidenta de la Agrupación de Loteos Irregulares de Temuco explicó que de los 77 loteos irregulares que conforman su agrupación, sólo 33 se acogieron a la regularización de dicha ley, de los cuales 17 villas obtuvieron la recepción provisoria. En definitiva, las Direcciones de Obras Municipales en la mayoría de los casos no se pronunciaron por un vacío legal de este cuerpo normativo, relativo a la responsabilidad funcionaria derivada de las recepciones municipales.





Añadió que otros loteos de la Agrupación sobrepasaban el promedio de las 1.000 unidades de fomento de tasación, lo que les impidió acceder a los beneficios de la ley.



 
El Director Jurídico de la Municipalidad de Temuco propuso las siguientes enmiendas al proyecto de ley:

 
1.- En el artículo 1º, inciso segundo de la indicación número 1, se establece que el saneamiento del dominio de los lotes podrá efectuarse por cualquier ocupante, o quien lo represente, de conformidad con los procedimientos establecidos en la ley N° 16.741, en el decreto ley N° 2.695, de 1979, o en el decreto ley N° 1.939, de 1977, ambos del Ministerio de Bienes Nacionales, y demás normas legales sobre saneamiento que les sean aplicables.
 
Opinó que sería necesario perfeccionar el concepto de la o las calidades jurídicas del solicitante del saneamiento del dominio, toda vez que un ocupante es cualquier mero tenedor (artículo 714 del Código Civil), por lo que se podría entender que se está autorizando a solicitar el saneamiento a un arrendatario o usufructuario. Propuso utilizar el término “por cualquier poseedor” (artículo 700 del Código Civil) u homologar el concepto de poseedor a aquéllos utilizados en el artículo 3º del decreto ley N° 2.695, de 1979, del Ministerio de Bienes Nacionales.
 
2.- Indicó que el requisito relativo a la tasación máxima de 1.000 unidades de fomento en promedio de las viviendas existentes en el loteo, sólo induce a errores y confusión, por cuanto agrega una nueva etapa administrativa al proceso y puede generar desigualdades en la solución del problema, ya que algunos loteos no podrán regularizarse cuando unas pocas viviendas de mayor calidad eleven el promedio de la tasación. Propuso eliminar esta exigencia.
 

3.- En relación a la indicación número 6, del Honorable Senador señor Tuma, para incorporar una nueva exigencia para que los interesados constituyan la mayoría absoluta de los comuneros y que sean titulares de la mayoría absoluta de las cuotas sobre el bien común, recomendó acotar el concepto de “interesados” no sólo a aquellas personas que sean titulares de una parte o cuota del dominio del inmueble, toda vez que la gran mayoría de ellos es titular de una promesa de compraventa que los transforma en poseedores, pero no en copropietarios o titulares de cuotas de dominio.

 
Explicó que son los propios loteadores quienes mantienen el dominio de las áreas comunes, calles y pasajes, lo que les confiere gran parte de las cuotas del dominio, quedando a su arbitrio la solicitud de la recepción provisoria.
 
4.- El artículo 3º, letra a), de la iniciativa, dispone que para solicitar la regularización se deberá presentar en la Dirección de Obras una solicitud suscrita por los ocupantes, o quien los represente, que explique el origen de la conformación del loteo irregular, detallando una serie de otros aspectos allí individualizados. Para estos efectos, se considerará ocupantes a las personas que acrediten la tenencia material de los respectivos sitios al 31 de diciembre de 2006 por medios fidedignos, tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por la junta de vecinos, Carabineros u otras organizaciones comunitarias o autoridades de la localidad. 
 
Propuso cambiar el concepto de “ocupante” por el de “poseedor”, por las razones ya expuestas, recordando que lo mas grave de este texto es que permitiría a los meros tenedores (arrendatarios, usufructuarios, etc) suscribir esta solicitud, aún sin la autorización o anuencia del dueño.

 
Indicó que este artículo se contradice con la norma del numeral 6), nuevo, que el Honorable Senador señor Tuma propone incorporar al artículo 2º.

 
5.-.En cuanto al artículo 4º, inciso quinto, que señala que con el solo otorgamiento de la recepción provisoria los loteos materializados en terrenos indígenas quedarán desafectados de dicha calidad solo para aplicar las disposiciones de la presente ley, estimó que su ámbito de aplicación debería ser para todos los efectos legales, ya que de lo contrario los lotes resultantes seguirán siendo propiedad afecta a la calidad de terreno indígena con sus limitaciones propias, impidiendo que sus actuales poseedores se constituyan como dueños, porque ni siquiera les sería aplicable las normas del decreto ley N° 2695, de 1979, del Ministerio de Bienes Nacionales.
 
Igual situación ocurriría con los bienes nacionales de uso público que quedarían sujetos a las limitaciones de la ley N° 19.253.


6.-. Expresó que en el artículo 4º, inciso décimo, relativo al plazo para dar cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, no se salvaguardan las calles y pasajes que deben mantener la condición de bienes nacionales de uso público para permitir la inversión de recursos fiscales.
 
7.- Concordó con el artículo 10 del proyecto de ley, relativo a la exención de responsabilidad de los funcionarios municipales por las recepciones provisorias o definitivas que otorguen.
 
8.- Estimó necesario realizar la consulta consignada en el Convenio N° 169, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes de la Organización Internacional del Trabajo, cada vez que se prevean mediadas legislativas y administrativas que puedan afectarles directamente, como ocurre en la especie.
 
Se refirió a algunos alcances de dicho Convenio y a lo dictaminado por el Tribunal Constitucional sobre el particular. 

El Honorable Senador señor Letelier indicó que las situaciones en que se deberá consultar a los pueblos originarios conforme al Convenio referido constituye un debate que está en curso.



El Honorable Senador señor Sabag manifestó que si bien la Agrupación de Loteos Irregulares de Temuco no se pudo acoger a la ley N° 20.234, por los inconvenientes consignados, en esta oportunidad lo podrá hacer, puesto que la iniciativa en estudio perfecciona y extiende la aplicación de dicho cuerpo normativo. Consultó cómo fueron constituidos estos loteos, si por la vía de las tomas o mediante ventas irregulares.


La Presidenta de la Agrupación de Loteos Irregulares de Temuco contestó que mediante ventas irregulares.



El Honorable Senador señor Sabag hizo presente que los loteos brujos conforman una estafa para obtener dineros fiscales en forma irregular.



Destacó que la exigencia establecida para optar a la regularización referida a que las viviendas del loteo tengan una tasación máxima de 1.000 unidades de fomento, debe ser en promedio.


El Honorable Senador señor Letelier indicó que para determinar el referido promedio es necesario que lo calcule un tasador, lo que implica un costo más para el interesado.



El Honorable Senador señor García manifestó su preocupación respecto de la consulta a los pueblos originarios, resaltando que en la IX Región hubo casos en que se cometieron ilegalidades sin sancionar a los responsables. 


El Honorable Senador señor Tuma llamó a enfocar la discusión en el proyecto de ley en su conjunto, que será aplicable en todo el territorio nacional, evitando el riesgo de entrampar su tramitación legislativa.


Aclaró que el articulado propuesto no contempla recursos fiscales para ser invertidos en el sector privado, pero que se podrían destinar fondos respecto de los bienes declarados de uso público, para lo cual sería necesario regularizar los espacios comunes de los loteos.


El Honorable Senador señor Letelier estimó recomendable prescindir de la discusión sobre las tierras indígenas, con el objeto de no entorpecer el avance de la iniciativa de ley, agregando que la ley N° 20.234, no reguló este tema. Sugirió buscar un procedimiento mediante el cual se puedan otorgar títulos de dominio sujetos a alguna condición.


Consultó si el Ministerio de Vivienda y Urbanismo tendría algún inconveniente en aumentar el plazo de 5 años renovables por una sola vez, para dar cumplimiento a las condiciones de urbanización y normas urbanísticas necesarias para obtener la recepción definitiva.



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo se comprometió a consultar esta posibilidad, no obstante, acotó que en un principio le parecía razonable.


La abogada de la CONADI hizo presente que en la aplicación del Convenio N° 169 de la OIT se presenta la dificultad respecto a quiénes deben ser consultados en situaciones que afecten el interés de los pueblos indígenas. Como solución transitoria se ha optado por recurrir a los Consejeros de la CONADI.



 

El Director Jurídico de la Municipalidad de Temuco señaló que el Estado de Chile debe disponer de un mecanismo para dar cumplimiento a este Convenio. Informó que el decreto N° 124, de 2009, de MIDEPLAN, reglamenta el artículo 34 de la ley Nº 19.253, regulando la consulta y la participación de los pueblos indígenas.





El Honorable Senador Letelier aclaró que el artículo 6° del referido Convenio indica que el Gobierno deberá consultar a los pueblos interesados cada vez que se prevean medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente. Agregó que el concepto “afectar” no está del todo definido. Opinó que no sería procedente efectuar esta consulta en los casos de iniciativas que otorguen beneficios generales a los ciudadanos del país.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se transcribe-, una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo único


Su encabezamiento dispone lo siguiente:

 
"Artículo único.- Modifícase la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, del modo siguiente:”.
Número 1


Su texto es el que sigue:


“1. Sustitúyense los artículos 1° a 8°, por los siguientes:

Artículo 1°


 "Artículo 1°.- Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que a la fecha de publicación de esta ley no hubieren sido recibidos por las respectivas Direcciones de Obras Municipales y que cumplan además con los requisitos que aquí se establecen podrán, contados desde la entrada en vigencia de ésta, acogerse por una sola vez al procedimiento simplificado de regularización a que se refiere esta ley, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles. Para estos efectos, el Servicio de Vivienda y Urbanización a través de un decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, elaborará un listado de los loteos que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 2°, de acuerdo con la información proporcionada por la respectiva Dirección de Obras Municipales.”.


La indicación número 1, de S.E. el Presidente de la República, es para sustituirlo por el siguiente:

 
“Artículo 1°.- Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que a la fecha de publicación de la presente ley no hubieren sido recibidos por las respectivas Direcciones de Obras Municipales y que cumplan, además, con los requisitos que en ésta se establecen, podrán, dentro del plazo de tres años contados desde su entrada en vigencia, acogerse por una sola vez al procedimiento simplificado de regularización a que se refiere esta ley, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles. Para estos efectos, el Servicio de Vivienda y Urbanización elaborará un listado de los loteos que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 2°, de acuerdo con la información proporcionada por la respectiva Dirección de Obras Municipales.


El saneamiento del dominio de los lotes podrá efectuarse por cualquier ocupante, o quien lo represente, de conformidad con los procedimientos establecidos en la ley N° 16.741; en el decreto ley N° 2.695, de 1979, o en el decreto ley N° 1.939, de 1977, ambos del Ministerio de Bienes Nacionales, y demás normas legales sobre saneamiento que les sean aplicables.”.

La Comisión resolvió discutir cada inciso de la indicación número 1 por separado.

Inciso primero


El Honorable Senador señor Tuma expresó no ser partidario de establecer como requisito para que los loteos puedan optar a la regularización, el figurar en un listado elaborado por el SERVIU. Agregó que no existen loteos que opten dos veces a una regularización, toda vez que el proyecto prescribe expresamente que pueden acogerse por una vez al procedimiento simplificado que contempla.


Indicó que sería preferible disponer este listado como medida de información y de publicidad, pero no como condición de la regularización.

Connotó que la información referente a los loteos constituye un dato manejado a nivel comunal, y por ende, el SERVIU no posee atribuciones para efectuar este tipo de tarea.


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente que la iniciativa legal apunta a aquellos loteos que sean socialmente vulnerables y que se encuentren materializados de hecho al 31 de diciembre de 2006, y que la finalidad del listado es resguardar estas exigencias.


Agregó que la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, dejó fuera de este beneficio a las parcelas de agrado y a las viviendas con una tasación de más de 1.000 unidades de fomento.


Aclaró que en la actualidad el SERVIU no posee la facultad para elaborar el registro dispuesto en el proyecto de ley, y advirtió que este listado no es rígido ya que estaría en permanente actualización.

El Honorable Senador señor Letelier recomendó eliminar esta exigencia por cuanto constituye una condición más para optar a la regularización. 


Sugirió incorporar un artículo transitorio para efectos de contemplar este listado sólo para fines informativos, y concordó con el Honorable Senador señor Tuma en cuanto a que el SERVIU no posee atribuciones para este tipo de labores, que serían de competencia de las SEREMI de Vivienda y Urbanismo.


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó que el listado elaborado por el SERVIU será confeccionado con información remitida por las Direcciones de Obras Municipales, para efectos de otorgar la debida fiscalización y control del proceso.


La Comisión, tomando en consideración los argumentos señalados, acordó eliminar la oración final del inciso primero del artículo 1° de la indicación en estudio, con el objeto de suprimir la referencia al listado de loteos elaborado por el SERVIU.

- Puesto en votación el inciso primero del artículo 1°, de la indicación número 1, fue aprobado con la modificación reseñada, en forma unánime por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Tuma y Uriarte.

En una sesión posterior, la Comisión acordó reabrir el debate de la indicación número 1, con el objeto de enmendar el encabezamiento del inciso primero del artículo 1°, para disponer lo siguiente: “Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que  a la fecha de publicación de la presente ley no cuenten con la recepción definitiva de las respectivas Direcciones de Obras Municipales…”

El Honorable Senador señor Tuma explicó que la modificación tiene por objeto detallar el trámite específico que debe efectuarse ante la Dirección de Obras, aclarando que se trata de la recepción definitiva, y no de cualquier admisión efectuada en alguna oficina o unidad municipal, como la oficina de partes.

- Puesta en votación la referida enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Sabag y Tuma.

Inciso segundo
 
El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente que el inciso segundo de la indicación del Ejecutivo se refiere al saneamiento del dominio y no del loteo, el cual podrá efectuarse por cualquiera de las normas acá contempladas.


El Honorable Senador señor Letelier consultó si existen otras vías legales, diversas a las establecidas en este inciso, para regularizar el dominio.

El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que esos son los principales instrumentos utilizados para estos fines.
- El inciso segundo del artículo 1°, contenido en la indicación número 1, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Tuma y Uriarte.

En una sesión posterior, la Comisión acordó reabrir el debate sobre este punto, tomando en consideración la propuesta efectuada por el Director Jurídico de la Municipalidad de Temuco, para reemplazar el concepto de “ocupante” por el de “poseedor”, definido en el artículo 700 del Código Civil, porque de lo contrario el arrendatario o el usufructuario al ser ocupantes, podrían solicitar el saneamiento de un loteo.

El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente que el término “poseedor” requiere necesariamente de una inscripción en el Conservador de Bienes Raíces para ser reconocido como tal. Sin embargo, en la mayoría de los loteos irregulares las personas sólo cuentan con un contrato de promesa de compraventa no inscrito, por lo que si se les exige ser poseedores para pedir la regularización, no podrán demostrar esta condición por la falta de inscripción. Añadió que se utilizó el término “ocupante” para que los interesados en efectuar una regularización puedan hacerlo, sin verse limitados para ello.

Aclaró que todo lo expresado anteriormente es sin perjuicio de los derechos del propietario del inmueble.

El Honorable Senador señor Tuma indicó que este procedimiento de saneamiento no otorga un título de dominio, sólo permite acreditar el interés ante la Dirección de Obras Municipales para la regularización desde el punto de vista urbanístico o de urbanización del loteo, sin perjuicio del derecho de propiedad del dueño del inmueble.

Sugirió eliminar este inciso segundo ya que es meramente ilustrativo, y puede inducir a error.

El Honorable Senador señor Letelier concordó con el planteamiento de Su Señoría en cuanto a que dicho inciso sólo tiene por finalidad aclarar que existen dos situaciones diversas, una es la regularización de loteos, y la otra del dominio.
El Honorable Senador señor García hizo presente que si se elimina el inciso segundo en cuestión se obviaría la referencia al decreto ley N° 2.695, de 1979, del Ministerio de Bienes Nacionales.

El Honorable Senador señor Letelier destacó que las tierras indígenas poseen una regulación especial, que les permite permutar los terrenos para desafectar la propiedad, para acogerse a la regularización del decreto ley N° 2.695, de 1979, del Ministerio de Bienes Nacionales.

- Considerando los argumentos esgrimidos por Sus Señorías, se puso en votación el inciso segundo del artículo 1°, contenido en la indicación número 1. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Letelier y Sabag, a favor el Honorable Senador señor García, y se abstuvo el Honorable Senador señor Tuma. De conformidad al artículo 178 del Reglamento de la Corporación, se procedió a repetir la votación, resultando rechazado por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Letelier, Sabag y Tuma, y uno a favor, del Honorable Senador señor García. 


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Tuma, es para suprimir la oración: “Para estos efectos, el Servicio de Vivienda y Urbanización a través de un decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, elaborará un listado de los loteos que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 2°, de acuerdo con la información proporcionada por la respectiva Dirección de Obras Municipales.”.
- Conforme a lo resuelto anteriormente, la indicación número 2 fue aprobada en forma unánime por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Tuma y Uriarte.

Artículo 2°


Prescribe lo siguiente:

 “Artículo 2º.- Para acogerse al procedimiento simplificado de regularización de esta ley, los loteos que se encuentren en situación de irregularidad de conformidad a lo señalado en el artículo anterior, deberán dar cumplimiento a las condiciones y demás requisitos que a continuación se expresan:


 1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006.


 2. Que no tengan recepción definitiva municipal, sea que se les haya otorgado o no permiso de urbanización.


 3. Que en más del 40% de los lotes resultantes del loteo existan residentes, si está ubicado dentro del radio urbano, o un 30% en los demás casos.

 
4. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección o en áreas con declaratoria de utilidad pública. Con todo, en las áreas de riesgo se podrá autorizar la regularización de loteos, siempre que se acompañe un estudio fundado que determine las acciones que deben ejecutarse para mitigar el riesgo y permitir su utilización, conforme a lo dispuesto en la normativa de urbanismo y construcciones. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción municipal definitiva.


 5. Que no existan reclamaciones pendientes del propietario del bien raíz en que se emplaza el loteo al 31 de diciembre de 2006, ante la respectiva Dirección de Obras Municipales por incumplimiento de normas urbanísticas.


 Los loteos irregulares que no reúnan los requisitos mencionados para su regularización, deberán cumplir con la normativa que la Ley y la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecen sobre la materia, relativa entre otros aspectos a subdivisión, urbanización, loteo, cesiones de espacios públicos, y cambio de uso de suelo, cuando corresponda.”.
 
La indicación número 3, de S.E. el Presidente de la República, es para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Para acogerse al procedimiento simplificado de regularización  de la presente ley, los loteos que se encuentren en situación de irregularidad, de conformidad con lo señalado en el artículo anterior, deberán dar cumplimiento a las condiciones y demás requisitos que a continuación se expresan:


1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006.


2. Que no tengan recepción definitiva municipal, sea que se les haya otorgado o no permiso de urbanización.


3. Que en más del 40% de los lotes resultantes del loteo respectivo a regularizar, existan residentes.


4. Que las viviendas existentes en el loteo tengan una tasación máxima de 1.000 unidades de fomento en promedio, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción fijada por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo conforme al artículo 127 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


5. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección de recursos de valor natural y de valor patrimonial cultural, o en franjas con declaratoria de utilidad pública de acuerdo al instrumento de planificación territorial. Con todo, en las áreas de riesgo se podrá autorizar la regularización de loteos, siempre que se acompañe un estudio fundado que determine las acciones que deben ejecutarse para evitar el riesgo y permitir su utilización, conforme a lo dispuesto en la normativa de urbanismo y construcciones. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción municipal definitiva.


6. Que no existan reclamaciones pendientes al 31 de diciembre de 2006 ante la respectiva Dirección de Obras Municipales por incumplimiento de normas urbanísticas, lo cual será verificado por la misma Dirección.


Los loteos irregulares que no reúnan los requisitos mencionados para su regularización, deberán cumplir con las normativas que la Ley y Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecen sobre la materia, relativas, entre otros aspectos, a subdivisión, urbanización, loteo, cesiones de espacios públicos, y cambio de uso de suelo, cuando corresponda.”.

 
La Comisión resolvió analizar y votar cada numeral de la indicación por separado.

Encabezamiento del artículo 2° y número 1

 
La Comisión consideró la posibilidad de ampliar el plazo de materialización de hecho exigida a los loteos.

El Honorable Senador señor Letelier manifestó ser partidario de modificar la referida fecha, por otra más próxima. Solicitó al Ejecutivo estudiar esta sugerencia, a fin de considerar situaciones posteriores al año 2006, incluso las producidas por el terremoto de febrero de 2010.


El Honorable Senador señor Uriarte destacó que los hechos derivados del terremoto son de carácter excepcional y poseen una regulación especial; por ello, de aprobarse el proyecto de ley en estudio, sería una ley general diversa a los cuerpos normativos dictados con ocasión del proceso de reconstrucción, que sólo son aplicables en parte del territorio nacional.


En una sesión posterior, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que el Ejecutivo analizó la posibilidad de modificar la fecha y decidió no innovar en esta materia, manteniendo como tope los loteos que se encontraren materializados de hecho al 31 de diciembre de 2006, como prescribe la ley N° 20.234.


El Honorable Senador señor Letelier explicó que es irrelevante establecer esa fecha u otra posterior, puesto que no existen medios legales para demostrar la antigüedad de un loteo, además de no estar definida la expresión “materializados de hecho” utilizada en el articulado.


El Honorable Senador señor Sabag adhirió al planteamiento de Su Señoría, en el sentido de que la referida expresión no tiene verificación legal alguna.


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo manifestó que el proyecto persigue regularizar los loteos que ya están consolidados y que están debidamente catastrados en su mayoría. Además, al prescribir una fecha cierta, se busca evitar un estímulo para la instalación de nuevos loteos irregulares.


El Honorable Senador señor Tuma consultó cuál sería el obstáculo para actualizar la fecha en cuestión y favorecer a los loteos irregulares materializados de hecho con posterioridad al 31 de diciembre de 2006. Propuso al Ejecutivo revisar el criterio adoptado.


El Honorable Senador señor García consultó, en el evento de modificar la fecha al mes de diciembre de 2008, cuántos loteos se sumarían al proceso de regularización contemplado en el proyecto de ley. Añadió que si se trata de un número acotado podría aumentarse el plazo, de lo contrario, dicha ampliación incentivaría el establecimiento de loteos irregulares.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que esta es una discusión inconducente puesto que, tanto los municipios como el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, no poseen un catastro consolidado de loteos irregulares.


El Honorable Senador señor García sostuvo que para el programa denominado “Chile sin Campamentos” se efectuaron catastros de los campamentos existentes.


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó que los campamentos no son loteos irregulares. Acotó que el Ministerio posee un informe a nivel regional, con datos aportados por las Direcciones de Obras correspondientes, en el que figuran los loteos que se acogieron a la ley N° 20.234, y las causas que impidieron que estos procesos fueran finiquitados. Se comprometió a remitir este documento a la Comisión.


El Honorable Senador señor Letelier llamó a votar el numeral en estudio con una fecha más actualizada.


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que modificar la fecha en cuestión podría significar que la iniciativa abarque un número mayor de loteos irregulares, lo que en concordancia con el artículo 8° del proyecto de ley -que dispone que la recepción provisoria habilitará a postular a programas con financiamiento estatal para la ejecución de obras de urbanización o saneamiento de loteos-, podría interpretarse como un mayor gasto, lo que haría que esta modificación fuera de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El Honorable Senador señor Letelier anunció no compartir este criterio, ya que los programas de financiamiento estatal se otorgan a las personas y no a las propiedades, por lo que el cambio de fecha en estudio no implicaría un mayor gasto fiscal y sería de iniciativa parlamentaria.



- En una sesión posterior, la Comisión, considerando que el Ejecutivo manifestó su opinión de no innovar sobre esta materia, sometió a votación el encabezamiento de este artículo y el numeral 1, siendo aprobados por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Letelier, Tuma y Uriarte.

Número 2


La Comisión estuvo conteste con su contenido, por cuanto se trata de una exigencia similar a la contemplada en la ley N° 20.234, referente a no contar con la recepción definitiva municipal, se haya o no otorgado permiso de urbanización.


- La Comisión aprobó el número 2 del artículo 2°, contenido en la indicación número 3, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier, Uriarte y Tuma. Se abstuvo el Honorable Senador señor García.

Número 3

El Honorable Senador señor Tuma se mostró partidario de eliminar este requisito, ya que las viviendas de algunos loteos no están habitadas por carecer de servicios básicos.


El Honorable Senador señor Uriarte expresó que es necesario tener cautela con la regularización de loteos, para lo cual es preciso exigir que esté medianamente habitado, a fin de prevenir fraudes.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que la ocupación de las viviendas de un loteo es un parámetro que permite  precaver la comisión de algún tipo de ilícito.


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente que el proyecto de ley exige este requisito precisamente para impedir hechos fraudulentos.


El Honorable Senador señor Tuma propuso exigir que los loteos tengan un porcentaje de viviendas o construcciones con fines habitacionales, sin aludir a un porcentaje de residentes.



Miembros de la Comisión estuvieron contestes en contemplar como numeral 3, el contenido en el texto aprobado en general por la Corporación.


- Puesto en votación el número 3 del artículo 2°, contenido en la indicación número 3, fue aprobado con la modificación señalada, por los Honorables Senadores señores Letelier, Tuma y Uriarte. Se abstuvo el Honorable Senador señor García.


En una sesión posterior, la Comisión decidió reabrir el debate de este numeral, ocasión en la que el Honorable Senador señor Letelier consultó si el porcentaje de residentes constituiría una traba innecesaria, por cuanto no existe una definición legal del concepto “residente”, y porque algunas viviendas pueden estar deshabitadas por la carencia de servicios básicos.


El Honorable Senador señor Tuma insistió en reemplazar este numeral por otro que exija que los loteos cuenten con un porcentaje de construcciones con fines habitacionales. Puso de relieve que podría darse una situación absurda, de que con la exigencia de la indicación un loteo con un 39% de residentes quede fuera de la regularización por no dar cumplimiento a este requisito.


El Honorable Senador señor García consultó si las construcciones de los loteos irregulares deben estar materializadas al 31 de diciembre de 2006, a lo que el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo contestó que a esa fecha sólo es necesario que exista la subdivisión del mismo.


Añadió que la exigencia en estudio es del todo necesaria, ya sea disponiendo un porcentaje de residentes, o bien, de construcciones para fines habitacionales, con el objetivo de verificar y acreditar la materialización del loteo respectivo.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Sabag y Tuma, decidió mantener el acuerdo adoptado en la sesión pasada, en orden a incorporar como número 3, el contenido en el texto despachado en general por el Senado.


La indicación número 4, del Honorable Senador señor Tuma, es para sustituir el numeral 3, por el siguiente:


“3. Que se trate de predios con fines habitacionales.”.

- Como consecuencia de la resolución anterior, el Honorable Senador señor Tuma retiró la indicación número 4, al numeral 3.
Número 4


La Comisión tuvo en cuenta que tanto el Director Jurídico de la Municipalidad de Temuco como la Agrupación de Loteos Irregulares sugirieron eliminar este requisito.


El Honorable Senador señor García connotó que esta exigencia es riesgosa, porque unas cuantas viviendas de un loteo, que posean una valoración mayor a 1.000 unidades de fomento, podrían perjudicar a otras más modestas, e impedir la regularización. Añadió que el artículo 1° del decreto ley N° 2.695, de 1979, del Ministerio de Bienes Nacionales, establece que los poseedores materiales de bienes raíces rurales o urbanos cuyo avalúo fiscal para el pago de impuesto territorial sea inferior a 800 o a 300 unidades tributarias, respectivamente, podrán solicitar que se les reconozca la calidad de poseedores regulares habilitados para adquirir el dominio. 


El Honorable Senador señor Sabag replicó que esta exigencia es necesaria, por cuanto el proyecto de ley apunta a los loteos de familias vulnerables, y si se considera que los subsidios para las viviendas sociales son de 560 a 600 unidades de fomento, las 1.000 unidades de fomento constituyen una avaluación considerable.



El Honorable Senador señor Tuma sugirió eliminar este requisito, porque entraba el procedimiento de regularización y discrimina, además, a las viviendas que sobrepasan el promedio de 1.000 unidades de fomento para acceder a este beneficio.



Mencionó un caso de la Región que representa en el cual una  jubilada discapacitada construyó una casa con los ahorros de su vida y que sobrepasa el referido promedio, pero que no cuenta con agua potable, luz ni alcantarillado. Acotó que con este requisito su loteo quedaría excluido de la regularización.



El Honorable Senador señor Uriarte expresó que esta exigencia es arbitraria y discriminatoria, tomando en consideración que una casa con subsidio habitacional puede alcanzar un avalúo de hasta 2.000 unidades de fomento. Además, sostuvo que atenta contra la fluidez del sistema.



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó que la tasación no estaba incluida en el proyecto de ley original, y que fue incorporada para asegurar que la regularización de loteos se focalizara en las viviendas más vulnerables. Explicó que dicho avalúo se calcula en base a una Tabla de Costos Unitarios por Metro Cuadrado de Construcción, relativa a valores para confeccionar los presupuestos de obras, sobre los cuales se aplican los derechos municipales por concepto de Permisos de Construcción, y que es elaborada anualmente por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Agregó que el cálculo se efectúa en base a un mecanismo sencillo que toma en cuenta los metros cuadrados de la vivienda y la calidad de la construcción, sin considerar el valor del sitio o terreno.



El Honorable Senador señor García planteó su preocupación por el valor de los bienes raíces urbanos, ya que existen terrenos próximos a la ciudad de Temuco que aumentan su avalúo fiscal sólo por estar ubicados más cercana de la capital regional.



La Comisión tuvo en cuenta que el proyecto de ley tiene por objeto regularizar los espacios comunes de un loteo irregular, pero no los lotes individuales, destacando que los terrenos comunitarios que no tengan resueltas las asignaciones de los lotes individuales deben recurrir al decreto ley N° 2.695, de 1975, del Ministerio de Bienes Nacional, que regulariza la pequeña propiedad raíz.



El Honorable Senador señor Tuma connotó que el proceso de regularización de la propiedad individual no siempre se efectúa por el decreto ley mencionado, ya que si existe acuerdo entre los comuneros de un loteo en la asignación de terrenos, bastará regularizar el loteo y obtener su recepción definitiva, para efectuar la inscripción individual de la propiedad. 



Acotó que de no existir acuerdo en la asignación particular de terrenos, se debe recurrir al mencionado decreto ley.



El Honorable Senador señor Uriarte puso de relieve que si se elimina el requisito en estudio, perfectamente podría acogerse a este procedimiento de regularización una casa, por ejemplo, de 10.000 unidades de fomento.



El Honorable Senador señor Tuma replicó que al suprimir esta exigencia se permitirá que todas las viviendas, sin considerar su avalúo, puedan acogerse a los beneficios de la ley, lo que a su juicio es positivo.



- Puesto en votación el número 4 del artículo 2°, de la indicación número 3, fue rechazado en forma unánime por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Uriarte.


Posteriormente, la Comisión resolvió, por la unanimidad de sus miembros, reabrir el debate sobre este numeral.

 

En esta ocasión, el Honorable Senador señor Letelier no estuvo de acuerdo con eliminar el requisito de avalúo promedio de las viviendas de un loteo, ya que se desnaturaliza el objetivo del proyecto de ley, que apunta a los sectores socioeconómicos más vulnerables. Advirtió que sin esta limitante podrían acogerse a este beneficio las parcelas de agrado, por ejemplo.



Propuso buscar una redacción inclusiva que evite cualquier tipo de distorsión del sistema, y sugirió aumentar el avalúo promedio de 1.000 a 1.500 unidades de fomento, e incorporar una norma sobre silencio administrativo, señalando que el Director de Obras Municipales deberá efectuar la tasación dentro de un plazo de 30 días, vencido el cual, sin que se haya evacuado el informe respectivo, se entenderá que el requisito está cumplido.



El Honorable Senador señor García hizo presente que la tabla de costo unitario utilizada para el cálculo del promedio de las viviendas de un loteo se basa en los materiales de construcción, sin considerar si la vivienda tiene servicios básicos. Además, sostuvo que tasación es engañosa, ya que la vivienda por lo general posee un valor comercial menor al de la Tabla.



La Comisión acogió las propuestas consignadas precedentemente, en orden a aumentar el valor de la tasación máxima promedio de las viviendas de un loteo a 2.000 unidades de fomento, y añadir un párrafo que disponga que una vez que sean presentados los antecedentes el Director de Obras Municipales éste deberá resolver en el plazo de 30 días, de lo contrario el requisito se entenderá cumplido.



- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores García, Letelier, Sabag, Tuma y Uriarte, acordó aprobar el numeral 4 de la indicación número 3, con las modificaciones señaladas.
Número 5


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que la expresión “estudio fundado” utilizada en este numeral, equivale al concepto técnico, definido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de “estudio de riesgo”.



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo concordó con lo expresado por Su Señoría y precisó que se empleó dicha expresión para una mejor redacción del numeral, ya que el vocablo “riesgo” se repetía en varias ocasiones.



El Honorable Senador señor Uriarte consultó si el referido estudio de riegos incluye las áreas de inundaciones por un tsunami, a lo que el asesor respondió afirmativamente.



Tomando en consideración los argumentos consignados, la Comisión acordó reemplazar el término de “estudio fundado” por “estudio de riesgo”, con el objeto de otorgar la denominación técnica correcta.


El Honorable Senador señor Letelier propuso, además, dividir el numeral en estudio en dos párrafos, dejando aparte la situación de excepción en que se podrá autorizar la regularización de loteos ubicados en áreas de riesgo, modificando su redacción.



Para ello, sugirió agregar que el riesgo sea calificado por los instrumentos de planificación territorial respectivos, para otorgar una mayor certeza legal a este término. Asimismo, recomendó reemplazar la expresión “evitar el riesgo” por “mitigar”, que es la palabra técnica apropiada.



El Honorable Senador señor García indicó que existen diversos tipos de riesgos, así calificados por distintas autoridades, tales como el SHOA. Consultó si todas estas situaciones están contempladas en los instrumentos de planificación territorial.



El Honorable Senador señor Letelier indicó que en los referidos instrumentos deberían considerarse todos los tipos de riesgo, ya sean áreas de inundaciones, de avalanchas, zonas volcánicas o fallas geológicas, entre otros.



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que dichos instrumentos recogen los riesgos de manera vinculante.



El Honorable Senador señor Sabag recomendó redactar nuevamente este numeral recogiendo las propuestas formuladas. 


- Puesto en votación el número 5 de la indicación número 3, fue aprobado, con las modificaciones consignadas precedentemente, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Letelier, Sabag, Tuma y Uriarte.
Número 6



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo hizo presente que este plazo -31 de diciembre de 2006-, coincidente con el del número 1 de este artículo, podría ser modificado, por cuanto está prescrito para computar las reclamaciones existentes, en tanto que el del numeral 1 persigue determinar la data de materialización de los loteos.



Efectuó esta aclaración debido a que durante la discusión del numeral 1, se planteó la posibilidad de cambiar la fecha allí establecida con el objeto de acercarla a la actualidad, propuesta que en definitiva fue desechada, como consta en la votación respectiva, debido a que podría traer como consecuencia la incorporación de loteos brujos.



El Honorable Senador señor García sugirió no innovar sobre el particular, manteniendo este numeral en los mismos términos contemplados en la indicación.



- Puesto en votación el numeral 6 de la indicación número 3, fue aprobado, en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Sabag y Tuma.
Inciso segundo



- Puesto en votación el inciso segundo y final del artículo 2°, de la indicación número 3, fue aprobado, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Sabag y Tuma.

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Tuma, es para reemplazar, en el numeral 4 del artículo 2°, las palabras “estudio fundado” por “estudio de riesgo, realizado en conformidad con las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones,”.


- Como consecuencia de los acuerdos adoptados en su oportunidad, el Honorable Senador señor Tuma retiró la indicación número 5, al numeral 4.
° ° ° °

 
La indicación número 6, del Honorable Senador señor Tuma, es para incorporar los siguientes numerales 6 y 7, nuevos:


“6. Que los interesados constituyan la mayoría absoluta de los comuneros y que sean titulares de la mayoría absoluta de las cuotas sobre el bien común.


7. Los comuneros interesados podrán acordar la designación de un mandatario o apoderado común que los represente durante las gestiones administrativas a que diere lugar.”.



Antes de entrar a analizar la indicación, el Honorable Senador señor Tuma manifestó su intención de retirarla, para que estas materias sean reguladas por la legislación común  correspondiente.


El Honorable Senador señor García hizo presente que la Municipalidad de Temuco efectuó una observación a esta indicación. Recordó que en su oportunidad, dicha Corporación recomendó acotar el concepto de “interesado” no sólo a las personas que sean titulares de una parte o cuota del dominio del inmueble, ya que la mayoría posee una promesa de compraventa, lo que los trasforma en poseedores, pero no en copropietarios o titulares de cuotas del dominio.



Representó, además, que son los loteadores quienes mantienen la propiedad de las áreas comunes, lo que les confiere gran parte de las cuotas del condominio, circunstancia que hará plausible someter al resto a su arbitrio para solicitar la recepción provisoria, convirtiéndola en una fuente de enriquecimiento para los loteadores.


Advirtió una contradicción entre esta indicación y la letra a) del artículo 3° contenido en la indicación número 7, al definir quiénes se consideran ocupantes, ya que éstos pueden ser arrendatarios o usufructuarios, sin la calidad de dueños de los derechos correspondientes en un loteo.


Finalmente, manifestó su preocupación en cuanto a que esta exigencia pueda constituir un obstáculo en el proceso de regularización, debido a la dificultad de encontrar un mecanismo para acreditar la mayoría de comuneros exigida en la indicación.



El Honorable Senador señor Tuma manifestó que el destino de la indicación en estudio dependerá de los términos en que se apruebe la letra a) del artículo 3°, de la indicación número 7.



Consultó si sería necesario que los loteos se organizaran con una estructura similar a la de los comités de viviendas, para tramitar de mejor forma el proceso de regularización.



El Honorable Senador señor García aconsejó contemplar la posibilidad de que en los loteos se constituyan organizaciones comunitarias funcionales dirigidas por una directiva, conforme a la legislación vigente -que han demostrado un buen funcionamiento-, porque es prácticamente imposible demostrar que un grupo de comuneros constituye la mayoría absoluta, como lo requiere la indicación en análisis.


Considerando las opiniones vertidas por Sus Señorías, el Honorable Senador señor Tuma solicitó al asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo efectuar una propuesta en orden a establecer la creación de un comité de comuneros para estos efectos, o bien, que los mismos interesados dispongan de otra fórmula de organización para enfrentar el proceso de regularización, luego de lo cual decidirá si retira la indicación en estudio.



- En una sesión posterior, el representante del Ejecutivo presentó una propuesta para la letra a) del artículo 3° -que será analizada en su oportunidad- y que está relacionada con esta indicación, por lo cual su autor la retiró.
° ° ° °

Artículo 3°


Dispone lo siguiente:


“Artículo 3°.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales respectiva los siguientes antecedentes:


 a) Una solicitud suscrita por el interesado, en que se indique el origen de la conformación del loteo irregular, señalando cómo se constituyó; las razones por las cuales no cuenta con permiso o recepción municipal; número de sitios; individualización del predio, indicando a qué título ocupan el respectivo predio. Para estos efectos se considerará interesado a la o las personas que acrediten la tenencia de los respectivos sitios al 31 de diciembre del 2006, mediante medios fidedignos tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por Carabineros de Chile o autoridades de la localidad. Se considerará interesado a los Servicios de Vivienda y Urbanización en los casos de loteos declarados en situación irregular conforme a la ley N° 16.741.


b) Plano del loteo, suscrito por un profesional competente, a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes en cada lote resultante y su superficie, los accesos a bienes nacionales de uso público si los tuviere, las cesiones que exige el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las que deberán calcularse de acuerdo a la normativa respectiva, incorporando un cuadro con las normas urbanísticas faltantes a cumplir por el loteo.


 Sólo para los efectos de esta ley, y sin que ello importe alteración alguna en los títulos de dominio, de existir planos que se hayan elaborado con anterioridad, éstos deberán ajustarse a los nuevos planos que se elaboren para solicitar la regularización a que la misma se refiere.


 c) Plano de ubicación y emplazamiento. Para la confección de este plano podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aereofotogramétricas.”.

 
La indicación número 7, de S.E. el Presidente de la República, es para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales respectiva los siguientes antecedentes:


a) Una solicitud suscrita por los ocupantes, o quien los represente, en que se explique el origen de la conformación del loteo irregular, señalando cómo se constituyó éste; las razones por las cuales no cuenta con permiso o recepción municipal; número de sitios; individualización, y a qué título ocupan el respectivo predio. Para estos efectos, se considerará ocupantes a las personas que acrediten la tenencia material de los respectivos sitios al 31 de diciembre de 2006, mediante medios fidedignos tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por la junta de vecinos, Carabineros u otras organizaciones comunitarias o autoridades de la localidad. Asimismo, podrá solicitarse la regularización por los Servicios de Vivienda y Urbanización en los casos de loteos declarados en situación irregular, conforme a la ley N° 16.741.


b) Declaración jurada de que no existen procesos administrativos o judiciales pendientes en que terceros estén solicitando regularizar el dominio o posesión del inmueble en que se emplaza el loteo. Esta declaración deberá corroborarse mediante informe solicitado a la SEREMI de Bienes Nacionales que corresponda.


c) Plano del loteo, suscrito por un profesional competente, a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes en cada lote resultante y su superficie, los accesos a bienes nacionales de uso público, si los hubiere, o en su defecto, la forma cómo se accede al loteo, las cesiones que exige el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las que deberán calcularse de acuerdo a las normativa respectiva, incorporando un cuadro con las normas urbanísticas faltantes a cumplir por el loteo.


Sólo para los efectos de esta ley, y sin que ello importe alteración alguna en los títulos de dominio, de existir planos que se hayan elaborado con anterioridad, estos últimos deberán ajustarse a los nuevos planos que se elaboren para solicitar la regularización a que la misma se refiere.


d) Plano de ubicación y emplazamiento. Para la confección de este plano podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aéreo fotogramétricas.”.


La Comisión se abocó a analizar cada literal por separado.

Encabezamiento del artículo 3° y letra a)



El Honorable Senador señor García manifestó su preocupación por la expresión utilizada en este literal, que alude “a una solicitud suscrita por los ocupantes”, en el sentido de establecer qué tipo de interpretación tendrá esta frase, en cuanto a la determinación del número mínimo de interesados para ello.
 


Del mismo modo, recomendó contemplar que el nombramiento del representante de los ocupantes posea ciertas formalidades, como dejar constancia del mismo en un acta.



La Comisión acordó dejar pendiente el análisis de esta letra a la espera de la propuesta del Ejecutivo para decidir qué vocablo se utilizará para referirse a los comuneros de un loteo, ya sea como “ocupantes” o “interesados”, conjuntamente con determinar la forma en que estas personas deberán organizarse para efectuar los trámites imprescindibles para materializar la regularizaron respectiva.


Con posterioridad, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo propuso la siguiente redacción para este literal:



“a) Una solicitud suscrita por los interesados que en su conjunto representen, al menos, el 20% de los derechos en el loteo, en que se explique el origen de la conformación del loteo irregular, señalando cómo se constituyó éste; las razones por las cuales no cuenta con permiso o recepción municipal; número de sitios; individualización, y a qué título ocupan el respectivo predio. Para estos efectos, se considerará interesados a las personas que acrediten la tenencia material de los respectivos sitios al 31 de diciembre de 2006, mediante medios fidedignos tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por la junta de vecinos, Carabineros u otras organizaciones comunitarias o autoridades de la localidad y, asimismo, a los Comités de Vivienda u organizaciones comunitarias constituidas en el loteo, con facultades suficientes y que representen, al menos, el porcentaje de derechos señalado. A su vez, podrá solicitarse la regularización por los Servicios de Vivienda y Urbanización en los casos de loteos declarados en situación irregular, conforme a la ley N° 16.741.”.


Explicó que con esta proposición se busca reemplazar el concepto de “ocupantes” por el de “interesados”, considerando los argumentos esgrimidos en la sesión pasada. Además, se establece que la solicitud de regularización debe ser presentada por los interesados que representen, al menos, un 20% de los de los derechos del loteo. Finalmente, se agrega que serán considerados como interesados los comités de vivienda u organizaciones comunitarias del loteo que representes el porcentaje señalado.



El Honorable Senador señor García recomendó perfeccionar la redacción final de la propuesta del Ejecutivo, disponiendo en una frase aparte la idea de incluir como interesados a los comités de vivienda y a las organizaciones comunitarias. 



La Comisión estuvo de acuerdo con la redacción del Ejecutivo y con las modificaciones sugeridas por el Honorable Senador señor García.



El Honorable Senador señor Uriarte, por su parte, planteó la idea de reemplazar la expresión “interesados” por la de “los interesados que tengan un interés legítimo”, a lo que el asesor del Ministerio de  Vivienda y Urbanismo replicó que se debe tomar en cuenta que el proyecto de ley en estudio no tiene por objeto el saneamiento del dominio de los loteos, por lo cual estimó que no era recomendable utilizar el vocablo aludido por Su Señoría, porque podría dar lugar a errores o malas interpretaciones, argumento al que adhirieron los miembros de la Comisión.



La analista de la BCN hizo presente que el reducido porcentaje de interesados señalados en la propuesta del Ejecutivo, podría dar lugar a la presentación de dos solicitudes de regularización para un mismo loteo ante la Dirección de Obras Municipales, con proyectos distintos de pavimentación y urbanización. Como solución, propuso incluir en el artículo 4° del proyecto de ley, que regula las funciones de los Directores de Obras en materia de regularización de loteos, que sea esta autoridad comunal la que, en definitiva, seleccione el mejor proyecto técnico entre los presentados para un mismo loteo. 



- Puesta en votación la indicación número 7, en su encabezamiento y letra a), fue aprobada con las modificaciones señaladas y otras meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Uriarte.
Letra b)



El Honorable Senador señor García destacó que el Ministerio de Bienes Nacionales no cuenta con los instrumentos necesarios para informarse de los procesos administrativos y judiciales pendientes respecto del inmueble en que se emplaza el loteo, a menos que se trate de un bien fiscal.



Propuso eliminar este numeral, o bien, limitarlo sólo a los bienes fiscales.



El Honorable Senador señor Letelier manifestó que una declaración jurada para acreditar la inexistencia de procesos administrativos o judiciales pendientes no constituye ningún aporte, exceptuando la aplicación de una eventual sanción en caso de utilizar información falsa. Además, hizo presente que este literal confiere a la SEREMI de Bienes Nacionales atribuciones propias de un notario.



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que esta exigencia se dispuso con el propósito de evitar que los Directores de Obras Municipales no acogieran las peticiones de regularización de loteos por temor a que respecto de los terrenos en que éstos estuvieran ubicados exista algún litigio judicial o administrativo pendiente.


El Honorable Senador señor Letelier refutó lo expresado aduciendo que el proyecto de ley contiene un artículo que exime de responsabilidad  a estos funcionarios municipales por las recepciones que otorguen en cumplimiento de esta ley.



En atención a los argumentos vertidos precedentemente, la Comisión estuvo por eliminar este literal.


- Puesta en votación la letra b) del artículo 3°, de la indicación número 7, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Letelier, Sabag y Tuma.
Letra c)



El Honorable Senador señor Tuma consultó si este literal obliga a los loteos a cumplir con las exigencias establecidas en el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, a lo que el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que el artículo 4° del proyecto de ley faculta a las SEREMI de Vivienda y Urbanismo para rebajar las referidas exigencias, por razones fundadas.



Destacó que esta facultad tiene por objeto obviar el inconveniente que se presentó con la ley N° 20.234, ya que los Directores de Obras Municipales no rebajaron estas condiciones, obstaculizando la regularización. Reconoció, sin embargo, que su inclusión podría entrabar dicho procedimiento.



El Honorable Senador señor García advirtió la importancia de efectuar un levantamiento topográfico en este tipo de casos, tal como lo señala el literal, no obstante su alto costo.



Propuso eliminar la oración final del inciso primero, que hace referencia al cumplimiento del artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, debido a la dificultad de su cumplimiento.



El Honorable Senador señor Letelier recomendó exigir en vez de “plano del loteo” una “propuesta de plano del loteo”, para efectos de especificar la calidad de estos documentos.



La analista de la BCN apoyó la idea recomendada por Su Señoría, en cuanto a dejar explicito que ante la Dirección de Obras Municipales se presenta una propuesta de plano del loteo respectivo, que debe ser aprobado por la referida autoridad.



Además, dichos planos no reúnen las exigencias técnicas establecidas para este tipo de instrumentos por la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



El Honorable Senador señor Letelier consultó cuál es el profesional competente para elaborar los planos de un loteo, a lo que la analista de la BCN respondió que de acuerdo a lo dispuesto en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza, son los arquitectos.



La Comisión estuvo de acuerdo en considerar la recomendación expuesta.



El Honorable Senador señor Letelier puso de relieve la necesidad de añadir a lo anterior que será el Director de Obras Municipales la autoridad encargada de verificar el cumplimiento de esta exigencia.



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo resaltó que podría suceder que al confeccionar un plano de un loteo existan lotes o sitios sin viviendas, por lo que llamó a modificar la redacción del inciso en este aspecto, eliminando la expresión “en cada lote resultante”, que sigue a la expresión “viviendas existentes”. 


En un punto de la discusión, algunos miembros de la Comisión plantearon incluir dentro del inciso primero, los espacios urbanos y viales, en lo relativo a los accesos al loteo y a los bienes nacionales de uso público, siguiendo la misma redacción de la actual legislación; sin embargo, con posterioridad, consideraron que sería redundante.



La Comisión, en relación al inciso primero, acordó lo siguiente: añadir la expresión “propuesta de” antes del vocablo “loteos”; eliminar la frase “en cada lote resultante”; y suprimir la frase final, referida al cumplimiento del artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



- Puesto en votación el párrafo primero de la letra c), se aprobó con las modificaciones señaladas y otras formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Letelier, Sabag y Uriarte.  


En cuanto al párrafo segundo, algunos miembros de la Comisión manifestaron dudas por su confusa redacción, en lo relativo a la validez de los planos respectivos. 


El Honorable Senador señor Letelier sugirió eliminar esta disposición, para evitar problemas en la aplicación del procedimiento de regularización.



- Puesto en votación el párrafo segundo de la letra c), fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Sabag y Uriarte.
Letra d)


- Puesta en votación la letra d), fue aprobada, sin mayor debate, y con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Letelier, Sabag y Uriarte.
Artículo 4°


Establece lo siguiente:


“Artículo 4°.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por el artículo precedente, a verificar en el loteo el cumplimiento de las condiciones de urbanización y de los requisitos exigidos en esta ley, como asimismo de las normas urbanísticas aplicables al predio, establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


 Las condiciones de urbanización antes mencionadas estarán referidas a las siguientes obras: dotación de servicios de agua potable, alcantarillado de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas, cuando corresponda, pavimentación y sus obras complementarias, obras de defensa del terreno, si procediere, aprobadas y recibidas por los servicios competentes. La dotación de servicios se podrá demostrar, entre otros, mediante informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado o electricidad.


 La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las exigencias de pavimentación y de las cesiones referidas a áreas verdes y equipamiento, señaladas en el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como permitir excepciones a las normas urbanísticas, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente.


 El Director de Obras Municipales, si procediere, otorgará, dentro del plazo señalado en el inciso primero de este artículo, la recepción provisoria del loteo, indicando las condiciones de urbanización y normas urbanísticas que éste deberá cumplir dentro del plazo de cinco años, renovable por una sola vez por igual período, para otorgar la recepción definitiva. Asimismo, en la misma recepción deberán indicarse las acciones a que se refiere el N° 4 del artículo 2°, las que deberán materializarse antes de la recepción definitiva del loteo. En dicho documento deberá dejarse constancia expresa de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo. Esta prohibición deberá inscribirse y anotarse al margen de la inscripción de dominio dentro del plazo de treinta días hábiles, en el registro correspondiente del conservador de bienes raíces respectivo, cuando el loteador sea a su vez propietario del inmueble.


 Para efectos del otorgamiento de la recepción provisoria, a que se refiere el inciso precedente, los lotes que deban considerarse bienes nacionales de uso público en aquellos loteos materializados en terrenos indígenas de conformidad a la ley N° 19.253, mantendrán esta última calidad. No obstante lo anterior, se les considerará bienes nacionales de uso público sólo para efectos de materializar las obras de urbanización. En todo caso, deberán en el plazo de treinta días hábiles gravarse con servidumbre de tránsito previa autorización del Director de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena a requerimiento del Director de Obras Municipales.


 Si expirado el plazo fijado en el inciso primero, no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción provisoria del loteo fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El reclamo deberá ser interpuesto en el plazo de treinta días, contado desde el vencimiento del término indicado o desde la notificación administrativa del reclamante. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado o evacue el informe correspondiente en el caso de denegación. La respectiva Dirección dispondrá de un plazo de quince días hábiles para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegada la recepción provisoria.


 Denegada la recepción provisoria del loteo por la Dirección de Obras Municipales, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de treinta días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue la recepción provisoria.


 Cumplidas las condiciones señaladas por la Dirección de Obras Municipales para otorgar la recepción definitiva, se deberá presentar a la misma Dirección una solicitud firmada por el interesado, acompañada de los documentos que permitan verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización, normas urbanísticas y demás requisitos antes mencionados.


 Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, caducará por el solo ministerio de la ley la recepción provisoria, y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad del loteador y del urbanizador, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 


 Una vez otorgada la recepción definitiva del loteo, podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales, como asimismo el alzamiento de la prohibición a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.”.


La indicación número 8, de S.E. el Presidente de la República, es para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 4°.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por el artículo precedente, a verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización y de los requisitos exigidos en esta ley, como, asimismo, de las normas urbanísticas aplicables al predio establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Las condiciones de urbanización antes mencionadas estarán referidas a las siguientes obras: dotación de servicios de agua potable, alcantarillado de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas, cuando corresponda, pavimentación y sus obras complementarias, obras de defensa del terreno, si procediere, aprobadas y recibidas por los servicios competentes. La dotación de servicios a que se refiere este inciso se podrá demostrar, entre otros, mediante alguno de los siguientes antecedentes: informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado o electricidad.


La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las exigencias de pavimentación y de las cesiones referidas a áreas verdes y equipamiento, señaladas en el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como permitir excepciones a las normas urbanísticas, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente.


El Director de Obras Municipales, si procediere, otorgará, dentro del plazo señalado en el inciso primero de este artículo, la recepción provisoria del loteo, indicando las condiciones de urbanización y normas urbanísticas que éste deberá cumplir dentro del plazo de cinco años, renovable por una sola vez por igual período, para otorgar la recepción definitiva. Asimismo, el referido Director deberá indicar las acciones a que se refiere el N° 4 del artículo 2°, las que deberán materializarse antes de la recepción definitiva del loteo. En el respectivo documento deberá dejarse constancia expresa de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo. Esta prohibición deberá inscribirse dentro del plazo de treinta días hábiles en el registro correspondiente del Conservador de Bienes Raíces respectivo, cuando el loteador sea a su vez propietario del inmueble. En este último caso, además, deberá archivarse en el mismo Conservador un ejemplar del plano de loteo a que se refiere la letra c) del artículo 3°.


Con el solo otorgamiento de la recepción provisoria a que se refiere el inciso precedente, los loteos materializados en terrenos que, de conformidad a la ley N° 19.253, tengan la calidad de terreno indígena, quedarán desafectados de dicha calidad para el solo efecto de aplicar las disposiciones de la presente ley.


Para los efectos del inciso anterior, el Director de Obras Municipales, una vez recibidos los antecedentes a que se refiere el artículo 3°, deberá oficiar de inmediato a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, notificando la solicitud y requiriendo su pronunciamiento al respecto, el que deberá ser evacuado en un plazo no superior a quince días hábiles contados desde la fecha del requerimiento. Sólo con la respuesta favorable de la aludida Corporación, podrá el Director de Obras Municipales otorgar la recepción provisoria en el plazo de treinta días.


Si expirado el plazo fijado en el inciso primero no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción provisoria del loteo fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El reclamo deberá ser interpuesto en el plazo de treinta días, contados desde el vencimiento del término indicado o desde la notificación administrativa del reclamante. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado, o evacue el informe correspondiente en el caso de denegación. La respectiva Dirección dispondrá de un plazo de quince días hábiles para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegada la recepción provisoria.


Denegada la recepción provisoria del loteo por la aludida Dirección, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de treinta días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso la referida recepción provisoria.


Cumplidas las condiciones señaladas por la Dirección de Obras Municipales para otorgar la recepción definitiva, se deberá presentar a la misma Dirección una solicitud firmada por el interesado o quien lo represente, acompañada de los documentos que permitan verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización, normas urbanísticas y demás requisitos antes mencionados.


Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, caducará por el solo ministerio de la ley la recepción provisoria, y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad del loteador y del urbanizador, en conformidad a lo dispuesto en el  artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Una vez otorgada la recepción definitiva del loteo, podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales, como asimismo el alzamiento de la prohibición a que se refiere el inciso cuarto del artículo 4°.”.


Posteriormente, el Ejecutivo, con el propósito de perfeccionar esta disposición y acoger diversas inquietudes de los miembros de la Comisión, anunció la presentación de una indicación sustitutiva, con los siguientes objetivos principales:



1) Disponer, como regla general, que la Dirección de Obras Municipales otorgará la recepción provisoria a un loteo cuando cumpla con los requisitos establecidos en los artículos 1° y 2° de la iniciativa, salvo que se verifique el cumplimiento de las condiciones de urbanización requeridas, situación en la que deberá conceder la recepción definitiva, contemplando un procedimiento para ello.



2) Prescribir como condiciones de urbanización necesarias para otorgar la recepción definitiva de un loteo, las siguientes: agua potable, alcantarillado o evacuación de aguas servidas, electricidad, alumbrado público, pavimentación y gas cuando corresponda. Lo anterior, con el objeto de considerar las exigencias indispensables para ello, disminuyendo las propuestas originalmente.


3) Permitir acreditar la dotación de servicios antes individualizados, mediante documentos emitidos por cualquier “entidad prestadora” del servicio (en lugar de empresa) de agua potable, alcantarillado o evacuación de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas, pudiendo así incluir en este concepto a las cooperativas de agua potable de las zonas rurales, por ejemplo. 



4) La SEREMI respectiva sólo podrá rebajar las exigencias de pavimentación establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



5) Aumentar el plazo que tendrán los interesados para interponer el reclamo ante la SEREMI de Vivienda y Urbanismo si no hubiere emitido pronunciamiento, o fuera denegada la recepción provisoria o definitiva por parte del Director de Obras Municipales.



6) Disponer el silencio administrativo positivo en caso de que la SEREMI no emita pronunciamiento dentro del plazo señalado, respecto de la rebaja de las exigencias de pavimentación.


7) La solicitud de rebaja a la SEREMI sobre las condiciones de pavimentación puede ser realizada tanto por la Dirección de Obras como por el interesado.


8) Eliminar la referencia a la ley N° 19.253.


Luego de solicitar a la Sala la apertura de un nuevo plazo para presentar indicaciones, el Ejecutivo materializó su propuesta.



La indicación número 8 bis, de S.E. el Presidente de la República, es para reemplazar el artículo 4° del número 1 del artículo único, por el siguiente:



“Artículo 4°.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por los artículos precedentes, a verificar las condiciones de urbanización y de los requisitos exigidos en esta ley, y otorgará la recepción provisoria del loteo, salvo que este cumpla con las condiciones establecidas en el inciso siguiente, en cuyo caso deberá otorgar la recepción definitiva del mismo.



Para efectos de otorgar la recepción definitiva del loteo, la Dirección de Obras deberá considerar las siguientes condiciones de urbanización: dotación de servicio de agua potable, alcantarillado o evacuación de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas cuando corresponda y pavimentación. La dotación de servicios a que se refiere este inciso se podrá demostrar, entre otros, mediante alguno de los siguientes antecedentes: informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva  entidad prestadora del servicio.



La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las exigencias de pavimentación establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente. La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo de sesenta días sobre la solicitud, contado desde que es requerida por el interesado o por la Dirección de Obras. Si no se pronunciare dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la rebaja de las exigencias de pavimentación.



Una vez obtenida la recepción provisoria del loteo, el interesado deberá cumplir dentro del plazo de cinco años, renovable por una sola vez por igual período, las condiciones de urbanización exigidas en el inciso segundo, con el objeto de obtener la  recepción definitiva, para lo cual el Director de Obras deberá considerar las rebajas autorizadas en conformidad al inciso precedente. En el respectivo certificado de recepción provisoria deberá dejarse constancia expresa de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo. Esta prohibición deberá inscribirse dentro del plazo de treinta días hábiles en el registro correspondiente del Conservador de Bienes Raíces respectivo, cuando el loteador sea a su vez propietario del inmueble. En este último caso, además, deberá archivarse en el mismo Conservador un ejemplar del plano de loteo a que se refiere la letra b) del artículo 3°.



Si expirado el plazo fijado en el inciso primero no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción provisoria o definitiva del loteo, según corresponda, fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.  El reclamo deberá ser interpuesto dentro del plazo de noventa días, contados desde el vencimiento del término indicado. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado, o evacue el informe correspondiente en el caso de denegación. La respectiva Dirección dispondrá de un plazo de quince días hábiles para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegada la recepción provisoria.



Denegada la recepción provisoria del loteo por la aludida Dirección, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de treinta días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue la referida recepción provisoria.



Cumplidas las condiciones señaladas por la Dirección de Obras Municipales para otorgar la recepción definitiva, se deberá presentar a la misma Dirección, dentro del plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, una solicitud firmada por el interesado o quien lo represente, acompañada de los documentos y antecedentes que permitan verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización señaladas en el inciso segundo, considerando las rebajas autorizadas en conformidad al inciso tercero. El Director de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos, a verificar el cumplimiento de las condiciones señaladas y otorgará la recepción definitiva del loteo, si procediere. Si expirado este plazo no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción definitiva del loteo fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, sujetándose al procedimiento señalado en el inciso quinto precedente.


Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, caducará por el solo ministerio de la ley la recepción provisoria, y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad del loteador y del urbanizador, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



Una vez otorgada la recepción definitiva del loteo, podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales, como asimismo el alzamiento de la prohibición a que se refiere el inciso cuarto del artículo 4°.”.



El Honorable Senador señor Tuma manifestó algunas observaciones respecto al inciso cuarto de este artículo, relacionadas con la inscripción en el Conservador de Bienes Raíces de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo cuando se hubiere otorgado la recepción provisoria. Consultó quién deberá solicitar esta inscripción y pagar por ella. 



Puso de relieve que en el respectivo certificado de recepción provisoria se debe dejar constancia de dicha prohibición.



El Honorable Senador señor García propuso que el Director de Obras Municipales sea quien comunique al Conservador de Bienes Raíces la correspondiente prohibición, para efectos de su inscripción.



Agregó que pudiera darse el caso de que el loteador sea un comité, al que le reste por vender un número de sitios determinado, con cuya venta podría obtener recursos para ejecutar las obras necesarias para la recepción definitiva del loteo, y con esta prohibición quedará impedido de hacerlo.



El Honorable Senador señor Uriarte expresó que la inscripción de la prohibición es una medida de publicidad, para evitar que el loteador siga lucrando con la venta de loteos brujos. 



Advirtió que es imprescindible no perjudicar con trámites engorrosos a los interesados en la regularización del loteo, por el sólo hecho de impedir el lucro indebido del loteador.



El Honorable Senador señor Tuma, considerando el escaso impacto que traería consigo esta inscripción, sugirió eliminar la parte final del inciso cuarto del artículo 4° de la indicación sustitutiva del Ejecutivo.



La Comisión estuvo conteste en eliminar la oración final del inciso cuarto, relativa a la inscripción de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo. Ello, con la finalidad de suprimir este trámite -que no tiene mayores consecuencias en el proceso de regularización- contribuyendo así a su agilización.


Por otra parte, el Honorable Senador señor García recomendó dejar expresamente establecido, dentro del artículo 4° en estudio, que los Directores de Obras Municipales no podrán exigir requisitos distintos a los expresamente dispuestos en la presente iniciativa, para efectos de otorgar la recepción definitiva, sea que estos se contemplen en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en su Ordenanza o en instrumentos de planificación territorial.



Enfatizó que el Director de Obras Municipales no estará facultado para exigir otras condiciones, y que el incumplimiento de requisitos diversos a los establecidos en el inciso segundo para la recepción definitiva, no constituirá un obstáculo para su otorgamiento.


La Comisión, compartiendo las expresiones de Su Señoría, estuvo por acoger esta propuesta en un inciso tercero, nuevo.


El Honorable Senador señor Letelier llamó a tener en cuenta la amplitud del concepto “pavimentación” utilizado en el referido inciso segundo, por cuanto podría abarcar exigencias difíciles o imposibles de cumplir para un loteo irregular, ya que en general estos sitios poseen calzadas sin pavimentar y no cumplen con los requisitos, en cuanto a largo y ancho de las calles y pasajes.


El Honorable Senador señor Sabag destacó que existen programas gubernamentales del Ministerio del Interior que contribuyen a ejecutar obras de pavimentación, ancho de calles, accesos y vías de circulación, entre otras.



El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que el precepto en análisis contempla la facultad de la SEREMI de Vivienda y Urbanismo para rebajar las exigencias de pavimentación, lo que zanjaría la preocupación planteada por el Honorable Senador señor Letelier.



En el inciso quinto de la indicación, la Comisión acordó añadir que el reclamo ante la SEREMI respectiva también se computará desde la notificación administrativa del solicitante, en el caso que el Director de Obras Municipales deniegue la recepción provisoria o definitiva del loteo.


Asimismo, resolvió, para una mejor redacción, unir los incisos quinto y sexto, con algunas modificaciones formales.



En cuanto al inciso noveno de la indicación en estudio, el Honorable Senador señor García consultó por al alcance e interpretación jurídica de la responsabilidad del loteador y del urbanizador conforme al artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, específicamente en cuanto a los plazos de prescripción.


En relación al inciso final, solicitó aclarar el concepto de “regularización de edificaciones”.



El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que esta responsabilidad estaba contemplada también el la ley N° 20.234.

Su Señoría explicó que el presente proyecto de ley tiene por objeto la regularización de las urbanizaciones de un loteo, y no el saneamiento de la propiedad o de la edificación, para lo cual existen otras vías legales.


- Puesta en votación la indicación número 8 bis, fue aprobada con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Letelier y Sabag.

- Como consecuencia de la votación anterior, la indicación número 8 fue rechazada con los votos de los señores Senadores precedentemente individualizados.
 
La indicación número 9, del Honorable Senador señor Tuma, es para sustituir, en el inciso tercero del artículo 4°, la expresión “La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo” por “El Director de Obras Municipales”, e incorporar la siguiente oración final: “El Director de Obras consultará a la respectiva Secretaría Regional Ministerial cualquier duda de interpretación que se suscite respecto de la normativa urbanística, durante la tramitación de los expedientes de regularización.”.


- Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 8 bis, el Honorable Senador señor Tuma retiró la indicación número 9.
Artículo 5°


Prescribe lo siguiente:


“Artículo 5°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad con la ley N° 16.741, que en su totalidad o parte de los mismos cuenten con urbanización suficiente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá solicitar la recepción definitiva, parcial o total.



Para los efectos del presente artículo se entenderá por urbanización suficiente si el loteo cuenta, a lo menos, con un informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado y electricidad.”.


Tras la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, S. E. el Presidente de la República presentó la indicación número 9 bis, que propone reemplazar, en el inciso primero de este artículo 5°, el vocablo “podrá” por “deberá”.



El Honorable Senador señor García solicitó al asesor de Ministerio de Vivienda y Urbanismo hacer llegar a la Comisión el listado de loteos irregulares acogidos a la ley Nº 16.741.



El Honorable Senador señor Letelier propuso remitir un oficio a la referida Cartera, con la finalidad de requerir esta información, lo que fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.



En cuanto al inciso segundo, la Comisión resolvió reemplazar la expresión “alcantarillado” por la de “soluciones sanitarias”, para otorgar una mayor flexibilidad al cumplimiento de esta exigencia. Por otra parte, reemplazó el concepto de “empresa” por el de “entidad prestadora del servicio”, para guardar concordancia con el inciso segundo del artículo 4°.


- Puesta en votación la indicación número 9 bis, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Letelier, Sabag y Tuma.

- Con la misma votación, la Comisión acordó realizar los cambios señalados en inciso segundo.

Artículo 7°


Dispone lo siguiente:



“Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6° de esta ley, una vez otorgada la recepción definitiva, total o parcial, ésta deberá anotarse al margen de la inscripción de dominio de los respectivos lotes y el Servicio de Vivienda y Urbanización requerirá el alzamiento de los gravámenes y prohibiciones a que pudieren encontrarse afectos en virtud de la ley N° 16.741.”.


La indicación número 10, de S.E. el Presidente de la República, es para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, cuando se trate del propietario del inmueble, una vez otorgada la recepción definitiva, total o parcial, ésta deberá inscribirse al margen de la inscripción de dominio de los respectivos lotes y el Servicio de Vivienda y Urbanización requerirá el alzamiento de los gravámenes y prohibiciones a que pudieren encontrarse afectos en virtud de la ley N° 16.741.”.


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que la ley N° 16.741, que estableció normas para el saneamiento de los títulos de dominio de urbanización de poblaciones en situación irregular, señala que el decreto que declare una población como irregular debe inscribirse en el Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces. Por ende, cuando se obtenga la recepción definitiva, total o parcial, se debe efectuar el respectivo alzamiento del gravamen a favor del SERVIU, para que los interesados puedan inscribir el dominio.


La Comisión estimó que el texto aprobado en general para este artículo tiene una mejor redacción para cumplir con el objetivo que se persigue.


- Puesta en votación la indicación número 10, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Letelier, Sabag y Tuma.

Artículo 8°


Dispone lo siguiente: 


“Artículo 8°.- La recepción provisoria otorgada conforme a esta ley habilitará al interesado, sea o no el propietario, para optar a programas que cuenten con financiamiento estatal destinados a la ejecución de obras de urbanización o saneamiento del loteo.


 A partir de la recepción provisoria, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, los municipios estarán facultados para celebrar convenios con otros órganos de la administración del Estado, o con empresas de servicios básicos, como electricidad, agua potable, alcantarillado y otros, para los efectos de dotar de servicios a los loteos objeto del procedimiento de regularización de esta ley o para ejecutar la urbanización faltante.".

 
La indicación número11, del Honorable Senador señor Tuma, es para agregar, en el inciso primero, las siguientes oraciones finales: “Asimismo, este certificado podrá ser presentado ante las empresas de servicios de distribución domiciliaria con la finalidad de obtener las conexiones a las redes correspondientes. En estos casos, los consumos de servicios serán prorrateados entre los interesados.”.



El Honorable Senador señor Tuma manifestó que la indicación de su autoría tiene por finalidad establecer que las empresas de servicios reconozcan y den validez al certificado de recepción provisoria otorgado por la Dirección de Obras, con el objeto de obtener las conexiones de servicios correspondientes. Acotó que especifica que el consumo de estos servicios será de cargo de los interesados, dejando en claro que la municipalidad respectiva no tiene ingerencia en este cobro.



El Honorable Senador señor García propuso otra redacción para la última parte de la indicación, modificándola por la siguiente: “En estos casos, los consumos de servicios serán de cargo de los solicitantes.”.



- Puesta en votación la indicación número 11, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Letelier, Sabag, Tuma y Uriarte.
 - - -


Por último, la Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación, acordó modificar las disposiciones transitorias, con el objeto de dejar claramente establecido -en el artículo 1° transitorio, que pasa a ser artículo transitorio-, que los loteos que se encuentren en tramitación conforme a la ley N° 20.234, continuarán rigiéndose por ésta, según su texto original, salvo que las normas de la iniciativa en trámite les sean más favorable.


Asimismo, resolvió eliminar el artículo 2° transitorio, toda vez que el plazo para que los loteos puedan acogerse al procedimiento simplificado de regularización está dispuesto en el artículo 1° permanente de este proyecto de ley.


- Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Tuma y Uriarte.
MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único

Número 1

Artículo 1°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que a la fecha de publicación de la presente ley no cuenten con la recepción definitiva de las respectivas Direcciones de Obras Municipales y que cumplan, además, con los requisitos que en ésta se establecen, podrán, dentro del plazo de tres años contado desde su entrada en vigencia, acogerse por una sola vez al procedimiento simplificado de regularización a que se refiere esta ley, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 1 y 2).

Artículo 2°

Sustituirlo por el siguiente:

 
“Artículo 2º.- Para acogerse al procedimiento simplificado de regularización de la presente ley, los loteos que se encuentren en situación de irregularidad, de conformidad con lo señalado en el artículo anterior, deberán dar cumplimiento a las condiciones y demás requisitos que a continuación se expresan:

 
1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006. 

 
2. Que no tengan recepción definitiva municipal, sea que se les haya otorgado o no permiso de urbanización.


3. Que en más del 40% de los lotes resultantes del loteo existan residentes, si está ubicado dentro del radio urbano, o un 30% en los demás casos.


4. Que las viviendas existentes en el loteo tengan una tasación máxima de 2.000 unidades de fomento en promedio, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción fijada por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo conforme al artículo 127 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Para estos efectos, la Dirección de Obras Municipales deberá efectuar la tasación dentro del plazo de treinta días contado desde la solicitud respectiva, vencido el cual, sin que se haya evacuado el informe correspondiente, se entenderá cumplido el requisito.


5. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección de recursos de valor natural y de valor patrimonial cultural, o en franjas con declaratoria de utilidad pública de acuerdo al instrumento de planificación territorial. 


Con todo, en las áreas de riesgo así calificadas en los instrumentos de planificación territorial respectivos, se podrá autorizar la regularización de loteos, siempre que se acompañe un estudio de riesgo que determine las acciones que deben ejecutarse para mitigarlo y permitir su utilización, conforme a lo dispuesto en la normativa de urbanismo y construcciones. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción municipal definitiva.

6. Que no existan reclamaciones pendientes al 31 de diciembre de 2006 ante la respectiva Dirección de Obras Municipales por incumplimiento de normas urbanísticas, lo cual será verificado por la misma Dirección.


Los loteos irregulares que no reúnan los requisitos mencionados para su regularización, deberán cumplir con las normativas que la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza establecen sobre la materia, relativas, entre otros aspectos, a subdivisión, urbanización, loteo, cesiones de espacios públicos y cambio de uso de suelo, cuando corresponda.”.


(Encabezamiento y número 1, unanimidad 4x0. Indicación número 3).

(Número 2, aprobado 3x1 abstención. Indicación número 3).

(Número 3, unanimidad 3x0. Indicación número 3).

(Números 4 y 5, unanimidad 5x0. Indicación número 3).

(Número 6, unanimidad 3x0. Indicación número 3).

(Inciso segundo, unanimidad 3x0. Indicación número 3 y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 3°

Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales respectiva los siguientes antecedentes:


a) Una solicitud suscrita por los interesados que en su conjunto representen, al menos, el 20% de los derechos en el loteo, en que se explique el origen de la conformación del loteo irregular, señalando cómo se constituyó éste; las razones por las cuales no cuenta con permiso o recepción municipal; número de sitios; individualización, y a qué título ocupan el respectivo predio. Para estos efectos, se considerará interesados a las personas que acrediten la tenencia material de los respectivos sitios al 31 de diciembre de 2006, mediante medios fidedignos tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por la junta de vecinos, Carabineros, u otras organizaciones comunitarias o autoridades de la localidad. Asimismo, se considerará interesados a los comités de vivienda u organizaciones comunitarias constituidas en el loteo, con facultades suficientes y que representen, al menos, el porcentaje de derechos señalado. A su vez, podrá solicitarse la regularización por los Servicios de Vivienda y Urbanización en los casos de loteos declarados en situación irregular, conforme a la ley N° 16.741.

b) Propuesta de plano del loteo, suscrita por un profesional competente, a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes y su superficie, los accesos a bienes nacionales de uso público, si los hubiere, o en su defecto, la forma cómo se accede al loteo.

c) Plano de ubicación y emplazamiento. Para la confección de este plano podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aéreofotogramétricas.”.

(Encabezamiento y letra a), unanimidad 3x0. Indicación número 7).

(Letras b) y c), unanimidad 4x0. Indicación número 7).
Artículo 4°

Sustituirlo por el que se indica a continuación:


“Artículo 4°.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, contado desde de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por los artículos anteriores, a verificar las condiciones de urbanización y los requisitos exigidos en esta ley, y otorgará la recepción provisoria del loteo, salvo que éste cumpla con las condiciones establecidas en el inciso siguiente, en cuyo caso deberá otorgar la recepción definitiva del mismo.


Para otorgar la recepción definitiva del loteo, la Dirección de Obras deberá considerar las siguientes condiciones de urbanización: dotación de servicio de agua potable, alcantarillado o evacuación de aguas servidas y electricidad; alumbrado público, gas cuando corresponda y pavimentación. La dotación de servicios a que se refiere este inciso se podrá demostrar, entre otros, mediante alguno de los siguientes antecedentes: informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva entidad prestadora del servicio.


Con todo, el Director de Obras Municipales no podrá solicitar o requerir exigencias distintas a las señaladas en el inciso anterior, ya sea que  se encuentren establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en su Ordenanza, o en el instrumento de planificación territorial respectivo.


La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las exigencias de pavimentación establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente. La Secretaría Regional deberá pronunciarse dentro del plazo de sesenta días sobre la solicitud, contado desde que es requerida por el interesado o por la Dirección de Obras. Si no se pronunciare dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la rebaja de las exigencias de pavimentación.


Si expirado el plazo fijado en el inciso primero no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción provisoria o definitiva del loteo, según corresponda, fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El reclamo deberá ser interpuesto dentro del plazo de noventa días, contado desde el vencimiento del término indicado o desde la notificación administrativa al solicitante. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado, o evacue el informe, en el caso de denegación. La respectiva Dirección dispondrá de un plazo de quince días hábiles para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este plazo sin que hubiere pronunciamiento, la Secretaría Regional, dentro del plazo de treinta días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, otorgará la referida recepción provisoria o definitiva, según corresponda.

Una vez obtenida la recepción provisoria del loteo, el interesado deberá cumplir dentro del plazo de cinco años, renovable por una sola vez por igual período, las condiciones de urbanización exigidas en el inciso segundo, con el objeto de obtener la recepción definitiva, para lo cual el Director de Obras deberá considerar las rebajas autorizadas en conformidad al inciso cuarto. En el certificado de recepción provisoria deberá dejarse constancia expresa de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo.

Cumplidas las condiciones de urbanización señaladas en el inciso segundo, necesarias para obtener la recepción definitiva, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales, dentro del plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, una solicitud firmada por el interesado o quien lo represente, acompañada de los documentos y antecedentes que permitan verificar su  cumplimiento, considerando las rebajas autorizadas en conformidad al inciso cuarto. El Director de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos, a verificar el cumplimiento de las condiciones señaladas y otorgará la recepción definitiva del loteo, si procediere. Si expirado este plazo no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción definitiva del loteo fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, sujetándose al procedimiento señalado en el inciso quinto precedente.


Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, caducará por el solo ministerio de la ley la recepción provisoria, y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad del loteador y del urbanizador, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Una vez otorgada la recepción definitiva del loteo, podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales, quedando sin efecto la prohibición a que se refiere el inciso séptimo, la que deberá ser alzada, en caso que haya sido inscrita.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 8 bis).
Artículo 5°

Inciso primero


Sustituir el verbo “podrá” por “deberá”.

Inciso segundo

Reemplazarlo por el que sigue:


“Para los efectos del presente artículo se entenderá por urbanización suficiente si el loteo cuenta, a lo menos, con agua potable, electricidad y solución sanitaria, lo que deberá ser comprobado con un informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva entidad prestadora del servicio.”.

(Inciso primero, unanimidad 4x0. Indicación número 9 bis).


(Inciso segundo, unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 8°


Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, el certificado de recepción provisoria podrá ser presentado ante las empresas de servicios de distribución domiciliaria con la finalidad de obtener las conexiones a las redes correspondientes. En estos casos, los consumos de los servicios serán de cargo de los solicitantes.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación número 11).
Número 2


En su encabezamiento, sustituir “Agrágase” por “Agréganse”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 3

Eliminar su encabezamiento.

Artículo 1° transitorio


Pasa a ser artículo transitorio, sustituido por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Tratándose de loteos a que se refieren los artículos 1°, 5° y 6° del texto original de la ley N° 20.234, que se encuentren en trámite de regularización, les serán aplicables las nuevas disposiciones del artículo único de esta ley, en todo aquello que les pudiere resultar favorable.”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 2° transitorio


Eliminarlo.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - - 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, del modo siguiente:


1. Sustitúyense los artículos 1° a 8°, por los siguientes:

“Artículo 1°.- Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que a la fecha de publicación de la presente ley no cuenten con la recepción definitiva de las respectivas Direcciones de Obras Municipales y que cumplan, además, con los requisitos que en ésta se establecen, podrán, dentro del plazo de tres años contado desde su entrada en vigencia, acogerse por una sola vez al procedimiento simplificado de regularización a que se refiere esta ley, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles.


Artículo 2º.- Para acogerse al procedimiento simplificado de regularización de la presente ley, los loteos que se encuentren en situación de irregularidad, de conformidad con lo señalado en el artículo anterior, deberán dar cumplimiento a las condiciones y demás requisitos que a continuación se expresan:

 
1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006. 

 
2. Que no tengan recepción definitiva municipal, sea que se les haya otorgado o no permiso de urbanización.


3. Que en más del 40% de los lotes resultantes del loteo existan residentes, si está ubicado dentro del radio urbano, o un 30% en los demás casos.

4. Que las viviendas existentes en el loteo tengan una tasación máxima de 2.000 unidades de fomento en promedio, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción fijada por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo conforme al artículo 127 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Para estos efectos, la Dirección de Obras Municipales deberá efectuar la tasación dentro del plazo de treinta días contado desde la solicitud respectiva, vencido el cual, sin que se haya evacuado el informe correspondiente, se entenderá cumplido el requisito.

5. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección de recursos de valor natural y de valor patrimonial cultural, o en franjas con declaratoria de utilidad pública de acuerdo al instrumento de planificación territorial. 


Con todo, en las áreas de riesgo así calificadas en los instrumentos de planificación territorial respectivos, se podrá autorizar la regularización de loteos, siempre que se acompañe un estudio de riesgo que determine las acciones que deben ejecutarse para mitigarlo y permitir su utilización, conforme a lo dispuesto en la normativa de urbanismo y construcciones. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción municipal definitiva.

6. Que no existan reclamaciones pendientes al 31 de diciembre de 2006 ante la respectiva Dirección de Obras Municipales por incumplimiento de normas urbanísticas, lo cual será verificado por la misma Dirección.


Los loteos irregulares que no reúnan los requisitos mencionados para su regularización, deberán cumplir con las normativas que la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza establecen sobre la materia, relativas, entre otros aspectos, a subdivisión, urbanización, loteo, cesiones de espacios públicos y cambio de uso de suelo, cuando corresponda.


Artículo 3°.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales respectiva los siguientes antecedentes:


a) Una solicitud suscrita por los interesados que en su conjunto representen, al menos, el 20% de los derechos en el loteo, en que se explique el origen de la conformación del loteo irregular, señalando cómo se constituyó éste; las razones por las cuales no cuenta con permiso o recepción municipal; número de sitios; individualización, y a qué título ocupan el respectivo predio. Para estos efectos, se considerará interesados a las personas que acrediten la tenencia material de los respectivos sitios al 31 de diciembre de 2006, mediante medios fidedignos tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por la junta de vecinos, Carabineros, u otras organizaciones comunitarias o autoridades de la localidad. Asimismo, se considerará interesados a los comités de vivienda u organizaciones comunitarias constituidas en el loteo, con facultades suficientes y que representen, al menos, el porcentaje de derechos señalado. A su vez, podrá solicitarse la regularización por los Servicios de Vivienda y Urbanización en los casos de loteos declarados en situación irregular, conforme a la ley N° 16.741.

b) Propuesta de plano del loteo, suscrita por un profesional competente, a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes y su superficie, los accesos a bienes nacionales de uso público, si los hubiere, o en su defecto, la forma cómo se accede al loteo.


c) Plano de ubicación y emplazamiento. Para la confección de este plano podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aéreofotogramétricas.


Artículo 4°.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, contado desde de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por los artículos anteriores, a verificar las condiciones de urbanización y los requisitos exigidos en esta ley, y otorgará la recepción provisoria del loteo, salvo que éste cumpla con las condiciones establecidas en el inciso siguiente, en cuyo caso deberá otorgar la recepción definitiva del mismo.



Para otorgar la recepción definitiva del loteo, la Dirección de Obras deberá considerar las siguientes condiciones de urbanización: dotación de servicio de agua potable, alcantarillado o evacuación de aguas servidas y electricidad; alumbrado público, gas cuando corresponda y pavimentación. La dotación de servicios a que se refiere este inciso se podrá demostrar, entre otros, mediante alguno de los siguientes antecedentes: informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva entidad prestadora del servicio.



Con todo, el Director de Obras Municipales no podrá solicitar o requerir exigencias distintas a las señaladas en el inciso anterior, ya sea que  se encuentren establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en su Ordenanza, o en el instrumento de planificación territorial respectivo.



La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las exigencias de pavimentación establecidas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente. La Secretaría Regional deberá pronunciarse dentro del plazo de sesenta días sobre la solicitud, contado desde que es requerida por el interesado o por la Dirección de Obras. Si no se pronunciare dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la rebaja de las exigencias de pavimentación.



Si expirado el plazo fijado en el inciso primero no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción provisoria o definitiva del loteo, según corresponda, fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El reclamo deberá ser interpuesto dentro del plazo de noventa días, contado desde el vencimiento del término indicado o desde la notificación administrativa al solicitante. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado, o evacue el informe, en el caso de denegación. La respectiva Dirección dispondrá de un plazo de quince días hábiles para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este plazo sin que hubiere pronunciamiento, la Secretaría Regional, dentro del plazo de treinta días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, otorgará la referida recepción provisoria o definitiva, según corresponda.



Una vez obtenida la recepción provisoria del loteo, el interesado deberá cumplir dentro del plazo de cinco años, renovable por una sola vez por igual período, las condiciones de urbanización exigidas en el inciso segundo, con el objeto de obtener la recepción definitiva, para lo cual el Director de Obras deberá considerar las rebajas autorizadas en conformidad al inciso cuarto. En el certificado de recepción provisoria deberá dejarse constancia expresa de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo.



Cumplidas las condiciones de urbanización señaladas en el inciso segundo, necesarias para obtener la recepción definitiva, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales, dentro del plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, una solicitud firmada por el interesado o quien lo represente, acompañada de los documentos y antecedentes que permitan verificar su  cumplimiento, considerando las rebajas autorizadas en conformidad al inciso cuarto. El Director de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos, a verificar el cumplimiento de las condiciones señaladas y otorgará la recepción definitiva del loteo, si procediere. Si expirado este plazo no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción definitiva del loteo fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, sujetándose al procedimiento señalado en el inciso quinto precedente.



Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, caducará por el solo ministerio de la ley la recepción provisoria, y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad del loteador y del urbanizador, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



Una vez otorgada la recepción definitiva del loteo, podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales, quedando sin efecto la prohibición a que se refiere el inciso séptimo, la que deberá ser alzada, en caso que haya sido inscrita.


Artículo 5°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad con la ley N° 16.741, que en su totalidad o parte de los mismos cuenten con urbanización suficiente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo deberá solicitar la recepción definitiva, parcial o total.



Para los efectos del presente artículo se entenderá por urbanización suficiente si el loteo cuenta, a lo menos, con agua potable, electricidad y solución sanitaria, lo que deberá ser comprobado con un informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva entidad prestadora del servicio.



Artículo 6°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad a la ley N° 16.741, que no contaren con urbanización suficiente de acuerdo al artículo precedente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá recurrir al procedimiento de regularización de loteos establecido en esta ley.



Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6° de esta ley, una vez otorgada la recepción definitiva, total o parcial, ésta deberá anotarse al margen de la inscripción de dominio de los respectivos lotes y el Servicio de Vivienda y Urbanización requerirá el alzamiento de los gravámenes y prohibiciones a que pudieren encontrarse afectos en virtud de la ley N° 16.741.



Artículo 8°.- La recepción provisoria otorgada conforme a esta ley habilitará al interesado, sea o no el propietario, para optar a programas que cuenten con financiamiento estatal destinados a la ejecución de obras de urbanización o saneamiento del loteo.


Asimismo, el certificado de recepción provisoria podrá ser presentado ante las empresas de servicios de distribución domiciliaria con la finalidad de obtener las conexiones a las redes correspondientes. En estos casos, los consumos de los servicios serán de cargo de los solicitantes.



A partir de la recepción provisoria, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, los municipios estarán facultados para celebrar convenios con otros órganos de la administración del Estado, o con empresas de servicios básicos, como electricidad, agua potable, alcantarillado y otros, para los efectos de dotar de servicios a los loteos objeto del procedimiento de regularización de esta ley o para ejecutar la urbanización faltante.”.


2. Agréganse los siguientes artículos 9°, 10 y 11, nuevos:


“Artículo 9º.- El que presentare o utilizare información falsa o maliciosamente incompleta para obtener la regularización a que se refiere esta ley, se entenderá que incurre en los delitos previstos y sancionados en los artículos 467 y 470 N° 8 del Código Penal.



Artículo 10.- Los funcionarios municipales no tendrán la responsabilidad a que se refiere el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, por las recepciones provisorias o definitivas que otorguen en cumplimiento de esta ley.



Artículo 11.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de la División de Desarrollo Urbano, podrá impartir instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta ley.”.

Artículo transitorio.- Tratándose de loteos a que se refieren los artículos 1°, 5° y 6° del texto original de la ley N° 20.234, que se encuentren en trámite de regularización, les serán aplicables las nuevas disposiciones del artículo único de esta ley, en todo aquello que les pudiere resultar favorable.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 8, 15 y 22 de marzo; 5 de abril; 10, 17 y 31 de mayo; 7 y 21 de junio, y 5 y 12 de julio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Eugenio Tuma Zedán (Presidente), José García Ruminot (Lily Pérez San Martín), Hosaín Sabag Casillo y Gonzalo Uriarte Herrera.
 
Sala de la Comisión, a 14 de julio de 2011.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE AUMENTO DE PLAZAS EN EL GRADO DE CONTRAALMIRANTE

(7687-02)

HONORABLE SENADO:

 



Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

- - -





Cabe hacer presente que el proyecto de ley en informe fue discutido previamente por la Comisión de Defensa Nacional.

Aprobado, posteriormente, en general por la Sala del Senado, se fijó plazo para recibir indicaciones hasta el 21 de junio de 2011.

La iniciativa no fue objeto de indicaciones.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley tiene por objeto otorgar una mayor flexibilidad en la conformación y estructura del Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales y del Alto Mando Naval, aumentando las plazas de Contralmirantes y disminuyendo las de Capitanes de Navío, con la finalidad de satisfacer la creciente demanda de la actividad naval y los nuevos desafíos de la Institución.  
- - - 

DISCUSIÓN 

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda conoció los artículos tres artículos de la iniciativa, en los términos que fueron aprobados en general por el Senado. 

A continuación se describen las normas de competencia de la Comisión, así como los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1°
Introduce las siguientes dos modificaciones en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1998, párrafo I.- OFICIALES DE LÍNEA, Letra A. Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales:

 



1) Sustituye, frente al Grado de Contraalmirantes, el guarismo “17” por “19”.
 



2) Reemplaza, frente al Grado de Capitanes de Navío, el guarismo “100” por “97”.

Artículo 2°

 



Sustituye en el numeral 1) del artículo único de la ley Nº 20.156, que modificó la planta de oficiales de la armada en los escalafones de oficiales ejecutivos e ingenieros navales y del litoral, la expresión “sobre 100 y hasta 120”, por la siguiente: “sobre 99 y hasta 119”.




Los artículos 1° y 2° fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos.
Artículo 3°

 


Prescribe que la aplicación de las disposiciones de la ley que el proyecto propone, será de cargo del presupuesto de la Armada de Chile, y no significará un mayor gasto fiscal.



La Comisión acordó suprimir, en el artículo 3°, las voces “significará ni”. Lo hizo, en virtud de los dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Lagos. 

- - -
INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 8 de noviembre de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El proyecto de ley, modifica el artículo 2° del Decreto con Fuerza de Ley (G) Reservado N°1, de 1998, que fijó la planta de Oficiales de la Armada, en orden de aumentar en dos plazas el grado de Contraalmirante del Escalafón Ejecutivo e Ingenieros Navales, y disminuir en tres plazas el grado de Capitán de Navío del Escalafón Ejecutivos e Ingenieros Navales.

Lo anterior, busca una mayor flexibilidad en la conformación y estructuración del Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales, facilitando la proposición de ascenso de Oficiales Superiores y su posterior nombramiento en un cargo del nivel de mando y administración institucional.

La aplicación de este proyecto de ley será de cargo del presupuesto de la Armada de Chile y no significará un mayor gasto fiscal, toda vez que el costo monetario del aumento de dos plazas de Contraalmirantes será absorbido con la disminución de tres plazas de Capitanes de Navío.”.

En consecuencia, las normas contenidas en la iniciativa en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIÓN
De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la siguiente enmienda al proyecto de ley despachado por la Sala del Senado:
Artículo 3°





Suprimir las voces “significará ni”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

De ser aprobada la modificación propuesta, el proyecto de ley queda como sigue: 

PROYECTO DE LEY:

 



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley (G) Nº 1, de 1998, párrafo I.- OFICIALES DE LÍNEA, Letra A. Escalafón de Ejecutivos e Ingenieros Navales:

 



1) Sustitúyese, frente al Grado de Contraalmirantes, el guarismo “17” por “19”.
 



2) Reemplázase, frente al Grado de Capitanes de Navío, el guarismo “100” por “97”.

 



Artículo 2°.- Sustitúyese en el numeral 1) del artículo único de la ley Nº 20.156, la expresión “sobre 100 y hasta 120”, por la siguiente: “sobre 99 y hasta 119”.

 


Artículo 3°.- La aplicación de las disposiciones de esta ley será de cargo del presupuesto de la Armada de Chile y no irrogará un mayor gasto fiscal.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 13 de julio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Ricardo Lagos Weber.





Sala de la Comisión, a 13 de julio de 2011.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, APROBATORIO DEL “ACUERDO SOBRE EXTRADICIÓN ENTRE LOS ESTADOS PARTE DEL MERCOSUR Y LA REPÚBLICA DE BOLIVIA Y LA REPÚBLICA DE CHILE”, SUSCRITO EL 10 DE DICIEMBRE DE 1998

(3904-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 9 de junio de 2005.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de julio de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitados, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Hernán Salinas, y el Jefe del Departamento de Cooperación Jurídica Internacional de la citada Cartera de Estado, señor Juan de Dios Urrutia.
- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

c) Código Procesal Penal, Título VI.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este Tratado fue adoptado en el marco de los esfuerzos de los países firmantes en orden a armonizar sus legislaciones, acordando soluciones jurídicas comunes con el objeto de fortalecer el proceso de integración, particularmente en lo que dice relación con las normas que regulan el ejercicio de la función jurisdiccional de los Estados Parte.





El Ejecutivo agrega que el Tratado recoge los principios generales del derecho internacional en materia de extradición y su texto es concordante con los criterios contemplados en los Tratados bilaterales que Chile ha suscrito sobre la misma materia.





Finalmente, destaca que el Tratado introduce una amplia cláusula de orden público como excepción a la extradición, ya que, conforme a lo dispuesto en el artículo 30, el Estado Parte requerido puede denegar la solicitud de extradición cuando su cumplimento sea contrario a la seguridad, al orden público u otros intereses esenciales para el Estado Parte requerido, debiendo éste fundamentar su decisión.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 22 de junio de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 5 de julio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe. 

Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 12 de julio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (79 votos a favor).

4.- Instrumento Internacional.- La Convención se encuentra estructurada sobre la base de un Preámbulo y 31 artículos que se organizan en X capítulos.


I. Los principios que informan el articulado son:


1) Principio de la doble incriminación (artículo 2 N° 1). Para que opere la extradición debe tratarse de un hecho que esté tipificado como delito tanto en la legislación del país requirente como en la del país requerido.


2) Principio de la mínima gravedad (artículo 2 N° 2). El delito debe tener asignada una pena privativa de libertad no inferior a dos años en su extensión máxima.





3) Principio “non bis in idem” (artículos 7 y 12). La extradición no puede ser otorgada si la persona reclamada está siendo juzgada o ya fue juzgada respecto del hecho o de los hechos en que se funda la solicitud de extradición.





4) Principio de la no prescripción de la pena y de la acción (artículo 9). El Estado requerido no otorgará la extradición cuando estén prescritas la acción penal o la pena, de acuerdo con las leyes del Estado requirente o del requerido.





5) Exclusión de ciertos delitos. Se excluyen del ámbito de la extradición de los delitos políticos (artículo 5) y los delitos exclusivamente militares (artículo 6).





6) Principio de especialidad (artículo 14). La persona extraditada no puede ser detenida, juzgada ni condenada en el territorio del Estado Parte requirente por otros delitos cometidos con anterioridad a la fecha de la solicitud de extradición y no contenidos en ésta.





7) No aplicación de la pena de muerte y de la pena privativa de libertad a perpetuidad y su sustitución (artículo 13). En ningún caso se aplicará al extraditado la pena de muerte o la pena privativa de libertad a perpetuidad.




II. Extradición de nacionales. En otro orden de ideas, el Tratado resuelve el tema de la extradición de nacionales (artículo 11) de la siguiente forma.




En primer término, dispone que la nacionalidad de la persona reclamada no podrá ser invocada para denegar la extradición, salvo que una disposición constitucional establezca lo contrario.




Sin embargo, también se otorga al Estado requerido cuya Constitución no contemple una disposición de esa naturaleza, la facultad de denegar la extradición de sus nacionales.




En las dos hipótesis precedentes, el Estado que deniegue la extradición asume la obligación de juzgar a la persona reclamada. De esta forma, se da cumplimento al principio “autoridad dedere autoridad iudicare” (se entrega o se juzga).




III. Entrega aplazada y extradición simplificada. Otros aspectos procesales dignos de mención, son la entrega aplazada y la extradición simplificada o voluntaria.





En efecto, la Parte requerida puede aplazar la entrega de una persona cuya extradición fue acogida, cuando esa persona se encuentra procesada o cumpliendo una pena en el Estado requerido por delitos diferentes a los que motivaron la solicitud de extradición (artículo 23).

Respecto a la extradición simplificada (artículo 27) ésta tiene lugar cuando la persona reclamada, después de haber sido informada de su derecho a un procedimiento formal de extradición y de la protección que éste le brinda, presta su conformidad a ser entregada al Estado requirente.





Asimismo, cabe destacar la regulación de otros aspectos procesales que normalmente generan dificultades en los procedimientos de extradición, cuando tales materias no se encuentran reguladas convencionalmente:





Tal es el caso de la detención preventiva (artículo 29); la concurrencia de solicitudes de extradición de distintos Estados (artículo 25); la comunicación sobre la decisión y la entrega de la persona reclamada (artículo 22); la extradición de tránsito (artículo 26); la imputación de los gastos (artículo 28); y la entrega de bienes (artículo 24).





Finalmente, cabe destacar que el Tratado introduce una amplia cláusula de orden público como excepción a la extradición. En efecto, conforme a lo dispuesto en el Artículo 30, el Estado Parte requerido puede denegar la solicitud de extradición cuando su cumplimento sea contrario a la seguridad, al orden público u otros intereses esenciales para el Estado Parte requerido, debiendo éste fundamentar su decisión.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.




El Director Jurídico de la Cancillería, señor Hernán Salinas, señaló que este Tratado viene a modernizar el régimen de extradiciones que existe con los países de MERCOSUR y con Bolivia, como Estado asociado, y Ecuador, que adhirió posteriormente a este Tratado.


Agregó que este Convenio fue adoptado en el marco de los esfuerzos de los países firmantes en orden a armonizar sus legislaciones, acordando soluciones jurídicas comunes, con el objeto de fortalecer el proceso de integración, particularmente en lo que dice relación con las normas que regulan el ejercicio de la función jurisdiccional de los Estados Parte.


Indicó que el Tratado recoge los principios generales del derecho internacional en materia de extradición y su texto es concordante con los criterios contemplados en los Tratados bilaterales que Chile ha suscrito sobre la misma materia. Precisó que dichos principios son los siguientes: principio de la doble incriminación, principio de la mínima gravedad; principio "non bis in idem", y principio de la no prescripción de la pena y de la acción.


Destacó que ciertos delitos se excluyen del ámbito de la extradición, a saber: los delitos políticos y los delitos exclusivamente militares.


Aclaró que la persona extraditada no puede ser detenida, juzgada ni condenada en el territorio del Estado Parte requirente por otros delitos cometidos con anterioridad a la fecha de la solicitud de extradición y no contenidos en ésta.


Manifestó que en ningún caso se aplicará al extraditado la pena de muerte o la pena privativa de libertad a perpetuidad.

Los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma consultaron qué habría pasado con la solicitud de extradición a Argentina del señor Apablaza, si hubiera estado vigente este Tratado.


El señor Salinas explicó que el Tratado limita los casos en que se puede invocar delito político para negar la extradición. Precisó que, en el caso consultado, la Corte Suprema argentina concedió la extradición, siendo luego una instancia administrativa la que resolvió que se podía quedar en el país trasandino.


Por su parte, el Honorable Senador señor Kuschel preguntó cómo opera el Acuerdo entre Bolivia y Chile, como países asociados a MERCOSUR.


Respondió el señor Salinas que existe un Tratado de extradición vigente con Bolivia, pero que prevalecería el instrumento en estudio, toda vez que es posterior. Agregó que se mantienen los principios básicos de la extradición y que se protegen los derechos fundamentales, como la especialidad, la doble incriminación y que los delitos no estén prescritos.


El Honorable Senador señor Tuma coincidió que es importante facilitar el enjuiciamiento y no discute la importancia jurídica del Tratado. No obstante, señaló que éste también tiene una dimensión política, y que con Bolivia no existen relaciones diplomáticas, además de tener una situación compleja, por lo que sugirió estudiar con más tiempo el proyecto.


El Honorable Senador señor Pizarro observó que el Tratado no es sólo con Bolivia, sino que también con MERCOSUR, o sea, con Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, además de Ecuador, y adicionalmente con Bolivia en su calidad, al igual que Chile, de Estado asociado. Añadió que para Chile es importante tener un instrumento que, más allá de las relaciones bilaterales, abarque todo el cono sur.


Recordó que este proyecto se paralizó en su momento por aprensiones de algunos sectores hacia el funcionamiento económico con MERCOSUR. Sin embargo, expresó que esas dudas se disiparon cuando el actual Gobierno se sumó a la tarea de fortalecer dicho organismo regional.


Acotó el Honorable Senador señor Kuschel que precisamente atendido que se piensa fortalecer el control de las fronteras del país por el tema del contrabando y narcotráfico, es bueno que exista un instrumento en el que concurran nuestros vecinos para que todos apliquen las mismas reglas.


Señaló el señor Salinas que son varios los países con los que tenemos convenios bilaterales de extradición, los que, sin embargo, al ser muy antiguos dificultan la gestión. Aclaró que la relación judicial con Bolivia es normal.


Explicó el señor Urrutia que la cooperación en materia judicial se da en tres ámbitos. El primero de ellos es la asistencia judicial, respecto del cual hay convenios bilaterales y multilaterales referidos a delitos específicos, no sólo con la Región sino que también con Europa. En segundo lugar, señaló hay números convenios sobre traslado de condenados, y el tercer aspecto es el de extradición.


Indicó que en los dos primeros aspectos hemos avanzado mucho, no obstante en la extradición nos hemos quedado atrás, pues los Tratados que tenemos datan de fines del siglo XIX o principios del XX.


Agregó que estos instrumentos antiguos exigían penas mínimas de tres años y que el requerido estuviese acusado o condenado, es decir, al menos debía haber prestado declaración para ser encausado, de lo contrario, no podía solicitarse su extradición. Añadió que en los Tratados más modernos el criterio es más amplio y se puede solicitar desde las primeras diligencias del proceso.


Explicó que con Argentina, que es el país con que hay más solicitudes, existe el problema de la penalidad mínima y si la persona requerida debe estar procesada o acusada o no.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó con qué países de la Región hay más solicitudes pendientes.


Señaló el señor Urrutia que hay catorce casos pendientes, de los cuales siete son con Argentina, y que los países vecinos concentran el 80% de las solicitudes.


Agregó que con el nuevo sistema procesal penal demoran entre seis y siete meses, con el sistema antiguo era mucho más lento pudiendo demorar dos o tres años.


El Honorable Senador señor Letelier consultó por el trato a nacionales y si se pueden excusar de extraditarlos por esa causa.


El señor Salinas señaló que, por regla general, la nacionalidad no es obstáculo para conceder la extradición, salvo que esté consagrado en la Constitución, como ocurre con Brasil, en cuyo caso debe necesariamente juzgarlo dentro de su territorio.


Explicó que, en general, el país que no extradita tiene la obligación de juzgarlo.


En el caso del señor Hernández Norambuena, añadió que existe un problema de penalidad, porque en Chile está condenado a dos cadenas perpetuas y Brasil no acepta más de treinta años. Indicó que invocan el Pacto de San José y estiman que la cadena perpetua puede asimilarse a la tortura. No impide la extradición, pero se limita la pena.


Consultó el Honorable Senador señor Tuma si el plazo de prescripción lo determina el país requirente o el requerido.


El señor Urrutia contestó que esta discusión es de larga data. Ya el Código de Bustamante decía que no procedía la extradición si estaba prescrito en cualquiera de los dos Estados; luego el Tratado de Montevideo del año 1933 exige que sea en ambos. Agregó que en los tratados bilaterales hay distintos criterios.

La Comisión consideró que el proyecto propuesto es compatible con nuestra legislación en la materia, regulada en el Título VI del Código Procesal Penal, toda vez que el Acuerdo delega el diligenciamiento de la extradición en la legislación del Estado requerido (artículo 18), por lo tanto no altera las facultades de los tribunales de justicia al respecto. A su vez, el artículo 449 del Código Procesal Penal se remite a los tratados vigentes a fin de determinar si un delito es o no extraditable.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.
----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo sobre extradición entre los Estados Parte del Mercosur y la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito el 10 de diciembre de 1998.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 12 de julio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel, y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 12 de julio de 2011.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR MUÑOZ ABURTO Y SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES ESCALONA Y QUINTANA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE PROPIEDAD ESTATAL EN EMPRESAS DE SERVICIOS SANITARIOS

(7796-07)

Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1º, 5º, 19º y 63º de la Constitución Política de la República y en la ley 18.885.

Considerando.

1.- Que diversos análisis de organismos internacionales y Organizaciones No Gubernamentales indican que a consecuencia de fenómenos como el calentamiento global, la utilización indiscriminada en actividades productivas y la contaminación de ríos, lagos y mares; el agua, elemento esencial para la vida humana y de los seres vivos del planeta, se ha transformado, en forma creciente, en un bien escaso.

Lo anterior ha motivado enorme inquietud, tanto en el plano científico como en el político, en tanto se pone en riesgo el consumo de la población, pequeñas actividades productivas campesinas y ganaderas y la sustentabilidad del entorno.

2.- Que esta situación se ve agravada en nuestro país, por una inadecuada gestión de los recursos hídricos, al amparo de una legislación privatista, que ha sido incapaz de asegurar la primacía del bien común por sobre los intereses individuales de grupos de interés.

El resultado es que las cuencas se encuentras sobre explotadas. Al mismo tiempo, se aprecia una enorme concentración. El 90 de los derechos de aprovechamiento no consuntivos pertenecen a sólo 3 empresas generadoras.

3.- Que dicha constatación hizo que la Presidenta Michelle Bachelet propusiera a este Parlamento una reforma constitucional que declarara el dominio público sobre todas las aguas, incluyendo las subterráneas y los glaciares. Se trataba de recoger, con rango constitucional, las antiguas normas del Código Civil que habían sido desvirtuadas por el Código de Aguas.

Asimismo, se buscaba, asegurar un marco que permitiera un mayor margen de acción al Estado para garantizar los derechos de todos, especialmente ante situaciones graves de desabastecimiento. Lamentablemente, dicha reforma no fue aprobada y el actual Gobierno ha desistido de perseverar en su trámite.

4.- Que nuestro país generó a lo largo de su historia un extenso sistema de servicios sanitarios implementado y administrado por el Estado. Hasta los años 80, las responsabilidades en esta materia estaban a cargo de una entidad pública, el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, SENDOS, dependiente del Ministerio de Obras Públicas. SENDOS operaba servicios sanitarios en 11 de las 13 regiones del país y era responsable de la regulación de EMOS y ESVAL, empresas abastecedoras de Santiago y Valparaíso, respectivamente. El mismo rol cumplía respecto de empresas privadas o municipales menores.

A fines de los años ‘80 esta estructura nacional fue regionalizada. Los 11 servicios regionales de SENDOS y las dos empresas autónomas EMOS y ESVAL se convirtieron en sociedades anónimas, manteniéndose la totalidad de su propiedad en manos del Estado.

6.- Que en la década de los ‘90 tiene lugar un proceso paulatino de privatización de los servicios de agua potable y alcantarillado, justificado especialmente en el propósito de financiar el tratamiento de aguas servidas.

Los primeros pasos en la materia lo constituyen la licitación, en 1993, por parte de ESVAL, de la gestión de una zona costera de la V Región y el traspaso, en 1994, de la cobertura de la zona de Valdivia, por parte de ESSAL, constituyéndose la empresa privada Aguas Décimas S.A.

7.- Que tras la definición de un nuevo marco regulatorio, el Gobierno del Presidente Eduardo Frei impulsó una apertura más decidida de estos servicios al sector privado. Para ello, la ley 19.549, de 1998, redujo el porcentaje mínimo de participación del estado en las empresas sanitarias a un 35%, estableciendo algunas normas especiales respecto del quórum de los acuerdos en dichas sociedades para privilegiar la minoría pública en sus directorios.

Así se adjudicó, entre los años 1998 y 2000, el 40,4% de las acciones de ESVAL, el 51,2% de las acciones de EMOS y el 51% de las acciones de ESSAL, ESSBIO y ESSEL

8.- Que, posteriormente, en el gobierno de Ricardo Lagos se continuó este proceso, pero no se perseveró en la enajenación de la propiedad, sino que se optó por traspasar los derechos de explotación de las concesiones, manteniendo los activos en poder del Estado.

Las licitaciones respectivas fueron complejas existiendo en un primer momento bajo interés en los oferentes, motivándose el rechazo de las propuestas. Sólo con posterioridad, tras permitirse multi-contratos se mejoró el atractivo y se obtuvo ofertas más cercanas a lo esperado.

Por esta vía se traspasó el 2001 la administración de ESSAM S.A.; el 2002 de EMSSA S.A.; el 2003, de ESSAN S.A., EMSSAT S.A. y ESSCO S.A. y el 2004 de ESSAT S.A., ESSAR S.A. y ESMAG S.A.
El año 2003, asimismo, la ley 19.888 derogó definitivamente el mínimo de participación estatal en las empresas sanitarias.
9.- Que, legalmente, diversas enmiendas estatutarias hicieron recaer en ESSAN S.A. el control de estos contratos explotación de las concesiones sanitarias, como asimismo la de la gestión con inversión (BOT) para la operación de las plantas de tratamiento de aguas servidas de Antofagasta. Las restantes empresas sanitarias fueron liquidadas.

10.- Que, posteriormente, en Junta Extraordinaria de fecha 18 de Enero de 2008 la Empresa de Servicios Sanitarios de Antofagasta, ESSAN S.A., continuadora legal de las empresas sanitarias reseñadas y cuya administración fue licitada a privados, cambia su nombre a Empresa Concesionaria de Servicios Sanitarios S.A. (ECONSSA).

11.- Que, recientemente, la Corporación de Fomento de la Producción anunció la decisión gubernamental de enajenar la participación que aún queda en poder del Estado de las empresas sanitarias cuya porción mayoritaria había sido privatizada al finalizar la década de los ‘90, esto es Aguas Andinas, ESVAL, ESSBIO y ESSAL.

El primer paso acaba de concretarse el pasado 15 de Junio, cuando la CORFO recaudó unos USS 983,67 millones con la colocación en bolsa de 1.834.539.519 acciones de la sanitaria Aguas Andinas (29,9 de la propiedad), reservándose para el Estado el 5%

12.- Que se ha señalado que en el mes de Julio próximo continuará este proceso con la enajenación del 43,44% de ESSBIO, el 29,43% de ESVAL y el 45,46% de ESSAL, siendo probable que el Estado se reserve, también, un porcentaje minoritario.

13.- Que diversos estudios y análisis discuten hoy la conveniencia de haber enajenado la participación estatal en las empresas sanitarias. A la reducción del ámbito público en un bien crecientemente estratégico, se añaden las complejidades de regulación y fiscalización en un servicio donde no se tiene información relevante y la evidencia que no se ha producido un beneficio palpable para la ciudadanía, más allá de las inversiones en tratamiento de aguas servidas, pues, en lo fundamental, las tarifas siguen siendo altas.

14.- Que, por lo anterior, creíamos necesario reponer en el inciso segundo del artículo 4º de la ley 19.885, una disposición que asegure la propiedad mayoritariamente pública de las empresas sanitarias que aún se conservan en manos del Estado, con el objeto de evitar su enajenación una vez concluidos los contratos de administración vigentes, del siguiente tenor:

“En ningún caso, la participación del Fisco, a través de la Corporación de Fomento de fa Producción u otro organismo, podrá ser inferior al 51% de la propiedad de la Empresa Concesionaria de Servicios Sanitarios, ECONSSA S.A o cualquier otra entidad continuadora legal de las empresas descritas en el artículo 2º.”
15.- Que, sin embargo, atendido que una moción en ese sentido fue declarada inadmisible, venimos en plantear el mismo objetivo a través de una reforma constitucional

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Reemplácese, en la parte final del numeral 24º del artículo 19º de la Constitución Política de la República, la coma que sucede a la palabra “ellos” por un punto seguido e incorpórese, a continuación, lo siguiente:

“En las empresas sanitarias cuyo dominio pertenezca de cualquier forma al Fisco, a través de la Corporación de Fomento de la Producción u otro organismo, la participación del sector público en la propiedad no podrá ser en ningún caso inferior al 51% de ésta.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, CHAHUÁN, ESPINA Y LONGUEIRA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE RESPONSABILIDAD POR DAÑOS OCASIONADOS EN MANIFESTACIONES PÚBLICAS

(7797-06)

El artículo 19 de la Constitución Política de la República, en su numeral 13, asegura a todas las personas “El derecho a reunirse pacíficamente sin previo aviso y sin armas. Las reuniones en las plazas, calles y demás lugares de uso público, se regirán por las disposiciones generales de la policía”.

El ejercicio de este derecho, actualmente se encuentra regulado por el Decreto Supremo N° 1086 de 1983, disposición que establece los requisitos que se deben cumplir para realizar reuniones públicas.

La actual normativa establece que las personas que deseen realizar reuniones en plazas, calles y otros lugares de uso público deben solicitar autorización por escrito al Intendente o al Gobernador respectivo, con indicación del nombre, cédula de identidad y domicilio del o los organizadores y señalamiento del lugar de inicio y término, recorrido y objetivo.

Las disposiciones legales vigentes no fijan responsabilidades civiles o penales, por las eventuales consecuencias negativas de dichas actividades, tales como disturbios, daños a la propiedad pública y privada o a la integridad de las personas. En otras palabras, nadie se hace cargo del costo de los daños producidos con ocasión de la realización de las marchas o reuniones en lugares de uso público.

Este tema no es menor. En las últimas semanas, con ocasión de las diversas marchas o manifestaciones organizadas a lo largo del país y producto de los desórdenes públicos ocasionados con ocasión de ellas, los ciudadanos han visto afectados sus bienes, derechos y libertades, produciéndose pérdidas económicas en los comercios formales, afectación en las actividades cotidianas, retrasos en la entrada de los trabajadores a sus centros laborales, imposibilidad de acceder a diversos servicios públicos y privados.

El legislador debe velar por el ejercicio del derecho de reunión, pero también por el orden público, las libertades y los derechos de los demás. Así, lo consagra El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, que en su artículo 19 reconoce, a propósito de la libertad de expresión, deberes y responsabilidades especiales, por lo que puede estar sujeto a ciertas restricciones que deberán estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para 1) asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; y 2) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. Asimismo, el artículo 21 reconoce el derecho de reunión pacífica, cuyo ejercicio "sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o el orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás”.

Disposición similar es la que se encuentra contenida en los considerandos 3 y 4 del decreto Supremo 1086, que disponen:

3.- Que el ejercicio de estos derechos tiene por límite el resguardo de un tercero y su uso no puede llegar hasta lesionar la libertad de otra persona o la conveniencia de la sociedad;

4.- Que es un deber de la autoridad ejercer la vigilancia y cuidar la integridad de las personas y públicos y que se respeten en el uso a que están destinados”
El objetivo de esta iniciativa es establecer la responsabilidad de los organizadores de una marcha o reunión realizadas en plazas, calles o lugares de uso público, por los daños ocasionados por los manifestantes, con ocasión de dicha convocatoria, a la propiedad pública o privada o por atentados contra la integridad física de las personas.

La expresión de las ideas, peticiones e inconformidades, constituye uno de los elementos del régimen democrático, como también lo es, el respeto a los derechos de terceros, razón por la cual, esta iniciativa pretende lograr un balance de dichas garantías consagradas en la Constitución, pues no se sanciona o impide la libertad de asociación o manifestación, sino que se busca reparar el perjuicio causado a los ciudadanos que no quieren participar en esas manifestaciones y que, no obstante, ven dañados sus derechos y libertades. Medidas similares se han adoptado en diversos países del mundo como México, Argentina, Reino Unido, Australia.

Por ello, y en atención a las disposiciones nacionales e internacionales, la presente iniciativa reconoce el ejercicio del derecho de reunión, bajo características específicas, como son la protección de la salud y la moral públicas, la protección de los derechos y libertades de terceros, la salvaguarda del orden público y de la seguridad nacional.

Por lo anteriormente expuesto, se presenta el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo 1. Los organizadores de reuniones en lugares o espacios de uso públicos, serán responsables por los daños a personas y bienes públicos o privados, ocasionados con ocasión de la convocatoria realizada.

Artículo 2. Los organizadores de reuniones o manifestaciones pacíficas, que se realice en plazas, calles y demás lugares de uso público, junto con dar cumplimiento a las disposiciones del Decreto Supremo 1086 de 1983, deberán:

a) Presentar boleta de garantía equivalente a 20 Unidades Tributarias Mensuales, la que deberá ser emitida a nombre de la Intendencia o Gobernación que corresponda;

b) Presentar un plan coordinado de seguridad y contingencia que deberá ser autorizado por Carabineros de Chile. En caso de no cumplir con este requisito, el Intendente o el Gobernador, en su caso, puede no autorizar la reunión hasta que no se dé cumplimiento con este requisito.

Artículo 3. La resolución que autorice la reunión en espacios de uso público deberá indicar, detalladamente, la individualización de él o los organizadores, personas naturales o jurídicas, con indicación de sus domicilios, cédula nacional de identidad y rol único tributario, teléfono fijo y celulares, correo electrónico o cualquier otro medio que facilite la identificación y ubicación en caso que se produjesen daños al mobiliario público o privado.

Artículo 4. Si con ocasión de una reunión autorizada se produjesen daños en contra de la propiedad pública, la autoridad respectiva procederá a hacer efectiva la boleta de garantía. Una vez realizado el avalúo de los daños producidos y, si se determinaren que estos fueron superiores a la garantía entregada, el Intendente o el Gobernador, en su caso, deberán iniciar las acciones tendientes a hacer efectiva la responsabilidad de los organizadores de la reunión, hasta la concurrencia del monto efectivo de los perjuicios.

Por su parte, si los daños fuesen avaluados en un monto inferior a la garantía entregada, la autoridad procederá a reintegrar a los organizadores la diferencia en un plazo no superior a 10 días.

Artículo 5. Si se provocaren daños a las personas o a bienes privados, las víctimas podrán perseguir la responsabilidad de los organizadores ante los tribunales de justicia.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, QUINTANA Y TUMA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A LA PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO HISTÓRICO INDÍGENA Y LOS BIENES CULTURALES DEL PAÍS

(7798-04)

1. El caso del Rally Dakar

El cuerpo C del diario El Mercurio, en su edición del domingo 3 de julio de 2011 titulaba "Dakar 2011 dejó graves daños en patrimonio arqueológico, revela Consejo de Monumentos", señalando en su epígrafe que "Informe de inspección en terreno a sitios afectados fue entregado al Instituto Nacional de Deportes". A continuación, en la bajada, informaba que "Pilotos no hicieron caso a las señales y cercos. Se desviaron de la ruta y destruyeron sitios valiosos protegidos por ley".

La nota de prensa indica que por tercer año el equipo arqueológico del Consejo de Monumentos Nacionales (CMN) volvió sobre las huellas del Rally Dakar en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta.

La información agrega que "En terreno, tras revisar 283 de los 556 sitios patrimoniales en la ruta de la competencia, el Consejo constató daños y pérdidas patrimoniales irreversibles en el 44% de los lugares muestreados, lo que consignó en un informe que ya entregó al Instituto Nacional de Deportes (IND), el organismo responsable del desarrollo de la competencia de la ASO (Amaury Sport Organisation) en Chile".

Basándose en el acceso que tuvo al informe el diario lo cita, para señalar que el Rally Dakar 2011 fue "una actividad altamente dañina para el patrimonio arqueológico e histórico del país".

El artículo añade que los lugares afectados "son lugares o sitios (asentamientos, geoglifos, talleres líticos y otros) protegidos por la Ley de Monumentos Nacionales (17.288) y se argumenta que en otras situaciones en que puedan afectarlos se aplica el sistema de evaluación de impacto ambiental (SEIA), que permite evitar la destrucción del registro arqueológico e incluso efectuar rescates previos, lo que no sucede en el Dakar".

La nota concluye recordando que "En 2010, el Consejo pidió al IND una compensación de $300 millones por los daños, sin que hasta ahora se haya pagado".

Ya en marzo de 2009 el CMN había efectuado una denuncia similar a la que hizo este año. Así consta incluso en el sitio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (CNCA) que bajo el título "Monumentos Nacionales denuncia daños causados por Rally Dakar en Coquimbo", informaba:

"La evaluación que hizo el área arqueológica del Consejo de Monumentos Nacionales constató la destrucción de al menos un sitio arqueológico en la Región de Coquimbo y un significativo daño a la flora y fauna local, luego de la realización en Chile del Rally Dakar.

"El principal daño afectó a un campamento de cazadores recolectores ubicado en la Quebrada Pelícano en la comuna de La Higuera, Región de Coquimbo, que tiene un daño irreparable equivalente al 50 por ciento.”

"La información es relevante para autorizar una nueva versión de esta polémica competencia deportiva, que también ha cobrado innumerables vidas humanas, accidentes, daño medioambientales y al patrimonio cultural en África y recientemente en Argentina."

En el 2010 nuevamente el CMN tuvo que reclamar ante los impactos generados por la realización del Rally Dakar. Así, en mayo de ese año, una nota de prensa informaba titulaba: "Piden millonaria compensación a Chiledeportes por daños del Rally Dakar en sitios arqueológicos"3, agregando en la bajada de la noticia que "El Consejo de Monumentos Nacionales reclama a Chiledeportes, una millonaria compensación a ante los daños patrimoniales causados por el Rally Dakar 2010. En base a ello, el Colegio de Arqueólogos aconsejó no realizar nuevamente esta actividad en Chile."

En el cuerpo de la noticia se indicaba que

"A 300 millones de pesos asciende la compensación que está solicitando el Consejo de Monumentos Nacionales a Chiledeportes, ante los daños patrimoniales que causó el paso por el norte de nuestro país, del último Rally Dakar.

La actividad deportiva, que se desarrolló durante los primeros días de enero, causó daños en más del 50% de los cuatro sitios arqueológicos de la zona.

En este patrimonio se encuentran los talleres líticos, usados por pueblos prehispánicos para la confección de herramientas de piedra, o las huellas utilizadas por las caravanas con anterioridad a la llegada de los europeos.

Así lo revela un informe, elaborado por la entidad dependiente del Ministerio de Educación, y que según explica su secretario ejecutivo, Osear Acuña, da cuenta además de pérdida de información arqueológica importante.

El impacto principalmente afectó a 13 sitios patrimoniales en la zona de Quillagua, localidad ubicada a mil 300 kilómetros al norte de Santiago."

2. Los años anteriores: sin EIA y sin consulta a los pueblos originarios

Como queda claro, para determinar los trazados y establecer medidas preventivas de los impactos evidentes que una actividad como el Rally Dakar con toda seguridad generaría en diversas zonas del territorio nacional, especialmente en aquellas con fuerte presencia de patrimonio arqueológico y cultural ancestral, no sólo los pueblos originarios no fueron en absoluto consultados, sino tampoco fueron tomadas en cuenta las opiniones de servicios públicos, como el CMN y la Conadi.

Así en respuestas a solicitudes de información efectuadas desde el Senado en el 2008, previo a la realización del primer rally en territorio nacional, el CMN, a través del entonces Secretario Ejecutivo, Osear Acuña, señaló que no eran partidarios de la evaluación ambiental en lo que les concierne, no porque no les pareciera pertinente, sino porque dicho Consejo "ha mantenido frente a esta actividad una posición a favor del impacto cero. Es decir, este Consejo ha sostenido que el rally no debe afectar ni impactar ningún monumento nacional. En otras palabras, nuestra entidad ha requerido que los bienes protegidos por la Ley de Monumentos Nacionales sean áreas de exclusión total para los efectos de la implementación de esta actividad".

Por su parte, el entonces Director Nacional de la Conadi, Álvaro Marifil, señaló que "en la eventualidad que la ruta de esta actividad afecte tierras indígenas, espacios ceremoniales u otros lugares vinculados con tierras indígenas o personas o comunidades indígenas, estimamos que este proyecto debe pasar por un Estudio de Impacto Ambiental. Nos parece la herramienta que más protege los intereses de los pueblos indígenas, porque permite una participación más activa de los posibles afectados y resguarda mejor sus derechos".

Sin embargo, de forma paradojal, además de que la organización del Rally Dakar (la empresa francesa ASO) mantiene en reserva en cada versión el trazado por donde se realizará la carrera en que participan sobre 600 vehículos motorizados, lo que evidentemente impide la adopción de medidas preventivas de protección de los sitios históricos y arqueológicos, el gobierno chileno aceptó, en subsidio de una evaluación de impacto ambiental, la entrega de antecedentes por parte de los organizadores, que correspondían a los eventuales efectos e impactos ambientales que el evento había enfrentado durante su largas temporadas de realización en África.

Todo lo anterior es lo que explica que pese a los anuncios de medidas a adoptar por parte de las autoridades, al final el CMN se ve obligado a informar cada año los graves y en muchos casos irrecuperables daños arqueológicos y patrimoniales que el rally genera en diversas zonas del país. Eso sin considerar los impactos ambientales y sanitarios (basura, baterías y ruedas en desuso, aceites y combustible derramado, etc.) que no son informados por las autoridades pertinentes.

Considerando que actualmente se encuentra en plena vigencia en Chile el Convenio 169 de la OIT, una grave falencia que debe ser corregida es el que no se tome en consideración la opinión de las comunidades de diversos pueblos originarios a la hora de decidir la realización de eventos de cualquier índole que afecten materialmente sitios de interés cultural, arqueológico o que forme parte de su patrimonio cultural, material o inmaterial.

3. La Ley 19.253

Respecto a esta materia, actualmente la Ley 19.253, en su Artículo 29, sólo considera:

"Artículo 29.- Con el objeto de proteger el patrimonio histórico de las culturas indígenas y los bienes culturales del país, se requerirá informe previo de la Corporación para:

a) La venta, exportación o cualquier otra forma de enajenación al extranjero del patrimonio arqueológico, cultural o histórico de los indígenas de Chile.

b) La salida del territorio nacional de piezas, documentos y objetos de valor histórico con el propósito de ser exhibidos en el extranjero.

c) La excavación de cementerios históricos indígenas con fines científicos la que se ceñirá al procedimiento establecido en la ley N° 17.288 y su reglamento, previo consentimiento de la comunidad involucrada

d) La sustitución de topónimos indígenas."

4. El Convenio 169 de la OIT

El Convenio 169 de la OIT, que entró en vigencia para Chile el 15 de Septiembre de 2009, señala en su Articulo 2°, N° l que "Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad."

Que por su parte el Artículo 4, N° l del citado Convenio señala que "Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados."

Asimismo el Artículo 5, en su literal a) indica que "deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosas y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva como individualmente;"

En el literal b) del mismo Artículo se señala expresamente que "deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos pueblos."

A continuación el Artículo 6, N° l, literal a) indica que se debe "consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente."

En el literal b) del Artículo 6, Nº 1 se señala la necesidad de "establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;"

Por su parte el Artículo 7, N° l señala textualmente que "Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente."

Por todo lo anterior es que vengo a presentar el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo único:

En el Artículo 29 de la Ley 19.253 agréguese en el literal c) con el siguiente texto a continuación de la voz "involucrada", seguida de una coma, la frase: "c) o cuando el desarrollo de eventos produzcan o puedan producir impacto directo o indirecto sobre sitios arqueológicos o de interés cultural ancestral para los pueblos originarios".

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE MONUMENTO EN MEMORIA DEL POETA VICENTE HUIDOBRO

(7799-04)

El 2 de Enero de 1948, falleció en la ciudad balneario de Cartagena, el escritor y poeta Vicente Huidobro, que junto a Neruda, De Rockha y Mistral, es considerado uno de los grandes exponentes de la literatura chilena. Fue sepultado, conforme a sus deseos, en una colina frente al mar, en la que se lee el epitafio "Aquí yace el poeta Vicente Huidobro. Abrid su tumba. Al fondo de esta tumba se ve el mar".

Vicente García-Huidobro Fernández, nació en Santiago el 10 de Enero de 1893, en el seno de una familia aristócrata y adinerada, vinculada a la banca, la propiedad agrícola y la política. Cursó toda su educación escolar en el Colegio San Ignacio de la Compañía de Jesús, y después efectuó cursos de literatura en la Universidad de Chile, publicando en el año 1911 su libro "Ecos del alma", de tendencia modernista. Más tarde funda y dirige la revista "Musa Joven" y en 1913, dirigió junto a Pablo de Rokha los tres números de la revista "Azul" y publica los libros de poemas "La gruta del silencio" y "Canciones en la noche".

En 1914 dictó la conferencia titulada "Non serviam", que refleja su credo estético, y posteriormente publica el libro de "salmos, poemas en prosa y ensayos", titulado "Las Pagodas Ocultas", en que se firma por primera vez con el nombre de Vicente Huidobro.

Durante un breve período de residencia en Buenos Aires, editó en el año 1916 el libro de poemas "El espejo de agua", obra en la cual da a conocer, aunque en forma incipiente, su nueva forma estética.

Posteriormente se dirige a Europa, continente en el cual ya había estado cuando pequeño junto a su familia, todo lo cual le valió un profundo enriquecimiento cultural y una depuración de sus gustos estéticos.

Durante la primera guerra mundial se radicó en París, donde conoció a Picasso, Max Jacob y Joan Miró, entre otras figuras literarias y artísticas de la época, y escribió en diversas revistas literarias junto a destacados poetas como Apollinaire, Reverdy, Izara, Bretón y otros, que conformaban lo más destacado de la literatura francesa.

No obstante su residencia parisina, viaja constantemente a Madrid, donde toma contacto con diversos intelectuales, difundiendo su movimiento creacionista que lo resume en la siguiente explicación: "El poeta debe dejar ya de cantar a la naturaleza, debe imitar a la naturaleza, eliminar lo descriptivo o anecdótico. Hay que hacer un poema como la naturaleza hace un árbol".

No solo la literatura se encontraba en sus aficiones, ya que además se interesó por conocimientos esotéricos tales como la astrología, la alquimia y el ocultismo, y colaboró asimismo con diversas revistas literarias españolas.

En 1921 aparece en Madrid, el primer número de la Revista Internacional de Arte "Creación" que funda y dirige Huidobro, y asimismo dio conferencias en París, Berlín y Estocolmo sobre su teoría de la creación pura. Escribe la novela "Cagliostro" que más tarde pensó llevar al cine, escribiendo su guión cinematográfico.
En el año 1925 vuelve a Chile, fundando en el mes de agosto "Acción: Diario de Purificación Nacional", pero al denunciar actividades fraudulentas de destacadas personalidades políticas, es golpeado frente a su casa, y se clausura su periódico. Posteriormente funda el periódico "La Reforma", y las juventudes progresistas lo proclaman como candidato simbólico a la Presidencia de la República.

Después de dos años de estadía en Chile, viaja a Nueva York, donde conoce a famosos artistas del cine, tales como Charles Chaplin, Douglas Fairbanks y Gloria Swanson.

Más tarde vuelve a radicarse en París, donde crea su novela "Mío Cid Campeador", comenzando a escribir sus obras más destacadas "Altazor" y "Temblor de Cielo", las que hizo publicar en Madrid en el año 1931, donde conoce al poeta Federico García Lorca.
A raíz de la crisis económica mundial desatada en ese año, vuelve a Chile en 1932, donde desarrolla una intensa actividad política en pro del partido comunista, y en su "Manifiesto a la Juventud de Hispanoamérica", propuso la creación de una república multinacional, conformada por Solivia, Chile, Paraguay y Uruguay.

Durante el año 1936 escribió artículos políticos antifascistas para el diario "La Opinión", adhiriendo al conglomerado de izquierda "Frente Popular". Funda la revista "Total" y organiza a los escritores chilenos en solidaridad con el pueblo español, que se encontraba en guerra civil, publicando su célebre poema "Está sangrando España".
La situación por la cual atravesaba la Madre Patria lo llevó una vez más a dicha nación, donde participó en la Guerra Civil, apoyando la causa republicana, junto a Pablo Neruda, aún cuando se mantuvo una constante polémica literaria entre ambos, lo que obligó a la Asociación Internacional de escritores por la defensa de la cultura a intervenir, para que depusieran su actitud

De regreso a Chile, en el año 1938, nace el movimiento surrealista "Mandragora", que se gestó en su casa.

En el año 1939 publicó la obra "Sátiro o el poder de las palabras" y más tarde los libros "Ver y Palpar" y "El ciudadano del olvido", con recopilaciones de poemas inéditos.

Una vez comenzada la segunda guerra mundial, viaja nuevamente a Francia, alistándose en su ejército, en calidad de corresponsal, alcanzando el grado de capitán, resultando incluso herido en un combate, y le correspondió entrar con las tropas aliadas en Berlín.
De regreso a Chile, su figura fue transformándose en una verdadera leyenda, y en el año 1945 se publica una antología de sus obras, y en el año 1946 se radica definitivamente en Cartagena, sufriendo al año siguiente un derrame cerebral, consecuencia de sus lesiones de guerra, hasta que fallece el 2 de enero en su casa, en dicha comuna costera.

Consideramos que debe rendirse un justo homenaje a su memoria y gran legado en el género literario, que desarrolló prolíficamente, por lo cual estimamos que es preciso erigir un monumento a su memoria, en Cartagena, donde residió sus últimos días, el que debe ser emplazado, preferentemente, en su Plaza de Armas.

En mérito a estas consideraciones, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Autorizase erigir un monumento en memoria del escritor y poeta Vicente Huidobro, en la ciudad de Cartagena.

Artículo 2°.- La obra se financiará mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial que se crea en virtud de lo dispuesto en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior.

Artículo 3°.- Créase un Fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que se señalan en el artículo anterior.
Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, que estará constituida por un Senador y un Diputado, que representen en el Congreso Nacional a la ciudad de Cartagena, designados por sus respectivas Cámaras; el Alcalde de la comuna de Cartagena; un Concejal de la misma comuna, designado por el Concejo Municipal; un representante de la Sociedad de Escritores de Chile, designado por dicha institución y el Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.

La Comisión elegirá un Presidente de entres sus miembros y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.
Artículo 5°.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Llamar a concurso público de proyectos para la obra, fijar sus bases y resolverlos.

b) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.

c) Determinar la ubicación del monumento, en coordinación con la Municipalidad de Cartagena, para emplazarlo de preferencia en la Plaza de Armas de la ciudad; disponer y supervigilar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

d) Administrar el Fondo creado por el artículo 3° y abrir una cuenta corriente especial para su gestión.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la Comisión Especial determine.

Artículo 7°.- El monumento deberá erigirse en el plazo de tres años, contado desde la publicación de la presente ley, Vencido dicho plazo sin que se hubiere ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión determine.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, QUINTANA Y TUMA, REFERIDO A LAS PROPUESTAS DE LAS “MEJORAS AL MARCO DE CAPITAL DE BASILEA II”

(S 1379-12)

1. Que en Septiembre de 2009 se publicó en el sitio Web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) el Documento Informativo "Marco Mejorado de Capital de Basilea II en la Regulación y Supervisión Bancaria", elaborado por Günther Held, Asesor Técnico en Basilea II, en consulta con Gustavo Amagada, ex Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.

2. Que este documento recoge diagnósticos y propuestas respecto a mejoras a la regulación y supervisión del sistema financiero provenientes del Informe del Foro de Estabilidad Financiera de abril de 2008 dirigido a fortalecer los mercados y las instituciones del sector financiero; Informe Larosiére de febrero de 2009 que propone fortalecer la estructura regulatoria y de supervisión del sistema financiero en la UE; Informe Turner de la Autoridad de Servicios Financieros de Inglaterra de marzo de 2009 con propuestas de mejoras al marco regulador y de supervisión de bancos y entidades financieras; y el Documento del Departamento del Tesoro de EEUU de mayo de 2009 sobre un Nuevo Fundamento para Reconstruir la Regulación y Supervisión Financiera.

3. Que las recomendaciones y propuestas de las "Mejoras al Marco de Capital de Basilea II", surgidas del Foro de Estabilidad Financiera, dirigidas al fortalecimiento del mercado y las instituciones en el sector financiero, asignó responsabilidades a bancos centrales, instituciones internacionales encargadas de los marcos regulatorios y de supervisión de bancos y entidades financieras, instituciones internacionales encargadas de sus normas contables, agencias clasificadoras de riesgo, autoridades supervisoras nacionales del sistema financiero, representantes de la industria bancaria, y bancos y entidades financieras de gran tamaño.

4. Que entre las recomendaciones y propuestas se encontraba una relacionada específicamente con los gobiernos corporativos, que señalaba la necesidad de introducir "mejoras en la gestión de riesgos por parte de directorios y altas gerencias", pues "un aspecto distintivo en la turbulencia financiera fueron debilidades en la gestión de riesgos de bancos y entidades financieras. Por ello, sus directorios y altas gerencias deberían implementar medidas que mejoren sus desempeños".

5. Que sobre la misma materia el documento agrega que "por ello, el Comité de Basilea propuso las siguientes medidas sobre gobiernos corporativos en los bancos. Primero, asegurar que sus directorios y altas gerencias tengan conocimiento y competencia, "expertise", acerca de los riesgos en sus principales líneas de negocios y en innovaciones financieras. Segundo, lograr efectividad en las políticas, controles y sistemas de monitoreo de riesgos."

6. Que el citado texto también indica que "el Informe Larosiére señaló que fallas en el gobierno corporativo de importantes bancos fueron un factor principal en la crisis financiera. La búsqueda de mayores ganancias de corto plazo fue a expensas de la prudencia en materia de riesgos y de calidad crediticia."

7. Que sobre las clasificaciones de riesgo de parte de agencias clasificadoras el documento informativo de la SBIF señala que "todos los informes y documentos mayores sobre regulación y supervisión del sistema financiero que se han mencionado en este documento informativo persiguen mejoras en el proceso de calificaciones de riesgo por parte de agencias clasificadoras.

Primero, estas agencias deberían cumplir estrictos estándares de conducta a fin de asegurar su independencia y prevenir conflictos de interés en sus calificaciones. Segundo, las clasificadoras tendrían que registrarse con autoridades del sistema financiero y serían supervisadas por estas últimas. Tercero, las clasificadoras sólo podrían dar a conocer calificaciones que sean consistentes sobre la base de datos confiables y métodos robustos de medición del riesgo de crédito."

8. Que ahondando en la utilización de calificaciones externas de riesgo, el informe de la SBIF dice que "una crítica a la utilización por parte de los bancos de calificaciones externas de riesgo de agencias clasificadoras es que podría motivar un "outsourcing" y el relajamiento de actividades internas indelegables de evaluación de sus riesgos de crédito."

9. Que sobre las agencias clasificadoras de riesgo se señala finalmente que "las recomendaciones en relación con mejoras en relación con los procesos de calificación de riesgo de agencias clasificadoras son de interés para las tres Superintendencias del sistema financiero del país, y por ello, su análisis podría canalizarse hacia el Comité de Superintendentes. Estas propuestas se refieren principalmente a los siguientes temas. Primero, adopción de un Código de Buenas Prácticas en materia de calificaciones de riesgo por parte de agencias clasificadoras locales, ...dirigido a prevenir conflictos de interés en las calificaciones de riesgo, y a asegurar su consistencia y transparencia. Segundo, adopción de un proceso supervisor formal de estas agencias incluyendo el enunciado de su contenido y la autoridad supervisara a cargo."

10. Que en el marco de los estándares internacionales de regulación y cooperación internacional se señala, respecto de las agencias clasificadoras de riesgo, que "urge a las autoridades nacionales a fortalecer sus regímenes regulatorios y de supervisión de las clasificadoras de riesgo a fin de que estas últimas cumplan estándares internacionales en materia de calificaciones de riesgo."

11. Que sobre lo mismo el informe indica que "la legislación para avanzar en esos términos estaría disponible en países europeos e Inglaterra a fines de 2009", agregando que tanto el Informe Larosiére como el Documento del Departamento del Tesoro de EEUU "señalan que la regulación y supervisión del sistema bancario deberían descansar principalmente en las calificaciones internas de riesgo de los propios bancos. La utilización de calificaciones externas de riesgo, como las de las agencias clasificadoras, debería disminuir y descontinuarse cuando ella sea posible."

12. Que el documento informativo de la SBIF señala, respecto del "Marco Mejorado de Basilea II en la Banca Doméstica" que respecto de la competencia e idoneidad de directorios y altas gerencias en la gestión de riesgos que "los Títulos II y III de la Ley General de Bancos se refieren a la "Constitución de Empresas Sanearías", y a "Reglas Generales Aplicables a los Bancos y a su Administración". Estos títulos incluirían condiciones para buen gobierno corporativo de directorios y altas gerencias en la gestión de riesgos en término de requisitos de competencia e idoneidad...".

13. Que el Anexo C del informe, "Estructura de Regulación y Supervisión del Sistema Financiero Doméstico", indica que de todos estos antecedentes, para Chile se desprenden propuestas como: a) Evaluar la creación de un Comité de Estabilidad Financiera en la cúspide del sistema de regulación y supervisión. Este Comité estaría integrado por altas autoridades del Ministerio de Hacienda y del Banco Central y por los Superintendentes del sistema financiero; b) Evaluar la creación de una Agencia de Protección del Consumidor de Productos y Servicios Financieros en vista del creciente acceso de la población a los mercados de crédito, ahorro e inversión; Evaluar la combinación de la responsabilidad por la regulación y supervisión conjunta de bancos y seguros.

El Senado acuerda:

1. Solicitar al Presidente de la República pueda instruir al Ministerio de Hacienda para actualizar y tomar iniciativa legislativa respecto de todas las materias pendientes de las medidas propuestas y sugeridas en el marco de las recomendaciones y propuestas de las "Mejoras al Marco de Capital de Basilea II", surgidas del Foro de Estabilidad Financiera, especialmente en aquellas que dicen relación con mejoras en la gestión de riesgos por parte de gobiernos corporativos, directorios y altas gerencias; mejoras en el proceso de calificaciones de riesgo por parte de agencias clasificadoras y su supervisión; así como la implementación de un Comité de Estabilidad Financiera y la creación de una Agencia de Protección del Consumidor de Productos y Servicios Financieros, entre otras medidas.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.
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